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n la ominosa lista de aportes latinoamericanos al catálogo contemporáneo de la historia uni-
versal de la infamia destaca, sin lugar a dudas, el uso extendido y sistemático de mecanismos 
de represión estatales que incluso obligaron a acuñar un nombre propio para denunciarlos y 
combatirlos. Nos referimos a la desaparición forzada. 

Es obvio que tan perversa práctica ha afectado a múltiples regiones del planeta, pero es la particular “pe-
ricia” en su aplicación ejercida por las dictaduras del Cono Sur y la valiente imputación que han hecho 
los familiares de las víctimas, aún desde condiciones sumamente riesgosas y en contextos de dramática 
soledad, las que pusieron en el centro de la atención internacional la gravedad de este fenómeno. 

Ponerle nombre al espanto nos hizo entender e identificar que la práctica de la desaparición forza-
da echaba raíces desde la ribera sur del Río Bravo hasta la Tierra del Fuego. También marcó un par-
te aguas en las configuraciones e identidades de los nuevos actores sociales; nos puso al lado de las fa-
milias que vivirán por siempre las secuelas del dolor y, en demasiados casos, todavía de la impunidad; 
nos reveló incluso la perdurable y honda herida social; nos forjó el título que hoy enarbolamos y nos 
distingue como defensores de los derechos humanos.

El Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias (Grupo de Trabajo) hace par-
te consustancial de esta narrativa de resistencia y denuncia. Su linaje se vincula de manera directa al 
Grupo de Trabajo ad hoc encargado de investigar la situación de los derechos humanos en Chile esta-
blecido por la Comisión de Derechos de la ONU en 1975, que fue sustituido en 1979 por un Relator 
Especial y dos expertos encargados de estudiar la suerte de los desaparecidos en Chile, para culminar 
en 1980 con el establecimiento del Grupo de Trabajo para que examinara la cuestión de las desapari-
ciones forzadas en todo el mundo.

En nuestra región, el otro gran pilar de este combate tan desigual es la paradigmática sentencia de 
1988 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de la desaparición en Honduras de 
Manfredo Velásquez Rodríguez.

Desde entonces, en este recorrido agobiante, se ha ido perfilando un sendero de hitos normativos que 
vuelven a congregarnos en la justeza de luchar por, con y al lado de las víctimas, sus familiares y seres 
queridos, y que orientan la búsqueda de una persona desaparecida incluso allende las geografías de nues-
tra región, como sucedió y sucede en Indonesia, Sri Lanka o Bosnia-Herzegovina.

presentación

E
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En un brevísimo repaso no puede dejarse de lado, en el ámbito universal, la adopción en 1992 de 
la Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas por par-
te de la Asamblea General de la ONU, hasta llegar, en una expresión normativa más robusta, a la 
Convención Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas 
aprobada en 2006 por la Asamblea General de la ONU cuya entrada en vigor en diciembre de 2010 
se alcanzó con la vigésima ratificación (México fue el tercer país en hacerlo). El año pasado, ade-
más, el Consejo de Derechos Humanos de la ONU aprobó la creación de un nuevo procedimien-
to especial que, sin duda, está llamado a sostener una coordinación cercana con el tema de las des-
apariciones forzadas al recuperar derechos que en gran medida han emergido de las demandas de 
sus víctimas. Se trata de la Relatoría Especial sobre la Promoción de la Verdad, la Justicia, la Repa-
ración y las Garantías de no Repetición.

Pero la desaparición forzada no se extirpó definitivamente de nuestras tierras por las olas democrati-
zadoras de las modernidades y las transiciones de diversa geometría del último par de decenios, inclu-
so a pesar del avance regional logrado con la aprobación de la Convención Interamericana sobre Des-
aparición Forzada de Personas de 1994.

En lo que atañe a seguir denunciando y combatiendo la práctica de la desaparición forzada no nos es-
tá permitido descaminarnos en el terreno de la autocomplacencia, pues el andamiaje jurídico inter-
nacional e interamericano que hemos erigido dista de ser el dique que cierre la marea de las miles de 
víctimas del pasado aún ausentes y los cientos que se les suman en el presente. De allí la importancia, 
pertinencia y vigencia del mandato y los métodos de acción del Grupo de Trabajo en la actualidad pa-
ra nuestra región. 

A invitación del Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, el Grupo de Trabajo visitó el país en mar-
zo de 2011 y desarrolló una amplia agenda con autoridades federales y estatales, así como con víctimas 
y familiares, organizaciones sociales, especialistas y académicos. Su informe de misión fue presentado 
al Consejo de Derechos Humanos en marzo del 2012.

Sabedores de la dimensión de los retos del país en el campo de la plena vigencia y disfrute de 
los derechos humanos, y conscientes de la importancia que en tal contexto reviste el tema de 
las desapariciones forzadas, la Oficina en México de la Alta Comisionada de las Naciones Uni-
das para los Derechos Humanos emprende el presente esfuerzo de difusión del Informe de mi-
sión a México del Grupo de Trabajo. El objetivo de esta publicación es múltiple: promover su 
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conocimiento, retribuir a quienes con sus testimonios y perspectivas abrevaron la misión y fa-
vorecer, sobre todo, la materialización acelerada de esfuerzos efectivos que apunten a imple-
mentar las recomendaciones formuladas.1

Nadie podría objetar que se ha forjado una vasta coincidencia acerca de la ineludible necesidad 
de que el Estado mexicano adelante de manera sostenida el cumplimiento de una agenda míni-
ma en el combate de esta práctica violatoria de los derechos humanos, empezando, tal y como 
lo plantea el Grupo de Trabajo en su primera recomendación, por el reconocimiento de la “di-
mensión del problema de la desaparición forzada como el primer paso necesario para desarro-
llar medidas integrales y efectivas para su erradicación”. El catálogo de medidas recomendadas 
no es de forma alguna extravagante ni inviable políticamente; al contrario, se trata de una ban-
deja de acciones viables que ameritan ser tomadas con presteza.

Adicionalmente, la presente publicación contiene los instrumentos internacionales e intera-
mericano sobre la materia, así como una compilación de los Comentarios Generales sobre la 
Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas adop-
tados por el Grupo de Trabajo. De esta forma queremos poner a disposición del público el nú-
cleo duro de la normativa internacional e interamericana, así como algunas de sus más nota-
bles interpretaciones autorizadas.

No quisiera terminar estas líneas sin renovar nuestra solidaridad y compromiso con tantísimas muje-
res y hombres que nos interpelan desde tantos puntos de la geografía nacional, pero en particular des-
de Coahuila, Tamaulipas, Sinaloa, Nuevo León, Michoacán, Chihuahua y Guerrero, así como de mu-
chos otros pueblos y lugares desde los cuales las historias de los ausentes y la legítima sed de justicia de 
sus familiares y seres queridos, siguen clamando con valentía y sin ambages por respuestas aún pen-
dientes ante la propia historia de México.

Javier Hernández Valencia
Marzo de 2012

Representante en México de la 
Alta Comisionada de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos

1 La consulta actualizada sobre todas las recomendaciones en materia de derechos humanos formuladas al Estado mexicano, in-
cluyendo las relativas al tema de desapariciones forzadas, se puede realizar en la página de internet: www.recomendacionesdh.mx
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Naciones Unidas A/HRC/19/58/Add.2

Asamblea General Distr. general
20 de diciembre de 2011

Original: español

Consejo de Derechos Humanos 
19º período de sesiones 
Tema 3 de la agenda 
Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo

Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones  
Forzadas o Involuntarias

		  Adición
		  Misión a México1*

Resumen
	 Por invitación del Gobierno de México, el Grupo de Trabajo sobre las 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias visitó el país del 18 al 31 de marzo 
de 2011. El objetivo de la visita consistió en conocer los esfuerzos de México 
en el tratamiento de las desapariciones forzadas, examinar el estado de 
las investigaciones, las medidas adoptadas para prevenirlas, erradicarlas y 
combatir su impunidad, así como temas relativos a la verdad, la justicia y la 
reparación. 

	 El Grupo de Trabajo reconoce los diversos esfuerzos realizados por México 
en materia de derechos humanos, incluyendo la lucha contra las desapariciones 
forzadas, así como los desafíos planteados por la compleja situación actual en 
materia de seguridad pública que tiene lugar en el marco de la lucha contra el 
crimen organizado. No obstante, México debe seguir trabajando para lograr 
hacer efectivos los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación de todas 
las víctimas de desaparición forzada.

	 El Grupo de Trabajo formula una serie de recomendaciones que abarcan 
desde la prevención, investigación, sanción y reparación de las víctimas de 
desapariciones forzadas, hasta la protección de grupos en situación de espe-
cial vulnerabilidad. Entre estas recomendaciones se destacan: garantizar que 
el delito de desaparición forzada sea incluido en los códigos penales de todas 
las entidades federativas y la armonización de la definición de la desaparición 
forzada de la legislación penal con lo establecido en los instrumentos interna-
cionales de derechos humanos relevantes; garantizar la coordinación entre las 
autoridades responsables de la seguridad pública con el objetivo de prevenir 
e investigar adecuadamente la desaparición forzada de personas; garantizar 
la jurisdicción de los tribunales civiles en todos los asuntos relacionados con 
las desapariciones forzadas; establecer un programa nacional de búsqueda de 
personas que cuente con un protocolo de acción inmediata; y garantizar el de-
recho a la reparación integral a las víctimas de desaparición forzada.

1* El resumen del presente informe se distribuye en todos los idiomas oficiales. El informe propiamente dicho, que figura en el 
anexo del resumen, se distribuye únicamente en el idioma en que se presentó y en inglés.
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I. Introducción
1. Por invitación del Gobierno de México, el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias visitó el país del 18 al 31 de marzo de 2011. El Grupo de Trabajo agradece al Gobierno 
dicha invitación, su positiva cooperación antes y durante la misión así como su apertura al diálogo. 
Adicionalmente, agradece a las organizaciones de la sociedad civil, asociaciones de familiares de per-
sonas desaparecidas forzosamente y, en particular, a los familiares que proveyeron información y testi-
monios. Finalmente, agradece a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los De-
rechos Humanos por su valioso apoyo. 

2. El Grupo de Trabajo felicita al Gobierno por haber ratificado todos los tratados fundamentales de 
derechos humanos del sistema de las Naciones Unidas, incluyendo la Convención Internacional para 
la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, así como la Convención Intera-
mericana sobre la desaparición forzada de personas. El Gobierno de México tiene una invitación per-
manente para todos los Procedimientos Especiales de las Naciones Unidas. 

3. El Grupo de Trabajo estuvo representado por la Sra. Jasminka Dzumhur (Bosnia y Herzegovina), 
el Sr. Ariel Dulitzky (Argentina), y el Sr. Osman El Hajjé (Líbano). El objetivo de la visita fue conocer 
los esfuerzos de México en el tratamiento de las desapariciones forzadas, examinar el estado de las in-
vestigaciones, las medidas adoptadas para prevenirlas, erradicarlas y combatir su impunidad, así co-
mo temas relativos a la verdad, la justicia y la reparación. 

4. El Grupo de Trabajo visitó la Ciudad de México (Distrito Federal); Chihuahua y Ciudad Juárez 
(Chihuahua); Acapulco, Atoyac de Álvarez y Chilpancingo (Guerrero); y Saltillo (Coahuila). Sostuvo 
una serie de reuniones con funcionarios de alto nivel, incluyendo el Secretario de Gobernación y el 
Secretario de Seguridad Pública, así como con autoridades de las Secretarías de Relaciones Exteriores; 
Gobernación; Defensa Nacional (SEDENA); Seguridad Pública; el Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica; la Secretaría Técnica del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justi-
cia Penal; legisladores de las Cámaras de Senadores y Diputados del Congreso de la Unión; Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN); integrantes de la Procuraduría General de la Re-
pública (PGR) (en la Ciudad de México y en los estados de Chihuahua y Guerrero); así como con au-
toridades de los Gobiernos de Chihuahua, Guerrero y Coahuila. Visitó también la zona militar ubica-
da en Saltillo. Todas estas reuniones ayudaron al Grupo de Trabajo a comprender las políticas que el 
Gobierno mexicano está implementando y sustanciaron el presente informe.

5. Se reunió con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y las Comisiones de Dere-
chos Humanos de Chihuahua, Guerrero, Coahuila y el Distrito Federal. También con numerosas orga-
nizaciones no gubernamentales (ONG) nacionales e internacionales, familiares de personas desapareci-
das forzosamente, personas que fueron víctimas de desaparición forzada y otros actores de la sociedad.

6. Desde su creación, y hasta su informe anual de 2010, el Grupo de Trabajo ha transmitido 412 ca-
sos al Gobierno de México. De éstos, 24 casos se han esclarecido sobre la base de la información su-
ministrada por las fuentes, 134 se han esclarecido sobre la base de la información aportada por el Go-
bierno, 16 se han discontinuado y 238 siguen sin resolverse. 

7. Estos datos, al igual que sucede con otros países, no son representativos de la dimensión de las des-
apariciones forzadas. El incremento del número de nuevos casos admitidos por el Grupo de Trabajo 
durante 2010, el gran número de nuevas alegaciones recibidas durante la visita así como el descubri-
miento de varias fosas comunes en los últimos meses podrían indicar un deterioro en relación con las 
desapariciones forzadas en México.

8. El mandato del Grupo de Trabajo se relaciona con la desaparición forzada tal como se define en la Decla-
ración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas (la Declaración). Sin em-
bargo, el Grupo de Trabajo condena todos los actos de desaparición independientemente del autor del crimen.

9. La misión a México y el presente informe se centran principalmente en dos períodos distintos en 
los cuales un gran número de desapariciones forzadas tuvieron lugar. Sin embargo, la mayoría de las 
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recomendaciones son relevantes para cualquier caso de desaparición forzada independientemente del 
momento en que haya ocurrido. Durante el período conocido como la “Guerra Sucia”, desde finales de 
la década de 1960 hasta principios de la década de 1980, las fuerzas de seguridad llevaron a cabo una 
política de represión sistemática contra estudiantes, indígenas, campesinos, activistas sociales y cual-
quier sospechoso de ser parte de un movimiento de oposición. Los graves abusos cometidos incluye-
ron masacres de estudiantes en 1968 y 1971, la tortura, ejecución y desaparición forzada de cientos de 
disidentes y presuntos simpatizantes. Hasta hace algunos años, el Estado mexicano se negaba a reco-
nocer la existencia de abusos cometidos por las fuerzas de seguridad. El Estado ha reorientado su cur-
so y ha adoptado algunas medidas relacionadas con los crímenes cometidos durante la “Guerra Sucia”. 
Un informe oficial sostuvo que las administraciones de tres presidentes eran responsables de los crí-
menes, rechazando así la teoría de que las atrocidades fueron cometidas por iniciativa propia de po-
licías o determinadas unidades militares. El segundo período de preocupación es la actual situación 
de seguridad en la que múltiples casos de desapariciones forzadas han sido y continúan siendo repor-
tados. El Grupo de Trabajo es consciente de los diferentes contextos en los que estos dos patrones de 
desapariciones forzadas se desarrollaron y desarrollan en México, los cuales fueron debidamente to-
mados en cuenta. Sin embargo, observa con gran preocupación que, a pesar de estas diferencias, hay 
identidad de algunos patrones como la impunidad generalizada y la falta de la plena verdad y repara-
ción para las víctimas. 

II. Marco legal e institucional
10. México es un Estado federal con competencias divididas entre la Federación y las 32 entidades 
federativas (incluyendo el Distrito Federal). Además, existen más de 2.400 municipios con ciertas res-
ponsabilidades en temas de seguridad.

11. La estructura federal crea oportunidades para experimentar y para desarrollar diferentes niveles 
de protección. Por ejemplo, Guerrero aprobó en 2005 una legislación integral y detallada en la materia. 
Guerrero, Jalisco y Puebla han otorgado poder a las instituciones estatales de derechos humanos para 
abordar las desapariciones forzadas.

12. Sin embargo, son preocupantes las dificultades que la estructura federal crea en la implementa-
ción efectiva de la Declaración en todo el territorio nacional. La distribución de competencias; la au-
sencia de una ley general que regule todos los aspectos de la desaparición forzada; la existencia de 
fuerzas de seguridad a nivel federal, estatal y municipal, y la posibilidad de que los delitos sean inves-
tigados a nivel federal o estatal dependiendo de quién haya sido el autor imputado, diluyen la respon-
sabilidad de las autoridades federales y locales. La mayoría de los servidores públicos, ONG y víctimas 
de desaparición forzada enfatizaron el problema de la falta de coordinación vertical y horizontal entre 
las autoridades gubernamentales en la prevención y en la búsqueda de las personas desaparecidas así 
como en su investigación. En sus reuniones con autoridades federales, se explicó que algunas de las 
tareas relacionadas con las desapariciones forzadas eran de competencia estatal. Por su parte, las auto-
ridades estatales informaron que el Gobierno Federal es el que tiene competencia en cuestiones cen-
trales, tales como el combate al crimen organizado, los secuestros y el garantizar la seguridad median-
te la presencia de la Policía Federal, el Ejército y la Marina. 

13. La facultad de aprobar leyes es compartida por los estados y la Federación existiendo algunos deli-
tos que son de competencia exclusiva de la Federación. La desaparición forzada es un delito autónomo 
en el Código Penal Federal desde 2001 y en la legislación penal de ocho estados (Aguascalientes, Chia-
pas, Chihuahua, Durango, Distrito Federal, Guerrero, Nayarit y Oaxaca). El Código Penal Federal y la 
legislación de los Estados que han tipificado la desaparición forzada no utilizan la misma definición ni 
aquella contenida en la Declaración. La mayoría se refiere sólo a actos cometidos por funcionarios públi-
cos sin incluir la posibilidad de que las desapariciones forzadas sean perpetradas por grupos organizados 
o particulares que actúen en nombre del Gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización 
o aquiescencia. La pena varía dependiendo de la jurisdicción. El castigo no es necesariamente propor-
cional a la gravedad del delito, comparado con el de otros crímenes como el secuestro. La prescripción 
queda excluida en la mayoría de las legislaciones (Distrito Federal, Chiapas, Durango y Chihuahua). En 
2004, la SCJN estableció que el plazo para que opere la prescripción en un caso de desaparición forzada 
empieza a correr cuando el sujeto pasivo aparece (vivo o muerto) o se establece su destino. 
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14. Las inconsistencias de la definición del delito de desaparición forzada en relación con la Declara-
ción y otros instrumentos internacionales y la ausencia de tipificación autónoma en la mayoría de los 
estados contribuyen a la impunidad. Es preocupante que en 24 estados no se haya tipificado el delito. 
En estos Estados, las desapariciones forzadas son tratadas como abuso de autoridad, privación ilegal 
de la libertad agravada, ejercicio indebido de las funciones públicas, delitos contra la administración 
de justicia, detención ilegal, secuestro o una combinación de algunos de estos delitos. Dichos delitos 
carecen del ámbito de aplicación necesario para abordar las desapariciones forzadas o la severidad de 
la pena no es apropiada. La propuesta presentada en 2010 por el Ejecutivo para modificar el delito de 
desaparición forzada a nivel federal para ajustarlo a los estándares internacionales se encuentra pen-
diente de aprobación en el Congreso de la Unión.

15. En junio de 2011, entraron en vigor importantes reformas constitucionales en materia de dere-
chos humanos que, en esencia, establecen que los derechos humanos consagrados en los tratados in-
ternacionales tienen jerarquía constitucional. Las enmiendas consagran las obligaciones de todas las 
autoridades en relación con los derechos humanos y proporcionan mayor fuerza legal a las recomen-
daciones de los organismos públicos de derechos humanos. Otra reforma constitucional reconoce que 
las violaciones a los derechos humanos internacionalmente reconocidos pueden ser objeto del juicio 
de amparo. El Congreso de la Unión y las legislaturas locales deben armonizar la legislación federal y 
estatal con estos cambios constitucionales así como que los poderes judiciales adecuar su jurispruden-
cia al nuevo marco constitucional. 

III. Desapariciones forzadas en el actual contexto de seguridad
16. México enfrenta una complicada situación en materia de seguridad pública debido al incremen-
to de la violencia relacionada, principalmente, con el crimen organizado. La violencia continúa a pe-
sar de las detenciones y asesinatos de presuntos importantes integrantes de grupos delictivos, así como 
el decomiso de significativas cantidades de drogas y armas. Las organizaciones del crimen organizado 
han extendido sus actividades ilícitas a la trata de personas, los secuestros y la extorsión. El Grupo de 
Trabajo reconoce los esfuerzos del Gobierno para abordar esta compleja situación.

17. Un elevado número de secuestros y delitos con similitudes a las desapariciones forzadas son co-
metidos por grupos del crimen organizado. Sin embargo, no todas las personas desaparecidas habrían 
sido secuestradas por grupos del crimen organizado actuando de forma independiente; por el contra-
rio, la participación del Estado en las desapariciones forzadas también está presente en el país. El Gru-
po de Trabajo recibió información concreta, detallada y verosímil sobre casos de desapariciones for-
zadas llevados a cabo por autoridades públicas o por grupos criminales o particulares actuando con el 
apoyo directo o indirecto de algunos funcionarios públicos. 

18. Debido a la impunidad prevaleciente muchos casos que podrían encuadrarse bajo el delito de 
desaparición forzada son reportados e investigados bajo una figura diferente o ni siquiera son consi-
derados como delitos. En muchas ocasiones, los casos de desapariciones forzadas son eufemística y 
popularmente denominados “levantones”. El Grupo de Trabajo recibió múltiples testimonios de casos 
en que la privación ilegal o arbitraria de la libertad era clasificada bajo delitos distintos, tales como el 
secuestro o el abuso de autoridad, o las personas son simplemente consideradas “extraviadas” o “per-
didas” (particularmente en grupos como mujeres, menores y migrantes) sin una adecuada investiga-
ción para descartar la posibilidad de que se trate de una desaparición forzada. 

19. El Grupo de Trabajo recibió información diversa sobre el número de desapariciones forzadas. La 
CNDH registró un aumento sostenido en el número de quejas recibidas sobre desapariciones forza-
das, pasando de cuatro quejas en 2006 a 77 en 2010. El Programa de Personas Desaparecidas de la CN-
DH registró la presunta desaparición de 346 personas en el 2010. La PGR ha iniciado 63 averiguacio-
nes previas por el delito de desaparición forzada (49 relacionadas con la “Guerra Sucia”). 

20. Por su parte, organizaciones civiles reportaron que —de acuerdo con sus estimaciones— más de 
3.000 personas habrían sido desaparecidas en el país desde el 2006. De acuerdo con la información re-
cibida por el Grupo de Trabajo, algunas de éstas podrían calificarse como desapariciones forzadas de-
bido a la participación directa o indirecta de agentes estatales.
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21. Sólo mediante una investigación independiente, imparcial y completa se puede descartar una po-
tencial desaparición forzada. Por ende, el número de casos de desaparición forzada no puede ser esta-
blecido a cabalidad sin la debida investigación.

22. Las autoridades federales sostuvieron que el 92% de los delitos cometidos en México se encuen-
tran en el fuero local y no federal. Muchas autoridades federales sostuvieron que mientras las insti-
tuciones federales tienden a estar bien equipadas, contar con personal profesional y entrenado, las 
instituciones locales tienden a ser débiles, con menor desarrollo profesional y con pocos recursos hu-
manos y financieros.

23. En diciembre de 2006, el Gobierno federal decidió desplegar a las Fuerzas Armadas para realizar 
labores de seguridad pública. De acuerdo con la información recibida, las Fuerzas Armadas no se li-
mitan a actuar como auxiliares de las autoridades civiles y a aceptar sus órdenes (como lo establecen la 
Constitución y los criterios de la SCJN), sino que realizan tareas que corresponden exclusivamente a 
las autoridades civiles. Estas operaciones consisten en el despliegue de miles de militares en zonas ur-
banas o en puntos estratégicos como carreteras y puestos de control y el registro de casas, individuos 
y automóviles, en muchas ocasiones sin contar con una orden judicial dictada por una autoridad civil 
competente. El Gobierno informó que el uso de las Fuerzas Armadas es temporal y limitado a deter-
minadas regiones del país sin que se informara de un plan para retirar a las tropas militares. Durante 
las reuniones con las delegaciones de la PGR en Chihuahua y Chilpancingo, así como con las autori-
dades de la base militar en Saltillo, el Grupo de Trabajo no recibió información clara y específica so-
bre el tipo de control que las autoridades civiles realizan cada vez que las autoridades militares detie-
nen a civiles. 

24. Un elevado número de elementos castrenses son titulares de la policía estatal (en seis entidades) 
o de las Secretarías de Seguridad Pública estatal (en 14 estados). Adicionalmente, un número signifi-
cativo de los cuerpos de policía municipal son dirigidos por oficiales militares. SEDENA informó al 
Grupo de Trabajo que estos elementos militares (en la mayoría de los casos en retiro) no se encontra-
ban bajo su supervisión. 

25. La lógica y entrenamiento del ejército y la policía son diferentes y por lo tanto los operativos mi-
litares desplegados en el contexto de la seguridad pública deben ser estrictamente restringidos y ade-
cuadamente supervisados por autoridades civiles. No es de extrañar que el número de quejas recibi-
das por la CNDH relacionadas con la SEDENA haya aumentado de 182 en 2006 a 1.230 en 2008; 1.791 
en 2009; y 1.415 en 2010. De 2006 a 2010, la CNDH emitió más de 60 recomendaciones (22 solo en 
2010) que confirman violaciones a derechos humanos cometidas por el Ejército. Las recomendacio-
nes de la CNDH son, en muchas ocasiones, el único registro público sobre las investigaciones de abu-
sos cometidos por militares y, como tales, constituyen un instrumento fundamental para resaltar los 
patrones de violaciones a los derechos humanos. El Grupo de Trabajo fue informado que la discre-
pancia entre el número de recomendaciones emitidas y el número de quejas recibidas se debe a que 
la mayoría de las quejas serían resueltas o canalizadas sin que la CNDH hubiera realizado una inves-
tigación y determinado que no existió una violación lo cual sólo sucede cuando se emite un “Acuer-
do de no Responsabilidad”.

26. El Grupo de Trabajo recibió información creíble en relación con detenciones que habrían sido 
cometidas por elementos militares en contra de civiles quienes habrían sido llevados a instalaciones 
militares. En muchas ocasiones, los elementos militares y de otras fuerzas de seguridad que realizaron 
las detenciones habrían utilizado los excesivamente amplios conceptos de cuasi-flagrancia y flagrancia 
equiparada que permiten a cualquier persona detener a otra varias horas e inclusive días después de 
la comisión de un delito. La eliminación del texto constitucional de la flagrancia equiparada en 2008 
entrará en vigencia a más tardar en 2016. El Grupo de Trabajo también recibió documentación deta-
llada de varios casos de desaparición forzada que habrían sido perpetrados por elementos militares 
en múltiples estados como Coahuila, Guerrero, Chihuahua, Nuevo León y Tamaulipas. Finalmente, la 
presencia de las fuerzas militares se ha extendido más allá de las funciones de las operaciones de segu-
ridad. El Grupo de Trabajo recibió alegaciones acerca de casos en los que personal militar habría inte-
rrogado a personas detenidas y de casos en los que se habría utilizado la tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. El Grupo de Trabajo también recibió información respecto a elementos del 
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ejército y otras fuerzas de seguridad que habrían estado involucradas en desapariciones forzadas por 
cortos períodos de tiempo. Supuestamente, no se habría reconocido la detención y sólo después de va-
rios días se habría presentado a la persona detenida ante las autoridades civiles. 

27. Adicionalmente México ha implementado una profunda reforma para fortalecer sus políticas de 
seguridad y para armonizar e integrar en el sistema de seguridad a la policía federal, local y munici-
pal. El Grupo de Trabajo entiende los retos que enfrenta este sistema al requerir la coordinación, ar-
monización y complementariedad entre la Policía Federal, la Policía de las 32 entidades federativas y 
las más de 2.400 policías municipales que poseen una enorme diferencia en su entrenamiento, equi-
pos y mecanismos de rendición de cuentas. 

28. Las fuerzas federales fueron reestructuradas en 2009 a fin de dotar a la Policía Federal con nuevas 
y mayores atribuciones investigativas, integrando la Policía Federal Preventiva y la Agencia Federal de 
Investigaciones en una sola corporación con cerca de 30.000 miembros. Para complementar este es-
fuerzo, el Gobierno está implementando medidas para profesionalizar, capacitar y modernizar a las 
fuerzas policiales en los tres niveles de Gobierno. También se creó una plataforma integral de comu-
nicación conocida como Plataforma México que compila y analiza información y vincula a las fuerzas 
policiales de todo el país a una base de datos centralizada y a un sistema de inteligencia. 

29. El Grupo de Trabajo no recibió información relacionada con la existencia e implementación de 
mecanismos de supervisión del uso de la fuerza por elementos policiales y militares. La Secretaría de 
Seguridad Pública cuenta con un convenio de cooperación con el Comité Internacional de la Cruz 
Roja (CICR) para promover e integrar las normas en el uso de la fuerza por parte de la policía. Sin em-
bargo, sólo la policía del Distrito Federal tiene un marco legal regulatorio relacionado con el uso de la 
fuerza. La Secretaría de la Marina cuenta con una directriz en esta materia. El resto de las fuerzas de 
seguridad federales y locales carecen de una normativa específica sobre el uso de la fuerza. El Gobier-
no informó que la SEDENA cuenta con lineamientos sobre el uso de la fuerza acordes a los principios 
de legalidad, necesidad, proporcionalidad y racionalidad. El Grupo de Trabajo no recibió una copia de 
estos lineamientos ni información concreta sobre su contenido cuando se le preguntó a las autorida-
des en la base militar de Saltillo. En 2009, la Cámara de Diputados aprobó la Ley que Regula el Uso de 
la Fuerza por los Integrantes de las Instituciones de seguridad pública, que está pendiente de aproba-
ción en el Senado. La experiencia del Grupo de Trabajo demuestra que estos marcos legales son indis-
pensables para limitar el uso excesivo de la fuerza pública y para prevenir las desapariciones forzadas. 

30. Apartados de la reforma constitucional de 2008 destinada, entre otros, a combatir el crimen or-
ganizado socavan la protección en contra de las desapariciones forzadas. La reforma consagró la fi-
gura del arraigo cuando una persona es investigada por delitos graves o por crimen organizado. Una 
persona puede ser detenida bajo arraigo por 40 días en casas de seguridad, período que puede ser ex-
tendido hasta por 80 días como máximo, sin cargos y con un contacto muy limitado con abogados y 
familiares. Su paradero es frecuentemente desconocido. El Grupo de Trabajo recibió información de 
casos en los que una persona que era objeto de una desaparición transitoria después era presentada a 
las autoridades locales o federales y puesta bajo arraigo.

31. La reforma constitucional de 2008 establece el registro obligatorio de toda detención, estipula-
do también en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Dicha ley, pendiente de su 
completa implementación, establece que la Policía y los Ministerios Públicos deben informar a todo 
aquel que lo solicite sobre la detención de una persona. Dicho registro es una de las bases de datos me-
nos desarrolladas por el Sistema Nacional de Seguridad Pública ya que las diferentes fuerzas policia-
les aún no comparten un procedimiento de detención unificado ni una base de datos centralizada. El 
proyecto de código federal de procedimientos penales también regula de manera detallada la obliga-
ción de las autoridades para llevar a cabo el registro de detención. 

IV. El derecho a la justicia
32. La impunidad para los delitos en general, y para las desapariciones forzadas en particular, perma-
nece como el reto principal en México a nivel federal y local. Menos del 25% de los delitos son denun-
ciados y sólo el 2% resulta en una sentencia condenatoria. El Grupo de Trabajo sólo fue informado de 
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dos sentencias condenatorias por el delito de desaparición forzada, mismas que se encuentran en ape-
lación, a pesar del alto número de delitos reportados. La SCJN informó que, de los más de 64.000 casos 
que ha conocido desde 1995, solo uno trataba del delito de desaparición forzada. Este caso no abordó 
la responsabilidad penal de los acusados ni los derechos de las víctimas, sino que se trató de una con-
troversia constitucional sobre la aplicación de un tratado internacional.

33. El Grupo de Trabajo ha recibido información extensa y consistente sobre el temor que desanima 
a las víctimas a denunciar o insistir en las investigaciones sobre desapariciones forzadas. De acuerdo 
con varias fuentes, las autoridades —especialmente los Ministerios Públicos— intentan desacreditar 
a las personas desaparecidas declarando que estaban involucradas con grupos delictivos sin ninguna 
evidencia o investigación en su contra. En varios casos, familiares de las personas desaparecidas for-
zosamente han sido objeto de intimidaciones, amenazas y represalias por haber exigido una adecua-
da investigación.

34. El Grupo de Trabajo observó severos problemas en relación con las investigaciones de desapari-
ciones forzadas, incluyendo omisiones, retrasos y falta de debida diligencia. Muchos Ministerios Pú-
blicos se niegan a recibir denuncias de desapariciones forzadas aceptando sólo iniciar actas circuns-
tanciadas por lo cual no inician una adecuada investigación ministerial. Muchos expedientes sobre 
desapariciones forzadas han sido declarados “en reserva”. En la mayoría de las investigaciones, las úni-
cas pruebas son aquellas ofrecidas por los familiares. Muchas autoridades, tanto civiles como milita-
res, se niegan a colaborar con las autoridades investigadoras. En muchos casos los ministerios públi-
cos consignan por delitos menores en lugar del delito de desaparición forzada (en aquellas entidades 
donde se encuentra tipificado) y los jueces no utilizan sus atribuciones para reclasificar los delitos. 

35. En 2008 una importante reforma constitucional cambió el sistema penal de un modelo mixto a uno 
acusatorio. Si bien varios estados han emprendido acciones al respecto, sólo ocho han armonizado sus 
procedimientos penales con los cambios constitucionales. Los demás estados tienen plazo hasta el 2016. 
A pesar de los esfuerzos principalmente del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sis-
tema de Justicia Penal, el nuevo sistema todavía debe ser incluso implementado a nivel federal. Es nece-
saria una nueva cultura jurídica para garantizar el éxito del sistema acusatorio. Si la policía y los Minis-
terios Públicos no están adecuadamente entrenados y supervisados, el impacto del nuevo sistema para 
terminar con el patrón de impunidad será mínimo.

36. Los familiares de personas desaparecidas forzosamente también han recurrido al juicio de am-
paro, el cual ha resultado ser insuficiente debido a la interpretación de los artículos 17 y 117 de la Ley 
de Amparo. Muchos jueces de amparo solicitan a los quejosos que identifiquen a la autoridad respon-
sable por la violación a los derechos constitucionales de la víctima, cuando en casos de desaparición 
forzada la identidad del perpetrador es muchas veces desconocida. Además, múltiples jueces requie-
ren a los familiares identificar el lugar donde se encuentra la persona detenida y la ratificación de la 
demanda de amparo por la víctima directa, requisitos de cumplimiento imposible en el caso de des-
apariciones forzadas. El Grupo de Trabajo entiende que las recientes reformas constitucionales harán 
más efectiva la figura del amparo en los casos de desapariciones forzadas.

37. El artículo 13 de la Constitución excluye expresamente la aplicación del fuero militar en casos 
donde están involucrados civiles sin que se pueda extender su jurisdicción sobre personas que no per-
tenezcan al Ejército. Sin embargo, el artículo 57 del Código de Justicia Militar define como delitos or-
dinarios aquéllos contra la disciplina militar y, por lo tanto, sujetos a la jurisdicción castrense cuando 
sean cometidos por militares “en los momentos de estar en servicio o con motivos de actos del mis-
mo”. Esta legislación ha sido utilizada para que las alegaciones de violaciones de derechos humanos, 
incluyendo desapariciones forzadas, cometidas por elementos castrenses sean casi siempre conocidas 
por la jurisdicción militar.

38. En tanto el fuero militar carece de la necesaria independencia e imparcialidad para abordar vio-
laciones a los derechos humanos, el derecho de acceso a la justicia les es negado a las víctimas y sus 
familiares y es un obstáculo clave para poner fin a la impunidad de violaciones a derechos humanos, 
incluidas las desapariciones forzadas. Hasta ahora el juicio de amparo ha resultado ser ineficaz pa-
ra controvertir los alcances de la jurisdicción militar. En 2009, la SCJN resolvió que los familiares de 
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una víctima de una ejecución extrajudicial por parte de elementos militares no contaban con el dere-
cho constitucional para impugnar a través del amparo la jurisdicción militar. Estos obstáculos debe-
rían ser eliminados luego de las recientes reformas constitucionales en materia de derechos humanos 
y amparo, así como a la luz de la decisión de la SCJN respecto a la implementación de la sentencia de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH) en el caso Rosendo Radilla vs. México, la 
cual es saludada por el Grupo de Trabajo.

39. La SEDENA ha aceptado todas las recomendaciones emitidas por la CNDH en relación con los 
abusos cometidos por autoridades militares. Sin embargo, las investigaciones relacionadas con estos 
abusos continúan en el ámbito del fuero militar y sin sanciones en el caso de las desapariciones forzadas.

40. En 2010, el Presidente presentó una iniciativa de reforma al Código de Justicia Militar excluyendo 
del fuero castrense los delitos de desaparición forzada, violación sexual y tortura. La iniciativa, pendien-
te de aprobación en el Senado, limitaría el alcance de la jurisdicción militar. No obstante, también debe 
establecer que las investigaciones de casos de desaparición forzada cometidos por elementos castrenses 
deben ser investigadas por autoridades civiles. Adicionalmente cualquier reforma legislativa que sólo ex-
cluya el delito de desaparición forzada de la jurisdicción militar podría incentivar a que los fiscales mili-
tares investiguen y consignen por delitos distintos a fin de mantener la jurisdicción militar.

El derecho a la justicia en casos de desapariciones forzadas 
ocurridas en el contexto de la “Guerra Sucia”
41. La impunidad afecta a todos los casos de desaparición forzada. Sobre aquellos perpetrados du-
rante la “Guerra Sucia” sólo el 2,5% de los casos investigados habrían resultado en el inicio de una ave-
riguación previa y de ésos, sólo 20 habrían sido consignados. En menos de la mitad de estos casos se 
habría obtenido una orden de aprehensión y, de hecho, no habrá sido por el delito de desaparición for-
zada sino por el de privación ilegal de la libertad. La PGR informó que 49 averiguaciones previas con-
tinúan abiertas actualmente, pero que ninguna autoridad ha sido sentenciada ni se encuentra deteni-
da o esperando ser juzgada por desaparición forzada. En su reunión con el Grupo de Trabajo, la PGR 
no aportó ninguna información específica respecto a las líneas de investigación, los avances sustanti-
vos en las indagatorias, la posibilidad de nuevas acusaciones y los canales de comunicación con los fa-
miliares de las personas desaparecidas forzosamente. Solamente informó que 149 averiguaciones pre-
vias fueron concluidas (69 con la determinación de no ejercicio de acción penal; 29 debido a la falta 
de competencia; 27 por haber sido acumuladas a otros procesos penales y una que se encuentra en re-
serva a la espera de nuevos elementos). 

42. Algunas investigaciones fueron transferidas de la PGR al fuero militar a pesar de que el artículo 
16 de la Declaración prohíbe el uso del fuero militar para investigar y sancionar los delitos de desapa-
rición forzada. El Procurador General de Justicia Militar no informó al Grupo de Trabajo sobre nin-
gún caso de desaparición forzada perpetrado durante la “Guerra Sucia” que haya resultado en la con-
dena de algún elemento militar.

43. El Grupo de Trabajo celebra el criterio judicial establecido por la SCJN en el caso Rosendo Radi-
lla relativo a una desaparición forzada en el contexto de la “Guerra Sucia”, en Julio de 2011 pues facili-
ta la completa implementación de las sentencias de la CoIDH, muchas de las cuales coinciden con las 
recomendaciones hechas por el Grupo de Trabajo. 

V. El derecho a la verdad 
44. El Grupo de Trabajo observa que muchas de las familias de las personas desaparecidas y mu-
chos otros sectores de la sociedad mexicana demandan conocer la verdad sobre la suerte o el parade-
ro de sus seres queridos.

A. El derecho a la verdad en general
45. México carece de una política integral para hacer frente al fenómeno de las desapariciones for-
zadas, incluyendo la búsqueda de las víctimas, la identificación de restos y la exhumación de cadáve-
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res. Además, adolece de una base de datos centralizada sobre personas desaparecidas y de acceso a la 
información sobre los casos de desapariciones forzadas. Tampoco existe la exigencia de la emisión de 
una amplia hoja de datos con la necesaria descripción física para realizar la búsqueda, localización e 
identificación de la persona desaparecida. En los casos en los que existe una hoja de datos sobre una 
persona desaparecida, usualmente ésta no es distribuida en hospitales, centros de detención, carrete-
ras o a las autoridades encargadas de localizar personas extraviadas en otras entidades. 

46. La Plataforma México no ha sido utilizada para prevenir, determinar la suerte o el paradero de 
víctimas de desapariciones forzadas, ni para encontrar posibles fosas clandestinas así como tampoco 
para la completa y adecuada identificación de los cuerpos encontrados en dichas fosas clandestinas.

47. Un gran número de autoridades se negaría a registrar casos de desapariciones dentro del período 
de 72 horas después de que ocurrió la desaparición. Este período es fundamental para obtener infor-
mación sobre la suerte o el paradero de la persona sujeta a desaparición forzada y evitar su asesinato.

48. En el municipio de Ciudad Juárez (Chihuahua), se implementó el llamado Protocolo Alba para la re-
cepción, reacción y coordinación entre las autoridades municipales, estatales y federales en casos de muje-
res y niñas desaparecidas. El Protocolo establece un mecanismo para la recepción, reacción y coordinación 
entre las autoridades de los tres niveles de Gobierno en casos de niñas o mujeres extraviadas en Ciudad Juá-
rez. Si bien el Protocolo es un paso positivo, su aplicación geográfica es limitada, solo se utiliza en casos de 
“alto riesgo” de desaparición de niñas y mujeres y ha sido activado en muy pocas ocasiones. 

49. No existen reglas claras para realizar procesos de exhumación e identificación de restos mortales 
así como tampoco para su almacenamiento. Esto es importante para proteger la información genéti-
ca de los desaparecidos y sus familiares que cobra particular relevancia en el caso de la “Guerra Sucia”, 
ya que algunos de los familiares han muerto debido a su avanzada edad. Sólo el estado de Chihuahua 
desde 2009 tiene una ley reglamentaria estableciendo una base de datos con información genética. El 
CICR está colaborando con las autoridades mexicanas para establecer nuevos procedimientos para 
identificar restos conforme a protocolos internacionales.

50. En los últimos meses se han descubierto muchas fosas clandestinas. Estos descubrimientos no 
habrían resultado de un esfuerzo concertado del Gobierno en la búsqueda de personas desaparecidas. 
La identificación de los restos en dichas fosas demuestran diferentes insuficiencias tales como falta de 
equipos forenses profesionales para identificar propiamente los cuerpos, la notificación a los familia-
res, el cruzamiento de la información con diferentes bases de datos y conservación de archivos sufi-
cientes de aquellos cuerpos que fueron enterrados en cementerios municipales. 

51. La CNDH tiene registrados 8.898 cuerpos que no han sido identificados (aunque no todos son de 
víctimas de desapariciones forzadas). La CNDH ha implementado el Programa de Presuntos Desapare-
cidos, una base de datos nacional sobre personas extraviadas, desaparecidas o ausentes y de personas fa-
llecidas no identificadas. También creó el Sistema de Información Nacional sobre personas extraviadas 
y fallecidas no identificadas (SINPEF). Del año 2006 a abril de 2011, el SINPEF registró 5.397 personas. 

52. La información de diferentes instituciones estatales en relación con casos de desapariciones for-
zadas es recabada sin sistematicidad y, frecuentemente, de forma contradictoria. La dispersión de esta 
información no contribuye a evidenciar las dimensiones reales del problema. Esto es particularmente 
cierto respecto al número de casos registrados, investigados y procesados; el número de cadáveres ex-
humados e identificados; las instituciones responsables; y el número de solicitudes de reparación pre-
sentadas. El Gobierno Federal recientemente creó el Registro Nacional de personas desaparecidas que 
no está específicamente dedicado a las desapariciones forzadas. En abril de 2011, el Senado aprobó un 
dictamen de ley para crear el “Registro nacional de datos sobre niños, adolescentes y adultos desapa-
recidos” actualmente pendiente de aprobación en la Cámara de Diputados. Dicho Registro será ad-
ministrado por el Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública y colectará la infor-
mación de todos los niveles. 

53. El artículo 6 de la Constitución que garantiza la libertad de acceso a la información se encuen-
tra limitado por algunas leyes secundarias, especialmente respecto a la información sobre el estado de 



24
Informe 

de Misión 
a México

una averiguación ministerial. Una reforma al Código Federal de Procedimientos Penales (cuyo artí-
culo 16 se encuentra actualmente impugnado constitucionalmente) restringe el derecho de acceso a la 
información respecto de las averiguaciones previas estableciendo que únicamente deberá proporcio-
narse una versión pública de la resolución del no ejercicio de la acción penal, siempre que haya trans-
currido un plazo igual al de la prescripción de los delitos de que se trate, sin que pueda ser menor de 
tres años ni mayor de 12 años.

B. El derecho a la verdad en el contexto de la “Guerra Sucia”
54. La CNDH y la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado (FEMOSPP) se han 
ocupado de cuestiones relacionadas con la verdad sobre las desapariciones forzadas que tuvieron lugar du-
rante la “Guerra Sucia”. En su Recomendación 26/2001, la CNDH documentó 532 casos de presuntas des-
apariciones forzadas en la “Guerra Sucia” y señaló la responsabilidad del Estado. La CNDH concluyó que 
en 275 de esos casos las personas fueron víctimas de una detención, interrogatorio y una posible desapari-
ción forzada perpetrada por funcionarios públicos de diversas instancias gubernamentales. En el resto de 
los casos, las pruebas no fueron suficientes para acreditar la existencia de una desaparición forzada, sin que 
por ello se pueda descartar como hipótesis de investigación. Por su parte, la FEMOSPP investigó un total 
de 797 casos de desapariciones forzadas. Organizaciones de la sociedad civil informaron que, de acuerdo a 
sus estimaciones, se habrían cometido alrededor de 1.350 desapariciones forzadas, incluyendo 650 en Gue-
rrero, de las cuales 450 habrían ocurrido en la región del municipio de Atoyac de Álvarez. De aquellas per-
sonas desaparecidas durante la “Guerra Sucia”, solamente dos habrían sido localizadas.

55. Durante las investigaciones que dieron lugar a la Recomendación 26/2001, la CNDH compiló 
una lista de nombres de aquellas personas que presuntamente participaron en las desapariciones for-
zadas, la cual no ha sido publicada. 

56. La Recomendación 26/2001 propuso la creación de una Fiscalía Especial, lo que dio lugar al es-
tablecimiento de la FEMOSPP. En 2006, el Procurador General ordenó el cierre de la FEMOSPP, des-
pués de casi cinco años de existencia.

57. La FEMOSPP fue la única vía abierta por el Estado para abordar la demanda de verdad y justicia. 
Por esta razón, algunas víctimas, familiares y organizaciones apoyaron su trabajo y le suministraron 
información. La FEMOSPP enfrentó muchos retos y, a pesar de algunos avances positivos en su traba-
jo, no garantizó el derecho a la verdad y la justicia. 

58. La FEMOSPP elaboró un borrador de informe titulado “Para que no vuelva a suceder”. En febrero 
de 2006, una versión preliminar del mismo fue publicada por diversos medios nacionales e internacio-
nales. Este borrador estableció la responsabilidad estatal en la comisión de graves violaciones a los dere-
chos humanos durante la “Guerra Sucia”. En noviembre de 2006, la FEMOSPP hizo público su informe 
final, el cual limitaba algunas de las conclusiones hechas en el borrador. La versión final nunca recibió la 
aprobación de la PGR y, en la actualidad, no está disponible en ningún sitio oficial de Internet. La PGR 
indicó que este informe podría obtenerse mediante una solicitud de acceso a la información pública.

59. La información recabada por la Oficina de Investigación y Análisis Documental de la FEMOSPP 
no se encontraría disponible a pesar de que el acuerdo que formalizó el cierre de la FEMOSPP en No-
viembre de 2006 ordenó que dichos documentos se almacenaran en el Instituto Nacional de Ciencias 
Penales. De acuerdo con diferentes fuentes, esta institución no reconoce contar con tales expedientes. 
La PGR informó tener una copia de todos los documentos y que los originales fueron devueltos al Ar-
chivo General de la Nación, en donde están abiertos al público. Mientras tanto, organizaciones de la 
sociedad civil informaron no tener acceso a estos documentos pues desconocían el lugar donde se en-
cuentran almacenados.

VI. El derecho a la reparación 
60. Toda víctima de un acto de desaparición forzada y sus familiares tienen derecho a una reparación 
integral, que incluya indemnización, satisfacción, restitución, rehabilitación y garantías de no repeti-
ción, según lo previsto por el artículo 19 de la Declaración.
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61. En 2001 se creó el Comité Interdisciplinario para la Reparación del Daño a Víctimas u Ofendidos 
por Violaciones a Derechos Humanos de Individuos Vinculados a Movimientos Sociales y Políticos 
en la Década de los Sesenta, Setenta y Ochenta (Comité Interdisciplinario). El Grupo de Trabajo cele-
bra que la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión incluyó en el presupuesto del año 2011, por 
primera vez, una partida destinada a la reparación de las víctimas de la “Guerra Sucia” y a dar cumpli-
miento a sentencias de la CoIDH.

62. El Comité Interdisciplinario sólo se ha reunido en seis ocasiones y no ha establecido lineamien-
tos para garantizar la reparación ni la ha brindado a ninguna víctima. El universo de casos de desapa-
riciones forzadas que recibirían una reparación se limitará a los 275 casos corroborados por la CN-
DH en su Recomendación 26/2001. No existe un programa para ampliar la reparación a otras víctimas 
de la “Guerra Sucia” ni para incluir a las víctimas de desapariciones forzadas fuera del contexto de la 
“Guerra Sucia”.

63. La reparación civil o administrativa para los casos de desaparición forzada son extremadamente 
raras o inexistentes. La obligación del Estado de reparar los daños y el derecho a la compensación se 
encuentran incluidos en el artículo 113 de la Constitución y su ley secundaria. También a nivel estatal 
existe legislación para regular la responsabilidad de los servidores públicos. Sin embargo, el Grupo de 
Trabajo no conoció ningún ejemplo de una resolución en el ámbito civil o administrativo que garan-
tizara la reparación a los familiares.

64. En el ámbito penal existe la posibilidad de recibir una compensación como complemento de una 
sentencia condenatoria que raramente es implementada. Si la víctima solicita la reparación del daño, el 
quantum de la prueba es elevado a los estándares penales. Incluso si se ordena la reparación del daño, las 
familias generalmente no la reciben dado que no existen parámetros para determinar su monto y el fun-
cionario público declarado culpable en la mayoría de los casos no cuenta con los recursos financieros pa-
ra pagar la indemnización. El artículo 32 del Código Penal Federal establece la responsabilidad subsidia-
ria del Estado para otorgar la reparación en los delitos perpetrados por funcionarios públicos. 

65. La reforma constitucional en materia de derechos humanos incluye el derecho a la reparación de 
las víctimas de violaciones a los derechos humanos y requiere la adopción de una ley secundaria. El 
Grupo de Trabajo resalta la importancia de adoptar e implementar esta legislación para garantizar una 
reparación adecuada e integral. 

VII. Grupos en situación de particular vulnerabilidad 
66. Los recientes casos de desaparición forzada no presentan un patrón claro en el perfil de las víc-
timas. Sin embargo, entre ellas existen algunos grupos en situación de particular vulnerabilidad, in-
cluyendo mujeres, migrantes, defensores de derechos humanos y periodistas. El clima de impunidad 
que rodea las agresiones en contra de estas víctimas permite la continuidad de estos actos e inhibe una 
adecuada investigación y sanción de estos delitos.

67. Existe muy poca información pública disponible sobre desaparición forzada de mujeres. La CNDH, 
mediante su SINPEF, registró de 2006 a 2011 5.397 personas reportadas como extraviadas o ausentes, de 
las cuales 1.885 son mujeres. A pesar de que el Gobierno ha tomado varias acciones para prevenir, cas-
tigar, y erradicar la violencia contra las mujeres, incluyendo casos de desapariciones forzadas, el Grupo 
de Trabajo continúa preocupado por el número de mujeres que habrían sido desaparecidas forzosamen-
te. La respuesta de la policía y los operadores de justicia a la violencia basada en el género, incluyendo las 
desapariciones forzadas, es generalmente inadecuada. El Grupo de Trabajo recibió información sobre los 
prejuicios, las actitudes discriminatorias, la indiferencia, negligencia o inclusive la obstrucción delibera-
da que muchas autoridades muestran al abordar el caso de la desaparición de una mujer, así como para 
tratar a las mujeres familiares de personas desaparecida forzosamente.

68. Las desapariciones de mujeres son particularmente relevantes en el estado de Chihuahua. Los 
continuos problemas que se observan en Ciudad Juárez son únicos en su visibilidad, pero no en su na-
turaleza, pues casos de desapariciones forzadas de mujeres y prácticas discriminatorias en contra de 
las mujeres familiares se encuentran en otras regiones.
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69. La población migrante es particularmente vulnerable a una desaparición forzada debido a su es-
tatus de indocumentada y la falta de recursos financieros, leyes efectivas, programas destinados a pro-
tegerlos o recursos judiciales a su disposición. Muchos de los 150.000 migrantes que viajan a través de 
México anualmente hacia la frontera norte lo hacen por rutas donde el crimen está presente y donde 
son fácilmente víctimas de secuestro o extorsión. En 2009, la CNDH reportó el secuestro de 9,578 mi-
grantes en un período de seis meses. Además, reportó que, entre abril y septiembre de 2010, al menos 
11.333 migrantes habrían sido secuestrados, principalmente por grupos del crimen organizado. De 
acuerdo a los informes de la CNDH y otras fuentes, servidores públicos de diferentes instancias, inclu-
yendo al Instituto Nacional de Migración (INM), policías municipales, estatales y federales, en algunas 
ocasiones habrían colaborado con organizaciones delictivas en el secuestro de migrantes, perpetrán-
dose así una desaparición forzada. La CNDH reportó que el 8,9% de los secuestros documentados en 
seis meses de 2010 incluyeron la colusión de autoridades gubernamentales. Hasta que se realice una 
adecuada y completa investigación, no será posible aceptar que todos los secuestros de migrantes sean 
realizados exclusivamente por grupos del crimen organizado o descartar que no exista participación 
directa o indirecta de funcionarios públicos.

70. El Gobierno ha realizado algunos avances para enfrentar la situación de secuestros de migrantes. 
Ahora existe la posibilidad de conceder a los migrantes que han sobrevivido a un secuestro una visa 
humanitaria para permitirles permanecer en el país mientras se realiza la correspondiente investiga-
ción penal. Algunos Estados también han adoptado ciertas medidas para combatir e investigar los se-
cuestros de migrantes. Finalmente, el Gobierno Federal ha firmado acuerdos de cooperación con la 
CNDH y algunos países de Centroamérica sobre la prevención y el combate al secuestro de migrantes. 
Los testimonios recibidos indican que estos programas aún no producen resultados positivos.

71. El Grupo de Trabajo recibió información relacionada con agresiones en contra de defensores de los 
derechos humanos en general y, específicamente, en contra de aquellos que trabajan el tema de la des-
aparición forzada. El Grupo de Trabajo expresa su especial preocupación por la situación de aquellos de-
fensores de los derechos humanos cuyo actual paradero se desconoce. El Grupo de Trabajo fue informa-
do que las agresiones en contra de los defensores de derechos humanos habrían generado un clima de 
temor entre sus colegas, y ocasionado que algunos integrantes de las organizaciones civiles decidieran 
tener un menor perfil en actividades públicas, mudarse de ciudad o estado y rechazar determinados ca-
sos. De acuerdo al informe de la oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos, de septiembre de 2009 a octubre de 2010, se perpetraron 37 agresiones en con-
tra de defensores de derechos humanos, pero sólo en tres casos se realizó una acusación penal. El infor-
me critica la falta de políticas integrales de parte de las autoridades gubernamentales para eliminar los 
riesgos que enfrentan los defensores de derechos humanos. Según la CNDH, entre enero de 2005 y ma-
yo de 2011, se presentaron ocho quejas por desapariciones forzadas de defensores de derechos humanos. 
En julio de 2011, el Presidente Felipe Calderón firmó un Acuerdo que establece las bases para la creación 
de un Mecanismo Nacional de Protección a defensores de derechos humanos. 

72. Los periodistas son otro grupo específico que habrían enfrentado muchos ataques, incluyendo 
desapariciones. Según la CNDH, 13 periodistas han desaparecido desde 2000. La CNDH registró cua-
tro desapariciones de periodistas en 2010. De acuerdo con la información recibida, México sería el 
país más peligroso para ejercer el periodismo en América. En la mayoría de los casos, la falta de inves-
tigación no permite encontrar las causas y los perpetradores de estos delitos. Según la información re-
cibida por el Grupo de Trabajo, periodistas que cubren asuntos locales como actos de corrupción en 
el Gobierno, tráfico de drogas, crimen organizado, seguridad pública y temas relacionados se encon-
trarían en una situación de particular riesgo. En 2006, el Gobierno creó en la PGR la Fiscalía Espe-
cial para los delitos cometidos contra la libertad de expresión, y en 2010 se firmó un convenio para la 
protección de periodistas, ninguno de los cuales ha producido resultados efectivos hasta el momento.

VIII. Observaciones finales
73. El Grupo de Trabajo aprecia la información sustantiva que diversas autoridades, organizaciones 
de la sociedad civil, familiares y víctimas brindaron con el fin de comprender mejor el fenómeno de 
las desapariciones forzadas. Las desapariciones forzadas han ocurrido en el pasado y continúan ocu-
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rriendo en la actualidad. Asimismo, las desapariciones perpetradas en el pasado son una asignatura 
en el presente dado que se trata de un delito de carácter continuado.

74. No existe una política pública integral y marco legal que se ocupe de los diferentes aspectos de pre-
vención, investigación, sanción y reparación de las víctimas de desapariciones forzadas. Pareciera no exis-
tir una coordinación vertical y horizontal entre las autoridades federales, locales y municipales. Tampo-
co existe un adecuado sistema nacional para realizar búsquedas de personas desaparecidas forzosamente.

75. Las preocupaciones en materia de seguridad pública respecto al crimen organizado son reales y el 
Grupo de Trabajo reconoce el derecho y el deber del Estado de realizar las acciones correspondientes. 
Sin embargo, no se puede enfrentar esta situación a expensas del respeto de los derechos humanos, ni 
permitiendo la práctica de las desapariciones forzadas. Los casos de desapariciones tampoco pueden 
adjudicarse exclusivamente al crimen organizado sin una adecuada y completa investigación penal.

76. Las víctimas de desaparición forzada no confían en el sistema de justicia, en los ministerios pú-
blicos, la policía y las fuerzas armadas. La impunidad es un patrón crónico y presente en los casos de 
desapariciones forzadas y no se están realizando los esfuerzos suficientes para determinar la suerte o 
el paradero de las personas desaparecidas, sancionar a los responsables y garantizar el derecho a la ver-
dad y la reparación. Parecería que México no tiene la voluntad o es incapaz de realizar investigaciones 
efectivas en casos de desapariciones forzadas. 

77. El Grupo de Trabajo reitera su voluntad para continuar el diálogo constructivo con las autorida-
des mexicanas y ofrece su total apoyo para la plena aplicación de la Declaración. 

78. El Grupo de Trabajo reitera su solidaridad con las víctimas de desaparición forzada y sus fami-
lias. Su constante sufrimiento es viva evidencia de que la desaparición forzada es un delito continua-
do y una permanente violación a los derechos humanos hasta que la suerte o el paradero de la víctima 
no se haya esclarecido. El Grupo de Trabajo reconoce la labor de los numerosos defensores de los de-
rechos humanos, ONG, abogados y todos aquellos que trabajan incansablemente, inclusive en condi-
ciones adversas, para erradicar esta terrible práctica.

IX. Recomendaciones
79. Con base en las consideraciones anteriores, el Grupo de Trabajo formula las siguientes reco-
mendaciones al Estado mexicano:

A. Recomendaciones generales
80. El Grupo de Trabajo recomienda que se reconozca la dimensión del problema de la desapa-
rición forzada como el primer paso necesario para desarrollar medidas integrales y efectivas pa-
ra su erradicación.

81. El Grupo de Trabajo recomienda la generación de datos estadísticos, desagregados por sexo, 
edad, lugar y autoridades presuntamente involucradas, sobre las desapariciones forzadas para de-
sarrollar políticas de prevención, erradicación, investigación, sanción y reparación. Se debería in-
cluir información, en caso de estar disponible, sobre la fecha y lugar de la exhumación y la infor-
mación sobre los miembros de la familia.

82. El Grupo de Trabajo recomienda que el Estado acepte la competencia del Comité sobre las 
Desapariciones Forzadas de acuerdo a los artículos 31 y 32 de la Convención Internacional pa-
ra la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas relativos a denuncias de 
particulares e interestatales.

83. El Grupo de Trabajo recomienda que se lleven a cabo todas las acciones necesarias para ga-
rantizar que todos los instrumentos internacionales relevantes en materia de desaparición forza-
da se cumplan y apliquen en forma efectiva en todo el país, incluyendo el retiro de todas las reser-
vas o declaraciones interpretativas que pudieran socavar su efectividad.
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84. El Grupo de Trabajo recomienda que se asegure la plena independencia y autonomía de to-
dos los organismos públicos de derechos humanos.

B. Marco legislativo
85. El Grupo de Trabajo recomienda llevar a cabo las adecuaciones legislativas a nivel federal y 
local para garantizar la implementación efectiva del nuevo marco constitucional sobre derechos 
humanos, amparo y sistema penal. 

86. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice que el delito de desaparición forzada sea 
incluido en los Códigos Penales de todas las entidades federativas y que a la brevedad se aprue-
be una ley general sobre las desapariciones forzadas o involuntarias. Dicha ley general debería 
definir la desaparición forzada como un delito autónomo; crear un procedimiento específico de 
búsqueda de la persona desaparecida con la participación de los familiares de las víctimas; esta-
blecer un registro nacional de personas desaparecidas forzosamente que garantice que los fami-
liares, abogados, defensores de los derechos humanos y cualquier otra persona interesada tenga 
pleno acceso a este registro; permitir la declaración de ausencia como consecuencia de la desapa-
rición forzada; asegurar la plena protección y apoyo de los familiares de las personas desapareci-
das y de los testigos; y garantizar el derecho a la reparación integral.

87. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar la armonización de la definición de desapari-
ción forzada en la legislación penal con lo establecido en la Declaración y otros instrumentos in-
ternacionales relevantes.

88. El Grupo de Trabajo recomienda que se elimine la detención mediante arraigo de la legisla-
ción y la práctica, tanto a nivel federal como estatal para prevenir casos de desaparición forzada.

89. El Grupo de Trabajo recomienda modificar el marco jurídico sobre la flagrancia a fin de res-
tringir su uso al momento preciso de la comisión de un delito y eliminar los conceptos de cuasi-
flagrancia y flagrancia equiparada, para prevenir las desapariciones forzadas.

C. Medidas preventivas y de seguridad
90. El Grupo de Trabajo recomienda considerar en el corto plazo el retiro de las fuerzas milita-
res de las operaciones de seguridad pública y de la aplicación de la ley penal como una medida pa-
ra prevenir las desapariciones forzadas.

91. El Grupo de Trabajo recomienda adoptar legislación, normas y protocolos para regular el 
uso de la fuerza por parte del ejército y todas las corporaciones policiales como una medida pre-
ventiva respecto a las desapariciones forzadas, conforme a los principios de necesidad, racionali-
dad, proporcionalidad, legalidad y total respeto a los derechos humanos.

92. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice la coordinación entre las autoridades res-
ponsables de la seguridad pública con el objetivo de prevenir e investigar la desaparición forza-
da de personas.

93. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice la completa identificación de todas las au-
toridades competentes en la detención de personas durante las operaciones en el cumplimiento 
de la ley.

94. El Grupo de Trabajo recomienda que se fortalezca el registro de detención para garantizar 
que sea permanentemente actualizado y armonizado con otras bases de datos para monitorear la 
localización física de las personas detenidas, incluyendo controles estrictos sobre las autoridades 
responsables del registro de las detenciones y la imposición de sanciones adecuadas para aquellos 
que no lo hagan. El registro de detención debe indicar los motivos de la detención; la hora exac-
ta de la llegada de la persona detenida al lugar de custodia; la duración de la privación de la liber-
tad; la identidad de la autoridad que ordenó la detención de la persona, así como de los oficiales a 
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cargo de llevarla a cabo; la cadena de custodia de las personas detenidas; información precisa so-
bre el lugar de custodia; y el momento en que la persona detenida es presentada por primera vez 
ante una autoridad judicial o alguna otra autoridad competente.

D. Derecho a la justicia y a la protección judicial
95. El Grupo de Trabajo recomienda la adopción de una nueva ley en materia de amparo de 
acuerdo al reformado marco constitucional. La nueva legislación de amparo debe responder ade-
cuadamente a la peculiaridad de la desaparición forzada de personas, albergar una concepción 
amplia de víctima, garantizar un rol activo por parte del juzgador y no establecer exigencias gra-
vosas sobre las circunstancias bajo análisis, tales como la identificación del lugar de la detención, 
la determinación de la autoridad responsable y la ratificación de la demanda de amparo por la víc-
tima directa.

96. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice el derecho a la justicia y el combate a la im-
punidad mediante la capacitación del personal judicial y del encargado de hacer cumplir la ley, la 
adopción de protocolos de investigación y la protección de testigos y familiares. Se deben utilizar 
todos los medios disponibles para garantizar que las investigaciones y procedimientos judiciales 
sean expeditos, de acuerdo con los protocolos y manuales que cumplan con los lineamientos esta-
blecidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos. Las diferentes instancias in-
volucradas en los procedimientos de investigación y en los procesos judiciales deben contar con 
los necesarios recursos humanos y materiales para realizar sus labores adecuadamente, de for-
ma independiente e imparcial. Aquellas personas involucradas en labores de investigación deben 
contar con garantías de protección. Las investigaciones deben asumir líneas de investigación es-
pecíficas de acuerdo con los patrones de la zona, tiempo o período y/o autoridad involucrada. Los 
resultados de todas las investigaciones deben ser públicos.

97. El Grupo de Trabajo recomienda que se garantice la pronta entrada en vigor del nuevo siste-
ma de justicia penal a efectos de garantizar los derechos de las víctimas de desaparición forzada. 
Se deben fortalecer y aplicar completamente estos cambios constitucionales, destinando recursos 
adicionales a la mejor preparación de funcionarios en la investigación y enjuiciamiento de los de-
litos, incluyendo casos de desapariciones forzadas. Esto incluye la capacitación y los recursos para 
la búsqueda de la persona desaparecida, para investigar estos casos con una visión sistémica para 
comprender el patrón de las desapariciones forzadas, incluyendo la cadena de mando.

98. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar la jurisdicción de los tribunales civiles en todos 
los asuntos relacionados con las desapariciones forzadas y las violaciones a los derechos humanos 
en general, independientemente de que el perpetrador sea personal militar. Se debe garantizar 
que Ministerios Públicos civiles realicen investigaciones serias y expeditas en todas las denuncias 
relativas a violaciones de derechos humanos, incluyendo las desapariciones forzadas perpetradas 
por elementos militares. Se debe impedir legalmente que los Ministerios Públicos militares ini-
cien o continúen investigaciones sobre violaciones a los derechos humanos, incluyendo las des-
apariciones forzadas.

99. El Grupo de Trabajo recomienda el establecimiento de un mecanismo efectivo para la con-
tinuidad de las investigaciones de desapariciones forzadas cometidas durante la “Guerra Sucia”.

100. El Grupo de Trabajo recomienda fortalecer la figura de la coadyuvancia, garantizar el ac-
ceso pleno a las investigaciones ministeriales por parte de los familiares de las víctimas y sus re-
presentantes, otorgar regularmente a los familiares información sobre los avances en las inves-
tigaciones, y asegurar que no recaiga en las víctimas y sus familiares la obligación de obtener y 
proporcionar los elementos de prueba. Se deben tomar las medidas necesarias para asegurar que 
las autoridades civiles y militares colaboren completamente con los ministerios públicos y tribu-
nales civiles en la investigación y proceso penal de las desapariciones forzadas.

101. El Grupo de Trabajo recomienda brindar apoyo a los familiares y a las asociaciones de fami-
liares en el desempeño de su papel fundamental en el tratamiento de las desapariciones forzadas.
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E. Derecho a la verdad
102. El Grupo de Trabajo recomienda establecer un programa nacional de búsqueda de perso-
nas que cuente con un protocolo de acción inmediata. Este programa debe incluir los siguientes 
parámetros: 

a) 	 Implementar la búsqueda ex oficio y sin dilación en casos de desapariciones;

b)	 Coordinar los esfuerzos de las diferentes agencias de seguridad para localizar a la persona; 

c)	 Eliminar cualquier obstáculo legal o fáctico que reduzca la efectividad de la búsqueda o 
evite que se inicie; 

d)	 Asignar los recursos humanos, financieros, logísticos, científicos, o de cualquier otro tipo 
necesarios para que la búsqueda se realice de forma exitosa; 

e) 	 Contar con personal altamente capacitado en la exhumación e identificación de restos 
mortales; 

f) 	 Contrastar el reporte de la persona no localizada con todas las bases de datos existentes en 
la materia; 

g) 	 Dar prioridad a la zona de búsqueda en donde razonablemente sea más probable encon-
trar a la persona desaparecida, sin descartar arbitrariamente otras posibilidades o áreas; 

h) 	 Acceder y utilizar plenamente la Plataforma México; 

i) 	 Garantizar que el programa se ejecute con plena independencia presupuestaria y operativa.

103. El Grupo de Trabajo recomienda crear y mantener actualizada permanentemente una ba-
se de datos con la información personal disponible sobre víctimas de desapariciones forzadas a 
nivel nacional (tanto del fuero federal como del estatal) incluyendo información genética, prin-
cipalmente el ADN y muestras de tejido obtenidas de restos mortales y de familiares de víctimas, 
con su previo consentimiento. El Estado debe proteger permanentemente la información perso-
nal en estas bases de datos.

104. El Grupo de Trabajo recomienda desarrollar un marco legislativo adecuado y garantizar 
la entrega de recursos financieros, humanos y equipo técnico para las investigaciones forenses en 
casos de desapariciones forzadas. 

105. El Grupo de Trabajo recomienda difundir el informe elaborado por la FEMOSPP y colocar-
lo en el sitio web oficial de la PGR; esclarecer la ubicación de todos los documentos recibidos por 
la FEMOSPP; y garantizar su pleno acceso al público.

106. El Grupo de Trabajo recomienda transferir los archivos militares de la “Guerra Sucia” de la 
SEDENA al Archivo General de la Nación garantizando el libre acceso del público y sistematizar el 
ingreso a todos los archivos de la extinta Dirección Federal de Seguridad y de la Fiscalía Especial 
para que éstos también se encuentren disponibles en el Archivo General de la Nación.

107. El Grupo de Trabajo recomienda desvelar los nombres de las personas que participaron en 
actos de desaparición forzada de acuerdo a la información que obra en la CNDH con motivo de la 
elaboración de la Recomendación 26/2001.

F. Derecho a la reparación
108. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar el derecho a la reparación integral de las vícti-
mas de desaparición forzada. El marco legal debe establecer que la reparación sea proporcional a 
la gravedad de la violación y al sufrimiento de la víctima y su familia. Incluir la restitución siem-
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pre y cuando sea posible, así como la asistencia médica y psicosocial, la satisfacción, la indemni-
zación y las garantías de no repetición.

109. El Grupo de Trabajo recomienda adoptar, para los fines de reparación, una amplia defini-
ción de víctima que no esté ligada a la determinación de la responsabilidad y condena penal del 
acusado ni esté limitada a aquellos casos de desaparición forzada plenamente acreditados por la 
CNDH.

G. Grupos en situación de particular vulnerabilidad
110. El Grupo de Trabajo recomienda implementar a la brevedad todas las recomendaciones 
contenidas en los informes emitidos por la CNDH en relación al secuestros de migrantes (algu-
nos de los cuales podrían calificarse como desapariciones forzadas).

111. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar condiciones de seguridad para defensores de 
los derechos humanos, incluyendo a quienes combaten las desapariciones forzadas de personas y 
defienden los derechos de las víctimas. Se debe garantizar que el Mecanismo Nacional de Protec-
ción a defensores de derechos humanos cuente con facultades de prevención, protección e inves-
tigación; tenga competencia federal; cuente con suficientes recursos así como con independencia. 
Se debe garantizar también la plena participación de las organizaciones de derechos humanos en 
el diseño, implementación y monitoreo de este mecanismo nacional. 

112. El Grupo de Trabajo recomienda establecer un mecanismo nacional de protección a perio-
distas, implementado por funcionarios de alto nivel, y un comité interinstitucional, dirigido por 
una autoridad federal, con capacidad de coordinar a diferentes autoridades e instancias guberna-
mentales, con recursos propios y suficientes, y que garantice la participación de los periodistas así 
como de la sociedad civil en su diseño, operación y evaluación.

113. El Grupo de Trabajo recomienda garantizar que las medidas diseñadas para erradicar la 
violencia contra la mujer, incluyendo la desaparición forzada, sean plenamente implementadas. 
Se debe incorporar la perspectiva de género en todas las investigaciones y políticas para comba-
tir la violencia, considerando las características particulares de la violencia basada en el género en 
contra de las mujeres, así como las respuestas sociales que la situación requiere, con el fin de eli-
minar las desapariciones forzadas de mujeres. 





Anexos
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Convención 
Internacional 
para la protección 
de todas las 
personas contra 
las desapariciones 
forzadas
Clase de Instrumento: Tratado internacional 
Fecha de firma: 20 de diciembre de 2006
Fecha de entrada en vigor internacional: 23 de diciembre de 2010
Vinculación de México: 18 de marzo de 2008 (Ratificación)
Fecha de entrada en vigor para México: 23 de diciembre de 2010
DOF: 22 de junio de 2011.
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Preámbulo 
Los Estados Partes en la presente Convención, 
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover el 
respeto universal y efectivo de los derechos humanos y libertades fundamentales, 

Teniendo en cuenta la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos y los otros instrumentos internacionales pertinentes de dere-
chos humanos, del derecho humanitario y del derecho penal internacional, 

Recordando también la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desaparicio-
nes forzadas, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 47/133, de 
18 de diciembre de 1992, 

Conscientes de la extrema gravedad de la desaparición forzada, que constituye un delito y, en determi-
nadas circunstancias definidas por el derecho internacional, un crimen de lesa humanidad, 

Decididos a prevenir las desapariciones forzadas y a luchar contra la impunidad en lo que respecta al 
delito de desaparición forzada, 

Teniendo presentes el derecho de toda persona a no ser sometida a una desaparición forzada y el dere-
cho de las víctimas a la justicia y a la reparación, 

Afirmando el derecho a conocer la verdad sobre las circunstancias de una desaparición forzada y la 
suerte de la persona desaparecida, así como el respeto del derecho a la libertad de buscar, recibir y di-
fundir informaciones a este fin, 

Han convenido en los siguientes artículos: 

Primera Parte 

Artículo 1 

1. Nadie será sometido a una desaparición forzada. 
2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de guerra o ame-

naza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública como justifica-
ción de la desaparición forzada. 

Artículo 2 
A los efectos de la presente Convención, se entenderá por “desaparición forzada” el arresto, la deten-
ción, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean obra de agentes del Estado 
o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Es-
tado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o 
el paradero de la persona desaparecida, sustrayéndola a la protección de la ley. 

Artículo 3 

Los Estados Partes tomarán las medidas apropiadas para investigar sobre las conductas definidas en el 
artículo 2 que sean obra de personas o grupos de personas que actúen sin la autorización, el apoyo o 
la aquiescencia del Estado, y para procesar a los responsables. 
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Artículo 4 

Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que la desaparición forzada sea tipificada co-
mo delito en su legislación penal. 

Artículo 5 

La práctica generalizada o sistemática de la desaparición forzada constituye un crimen de lesa huma-
nidad tal como está definido en el derecho internacional aplicable y entraña las consecuencias previs-
tas por el derecho internacional aplicable. 

Artículo 6 

1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para considerar penalmente responsable por lo menos: 
a ) A toda persona que cometa, ordene, o induzca a la comisión de una desaparición forzada, inten-

te cometerla, sea cómplice o participe en la misma; 
b ) Al superior que: 

i) Haya tenido conocimiento de que los subordinados bajo su autoridad y control efectivos esta-
ban cometiendo o se proponían cometer un delito de desaparición forzada, o haya conscien-
temente hecho caso omiso de información que lo indicase claramente; 

ii) Haya ejercido su responsabilidad y control efectivos sobre las actividades con las que el delito 
de desaparición forzada guardaba relación; y 

iii) No haya adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o re-
primir que se cometiese una desaparición forzada, o para poner los hechos en conocimiento 
de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento; 

c ) El inciso b ) supra se entiende sin perjuicio de las normas de derecho internacional más estric-
tas en materia de responsabilidad exigibles a un jefe militar o al que actúe efectivamente como je-
fe militar. 

2. Ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, militar o de otra índole, pue-
de ser invocada para justificar un delito de desaparición forzada. 

Artículo 7 

1. Los Estados Partes considerarán el delito de desaparición forzada punible con penas apropiadas, 
que tengan en cuenta su extrema gravedad. 

2. Los Estados Partes podrán establecer: 
a ) Circunstancias atenuantes, en particular para los que, habiendo sido partícipes en la comisión de 

una desaparición forzada, hayan contribuido efectivamente a la reaparición con vida de la per-
sona desaparecida o hayan permitido esclarecer casos de desaparición forzada o identificar a los 
responsables de una desaparición forzada; 

b ) Sin perjuicio de otros procedimientos penales, circunstancias agravantes, especialmente en caso de dece-
so de la persona desaparecida, o para quienes sean culpables de la desaparición forzada de mujeres em-
barazadas, menores, personas con discapacidades u otras personas particularmente vulnerables. 

Artículo 8 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5, 
1. Cada Estado Parte que aplique un régimen de prescripción a la desaparición forzada tomará las me-

didas necesarias para que el plazo de prescripción de la acción penal: 
a ) Sea prolongado y proporcionado a la extrema gravedad de este delito; 
b ) Se cuente a partir del momento en que cesa la desaparición forzada, habida cuenta del carácter 

continuo de este delito. 
2. El Estado Parte garantizará a las víctimas de desaparición forzada el derecho a un recurso eficaz du-

rante el plazo de prescripción. 
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Artículo 9 

1. Cada Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre los delitos de 
desaparición forzada en los siguientes casos: 
a ) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo de una ae-

ronave o un buque matriculados en ese Estado; 
b ) Cuando el presunto autor del delito sea nacional de ese Estado; 
c ) Cuando la persona desaparecida sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 

2. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre 
los delitos de desaparición forzada en los casos en que el presunto autor se halle en cualquier terri-
torio bajo su jurisdicción, salvo que dicho Estado lo extradite o lo entregue a otro Estado conforme 
a sus obligaciones internacionales, o lo transfiera a una jurisdicción penal internacional cuya com-
petencia haya reconocido. 

3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal adicional ejercida de conformidad 
con las leyes nacionales. 

Artículo 10 

1. Cada Estado Parte en cuyo territorio se encuentre una persona de la que se supone que ha cometi-
do un delito de desaparición forzada, si, tras examinar la información de que dispone, considera que 
las circunstancias lo justifican, procederá a la detención de dicha persona o tomará otras medidas 
legales necesarias para asegurar su presencia. La detención y demás medidas se llevarán a cabo de 
conformidad con las leyes de tal Estado y se mantendrán solamente por el período que sea necesario 
a fin de asegurar su presencia en el marco de un procedimiento penal, de entrega o de extradición. 

2. El Estado Parte que haya adoptado las medidas contempladas en el párrafo 1 del presente artículo 
procederá inmediatamente a una investigación preliminar o averiguación de los hechos. Informa-
rá a los Estados Partes a los que se hace referencia en el párrafo 1 del artículo 9, sobre las medidas 
adoptadas en aplicación del párrafo 1 del presente artículo, especialmente sobre la detención y las 
circunstancias que la justifican, y sobre las conclusiones de su investigación preliminar o averigua-
ción, indicándoles si tiene intención de ejercer su jurisdicción. 

3. La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo podrá comunicarse in-
mediatamente con el representante correspondiente del Estado de su nacionalidad que se encuen-
tre más próximo o, si se trata de un apátrida, con el representante del Estado en que habitualmen-
te resida. 

Artículo 11 

1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual se supone que 
ha cometido un delito de desaparición forzada, si no procede a su extradición, o a su entrega a otro 
Estado conforme a sus obligaciones internacionales, o a su transferencia a una instancia penal in-
ternacional cuya jurisdicción haya reconocido, someterá el caso a sus autoridades competentes pa-
ra el ejercicio de la acción penal. 

2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a cualquier 
delito común de carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado. En los casos previstos 
en el párrafo 2 del artículo 9, el nivel de las pruebas necesarias para el enjuiciamiento o inculpa-
ción no será en modo alguno menos estricto que el que se aplica en los casos previstos en el párra-
fo 1 del artículo 9. 

3. Toda persona investigada en relación con un delito de desaparición forzada recibirá garantías de 
un trato justo en todas las fases del procedimiento. Toda persona sometida a juicio por un delito de 
desaparición forzada gozará de las garantías judiciales ante una corte o un tribunal de justicia com-
petente, independiente e imparcial, establecido por la ley. 
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Artículo 12 

1. Cada Estado Parte velará por que toda persona que alegue que alguien ha sido sometido a desapa-
rición forzada tenga derecho a denunciar los hechos ante las autoridades competentes, quienes exa-
minarán rápida e imparcialmente la denuncia y, en su caso, procederán sin demora a realizar una 
investigación exhaustiva e imparcial. Se tomarán medidas adecuadas, en su caso, para asegurar la 
protección del denunciante, los testigos, los allegados de la persona desaparecida y sus defensores, 
así como de quienes participen en la investigación, contra todo maltrato o intimidación en razón de 
la denuncia presentada o de cualquier declaración efectuada. 

2. Siempre que haya motivos razonables para creer que una persona ha sido sometida a desaparición 
forzada, las autoridades a las que hace referencia el párrafo 1 iniciarán una investigación, aun cuan-
do no se haya presentado ninguna denuncia formal. 

3. Los Estados Partes velarán para que las autoridades mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo: 
a ) Dispongan de las facultades y recursos necesarios para llevar a cabo eficazmente la investigación, 

inclusive el acceso a la documentación y demás informaciones pertinentes para la misma; 
b ) Tengan acceso, previa autorización judicial si fuera necesario emitida a la mayor brevedad posi-

ble, a cualquier lugar de detención y cualquier otro lugar donde existan motivos razonables para 
creer que pueda encontrarse la persona desaparecida. 

4. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para prevenir y sancionar los actos que obstaculi-
cen el desarrollo de las investigaciones. En particular, deberán garantizar que las personas de las que 
se supone que han cometido un delito de desaparición forzada no estén en condiciones de influir en 
el curso de las investigaciones, ejerciendo presiones y actos de intimidación o de represalia sobre el 
denunciante, los testigos, los allegados de la persona desaparecida y sus defensores, así como sobre 
quienes participan en la investigación. 

Artículo 13 

1. A efectos de extradición entre Estados Partes, el delito de desaparición forzada no será considerado 
delito político, delito conexo a un delito político ni delito inspirado en motivos políticos. En conse-
cuencia, una solicitud de extradición fundada en un delito de este tipo no podrá ser rechazada por 
este único motivo. 

2. El delito de desaparición forzada estará comprendido de pleno derecho entre los delitos que den lu-
gar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes antes de la entrada 
en vigor de la presente Convención. 

3. Los Estados Partes se comprometen a incluir el delito de desaparición forzada entre los delitos sus-
ceptibles de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí con posterioridad. 

4. Cada Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe una solicitud 
de extradición de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto, podrá considerar la pre-
sente Convención como la base jurídica necesaria para la extradición en lo relativo al delito de des-
aparición forzada. 

5. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán el de-
lito de desaparición forzada como susceptible de extradición entre ellos mismos. 

6. La extradición estará subordinada, en todos los casos, a las condiciones previstas por el derecho del 
Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, incluidas, en particular, las con-
diciones relativas a la pena mínima exigida para la extradición y a los motivos por los cuales el Esta-
do Parte requerido puede rechazar la extradición, o sujetarla a determinadas condiciones. 

7. Ninguna disposición de la presente Convención debe interpretarse en el sentido de obligar al Esta-
do Parte requerido a que conceda la extradición si éste tiene razones serias para creer que la solici-
tud ha sido presentada con el fin de procesar o sancionar a una persona por razones de sexo, raza, 
religión, nacionalidad, origen étnico, opiniones políticas o pertenencia a un determinado grupo so-
cial, o si, al aceptar la solicitud, se causara un daño a esta persona por cualquiera de estas razones.

 
Artículo 14 

1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio judicial posible en lo que respecta a cualquier pro-
cedimiento penal relativo a un delito de desaparición forzada, inclusive el suministro de todas las 
pruebas necesarias para el proceso que obren en su poder. 
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2. El auxilio judicial estará subordinado a las condiciones previstas en el derecho interno del Esta-
do Parte requerido o en los tratados de cooperación judicial aplicables, incluidos, en particular, los 
motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar dicho auxilio o someterlo a determi-
nadas condiciones. 

Artículo 15 

Los Estados Partes cooperarán entre sí y se prestarán todo el auxilio posible para asistir a las víctimas 
de las desapariciones forzadas, así como en la búsqueda, localización y liberación de las personas des-
aparecidas y, en caso de fallecimiento, en la exhumación, la identificación de las personas desapareci-
das y la restitución de sus restos. 

Artículo 16 

1. Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución, entrega o extradición de una persona a 
otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro de ser sometida a una 
desaparición forzada. 

2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades competentes tendrán en cuenta 
todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia, en el Estado de que 
se trate, de un cuadro de violaciones sistemáticas graves, flagrantes o masivas de los derechos hu-
manos o violaciones graves del derecho internacional humanitario. 

Artículo 17 

1. Nadie será detenido en secreto. 
2. Sin perjuicio de otras obligaciones internacionales del Estado Parte en materia de privación de li-

bertad, cada Estado Parte, en su legislación: 
a ) Establecerá las condiciones bajo las cuales pueden impartirse las órdenes de privación de libertad; 
b ) Determinará las autoridades que estén facultadas para ordenar privaciones de libertad; 
c ) Garantizará que toda persona privada de libertad sea mantenida únicamente en lugares de pri-

vación de libertad oficialmente reconocidos y controlados; 
d ) Garantizará que toda persona privada de libertad sea autorizada a comunicarse con su familia, 

un abogado o cualquier otra persona de su elección y a recibir su visita, con la sola reserva de las 
condiciones establecidas por la ley, y en el caso de un extranjero, a comunicarse con sus autori-
dades consulares, de conformidad con el derecho internacional aplicable; 

e ) Garantizará el acceso de toda autoridad e institución competentes y facultadas por la ley a los lu-
gares de privación de libertad, si es necesario con la autorización previa de una autoridad judicial; 

f ) Garantizará en cualquier circunstancia a toda persona privada de libertad y, en caso de sospe-
cha de desaparición forzada, por encontrarse la persona privada de libertad en la incapacidad de 
ejercer este derecho, a toda persona con un interés legítimo, por ejemplo los allegados de la per-
sona privada de libertad, su representante o abogado, el derecho a interponer un recurso ante un 
tribunal para que éste determine sin demora la legalidad de la privación de libertad y ordene la 
liberación si dicha privación de libertad fuera ilegal. 

3. Cada Estado Parte asegurará el establecimiento y el mantenimiento de uno o varios registros oficia-
les y/o expedientes actualizados de las personas privadas de libertad, que bajo requerimiento serán 
rápidamente puestos a disposición de toda autoridad judicial o de toda otra autoridad o institución 
competente de acuerdo con la legislación nacional o cualquier instrumento jurídico internacional 
relevante del que el Estado sea Parte. Esa información contendrá al menos: 

a ) La identidad de la persona privada de libertad; 
b ) El día, la hora y el lugar donde la persona fue privada de libertad y la autoridad que procedió a la 

privación de libertad; 
c ) La autoridad que decidió la privación de libertad y los motivos de ésta; 
d ) La autoridad que controla la privación de libertad; 
e ) El lugar de privación de libertad, el día y la hora de admisión en el mismo y la autoridad respon-

sable de dicho lugar; 
f ) Los elementos relativos a la integridad física de la persona privada de libertad; 
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g ) En caso de fallecimiento durante la privación de libertad, las circunstancias y causas del falleci-
miento y el destino de los restos de la persona fallecida; 

h ) El día y la hora de la liberación o del traslado a otro lugar de detención, el destino y la autoridad 
encargada del traslado. 

Artículo 18 

1. Sin perjuicio de los artículos 19 y 20, cada Estado Parte garantizará a toda persona con un interés 
legítimo en esa información, por ejemplo los allegados de la persona privada de libertad, su repre-
sentante o abogado, el acceso, como mínimo, a las informaciones siguientes: 
a ) La autoridad que decidió la privación de libertad; 
b ) La fecha, la hora y el lugar en que la persona fue privada de libertad y admitida en un lugar de 

privación de libertad; 
c ) La autoridad que controla la privación de libertad; 
d ) El lugar donde se encuentra la persona privada de libertad y, en caso de traslado hacia otro lugar 

de privación de libertad, el destino y la autoridad responsable del traslado; 
e ) La fecha, la hora y el lugar de la liberación; 
f ) Los elementos relativos al estado de salud de la persona privada de libertad; 
g ) En caso de fallecimiento durante la privación de libertad, las circunstancias y causas del falleci-

miento y el destino de los restos. 
2. Se adoptarán, llegado el caso, medidas adecuadas para garantizar la protección de las personas a las 

que se refiere el párrafo 1 del presente artículo, así como de quienes participen en la investigación, 
contra cualquier maltrato, intimidación o sanción en razón de la búsqueda de informaciones sobre 
una persona privada de libertad. 

Artículo 19 

1. Las informaciones personales, inclusive los datos médicos o genéticos, que se recaben y/o transmi-
tan en el marco de la búsqueda de una persona desaparecida no pueden ser utilizadas o reveladas 
con fines distintos de dicha búsqueda. Ello es sin perjuicio de la utilización de esas informaciones 
en procedimientos penales relativos a un delito de desaparición forzada, o en ejercicio del derecho 
a obtener reparación. 

2. La recopilación, el tratamiento, el uso y la conservación de informaciones personales, inclusive da-
tos médicos o genéticos, no debe infringir o tener el efecto de infringir los derechos humanos, las li-
bertades fundamentales y la dignidad de la persona. 

Artículo 20 

1. Únicamente en el caso en que una persona esté bajo protección de la ley y la privación de libertad se 
halle bajo control judicial, el derecho a las informaciones previstas en el artículo 18 podrá limitar-
se, sólo a título excepcional, cuando sea estrictamente necesario en virtud de restricciones previstas 
por la ley, y si la transmisión de información perjudicase la intimidad o la seguridad de la persona 
o el curso de una investigación criminal, o por otros motivos equivalentes previstos por la ley, y de 
conformidad con el derecho internacional aplicable y con los objetivos de la presente Convención. 
En ningún caso se admitirán limitaciones al derecho a las informaciones previstas en el artículo 18 
que puedan constituir conductas definidas en el artículo 2 o violaciones del párrafo 1 del artículo 17. 

2. Sin perjuicio del examen de la legalidad de una privación de libertad, el Estado Parte garantizará a 
las personas a las que se refiere el párrafo 1 del artículo 18, el derecho a un recurso judicial rápido y 
efectivo para obtener sin demora las informaciones previstas en esa disposición. Ese derecho a un 
recurso no podrá ser suspendido o limitado bajo ninguna circunstancia. 

Artículo 21 

Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que la liberación de una persona se efectúe con 
arreglo a modalidades que permitan verificar con certeza que ha sido efectivamente puesta en liber-
tad. Los Estados Partes adoptarán asimismo las medidas necesarias para garantizar la integridad física 
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y el pleno ejercicio de sus derechos a las personas en el momento en que sean liberadas, sin perjuicio 
de las obligaciones a las que puedan estar sujetas en virtud de la legislación nacional. 

Artículo 22 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6, cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para 
prevenir y sancionar las siguientes prácticas: 
a ) Las dilaciones o la obstrucción de los recursos previstos en el inciso f ) del párrafo 2 del artículo 17 

y el párrafo 2 del artículo 20; 
b ) El incumplimiento de la obligación de registrar toda privación de libertad, así como el registro de 

información cuya inexactitud el agente encargado del registro oficial o los expedientes oficiales co-
nocía o hubiera debido conocer; 

c ) La negativa a proporcionar información sobre una privación de libertad o el suministro de infor-
mación inexacta, cuando se cumplen las condiciones establecidas por la ley para proporcionar di-
cha información. 

Artículo 23 

1. Cada Estado Parte velará por que la formación del personal militar o civil encargado de la aplica-
ción de la ley, del personal médico, de los funcionarios y de otras personas que puedan intervenir en 
la custodia o tratamiento de las personas privadas de libertad, incluya la enseñanza y la información 
necesarias sobre las disposiciones pertinentes de la presente Convención, a fin de: 

a ) Prevenir la participación de esos agentes en desapariciones forzadas; 
b ) Resaltar la importancia de la prevención y de las investigaciones en materia de desapariciones 

forzadas; 
c ) Velar por que se reconozca la urgencia de la resolución de los casos de desaparición forzada. 

2. Cada Estado Parte prohibirá las órdenes o instrucciones que dispongan, autoricen o alienten las 
desapariciones forzadas. Cada Estado Parte garantizará que la persona que rehúse obedecer una or-
den de esta naturaleza no sea sancionada. 

3. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que, cuando las personas a las que se refie-
re el párrafo 1 del presente artículo tengan razones para creer que se ha producido o está a punto de 
producirse una desaparición forzada, informen a sus superiores y, cuando sea necesario, a las auto-
ridades u órganos de control o de revisión competentes. 

Artículo 24 

1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por “víctima” la persona desaparecida y toda 
persona física que haya sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una desaparición forzada. 

2. Cada víctima tiene el derecho de conocer la verdad sobre las circunstancias de la desaparición for-
zada, la evolución y resultados de la investigación y la suerte de la persona desaparecida. Cada Esta-
do Parte tomará las medidas adecuadas a este respecto. 

3. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas apropiadas para la búsqueda, localización y libera-
ción de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, para la búsqueda, el respeto y la res-
titución de sus restos. 

4. Los Estados Partes velarán por que su sistema legal garantice a la víctima de una desaparición for-
zada el derecho a la reparación y a una indemnización rápida, justa y adecuada. 

5. El derecho a la reparación al que se hace referencia en el párrafo 4 del presente artículo compren-
de todos los daños materiales y morales y, en su caso, otras modalidades de reparación tales como: 
a ) La restitución; 
b ) La readaptación; 
c ) La satisfacción; incluido el restablecimiento de la dignidad y la reputación; 
d ) Las garantías de no repetición. 

6. Sin perjuicio de la obligación de continuar con la investigación hasta establecer la suerte de la per-
sona desaparecida, cada Estado Parte adoptará las disposiciones apropiadas en relación con la situa-
ción legal de las personas desaparecidas cuya suerte no haya sido esclarecida y de sus allegados, en 
ámbitos tales como la protección social, las cuestiones económicas, el derecho de familia y los de-
rechos de propiedad. 
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7. Cada Estado Parte garantizará el derecho a formar y participar libremente en organizaciones y aso-
ciaciones que tengan por objeto contribuir a establecer las circunstancias de desapariciones forza-
das y la suerte corrida por las personas desaparecidas, así como la asistencia a las víctimas de des-
apariciones forzadas. 

Artículo 25 

1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar penalmente: 
a ) La apropiación de niños sometidos a desaparición forzada, o de niños cuyo padre, madre o repre-

sentante legal son sometidos a una desaparición forzada, o de niños nacidos durante el cautive-
rio de su madre sometida a una desaparición forzada; 

b ) La falsificación, el ocultamiento o la destrucción de documentos que prueben la verdadera iden-
tidad de los niños mencionados en el inciso a ) supra . 

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para buscar e identificar a los niños mencio-
nados en el inciso a ) del párrafo 1 del presente artículo y restituirlos a sus familias de origen con-
forme a los procedimientos legales y a los acuerdos internacionales aplicables. 

3. Los Estados Partes se prestarán asistencia mutua en la búsqueda, identificación y localización de los 
niños a los que hace referencia el inciso a ) del párrafo 1 del presente artículo. 

4. Teniendo en cuenta la necesidad de preservar el interés superior de los niños mencionados en el in-
ciso a ) del párrafo 1 del presente artículo y su derecho a preservar y recuperar su identidad, inclui-
dos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares reconocidas por la ley, deberán existir en 
los Estados Partes que reconocen el sistema de adopción u otra forma de colocación o guarda, pro-
cedimientos legales encaminados a revisar el procedimiento de adopción o de colocación o guarda 
de esos niños y, si procede, a anular toda adopción o colocación o guarda cuyo origen sea una des-
aparición forzada. 

5. En toda circunstancia y, en particular, para todo lo que se refiere a este artículo, el interés superior del 
niño constituirá una consideración primordial y el niño con capacidad de discernimiento tendrá dere-
cho a expresar libremente su opinión, que será debidamente valorada en función de su edad y madurez. 

Segunda Parte 

Artículo 26 

1. Para la aplicación de las disposiciones de la presente Convención, se constituirá un Comité con-
tra la Desaparición Forzada (denominado en lo sucesivo “el Comité”) integrado por diez expertos 
de gran integridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, indepen-
dientes, que ejercerán sus funciones a título personal y actuarán con total imparcialidad. Los miem-
bros del Comité serán elegidos por los Estados Partes teniendo en cuenta una distribución geo-
gráfica equitativa. Se tendrá en cuenta el interés que representa la participación en los trabajos del 
Comité de personas que tengan experiencia jurídica pertinente y de una representación equilibra-
da de los géneros. 

2. La elección se efectuará en votación secreta de una lista de candidatos designados por los Estados 
Partes entre sus propios nacionales, en reuniones bienales de los Estados Partes convocadas a este 
efecto por el Secretario General de las Naciones Unidas. En estas reuniones, para las cuales forma-
rán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos los candidatos que obten-
gan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Esta-
dos Partes presentes y votantes. 

3. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la 
presente Convención. Cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las 
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándoles a que presenten sus candidatu-
ras en un plazo de tres meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de to-
dos los candidatos designados de este modo, indicando, por cada uno de ellos, el Estado Parte que 
lo ha presentado. Esta lista será comunicada a todos los Estados Partes. 

4. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. Podrán ser reelegidos una vez. No obstante, 
el mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; in-
mediatamente después de la primera elección, el presidente de la reunión a que se hace referencia en el 
párrafo 2 del presente artículo designará por sorteo los nombres de esos cinco miembros. 
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5. Si un miembro del Comité muere o renuncia o por cualquier otra causa no puede seguir desempe-
ñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que presentó su candidatura propondrá, tenien-
do en cuenta los criterios previstos en el párrafo 1 del presente artículo, a otro candidato, entre sus 
propios nacionales, para que desempeñe sus funciones durante el periodo de mandato restante, ba-
jo reserva de la aprobación de la mayoría de los Estados Partes. Se considerará otorgada dicha apro-
bación a menos que la mitad o más de los Estados Partes respondan negativamente dentro de un 
plazo de seis semanas a partir del momento en que el Secretario General de las Naciones Unidas les 
comunique la candidatura propuesta. 

6. El Comité establecerá su reglamento interno. 
7. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los medios materiales ne-

cesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité. El Secretario General de las Nacio-
nes Unidas convocará la primera reunión del Comité. 

8. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas e inmunidades recono-
cidos a los expertos en misión para las Naciones Unidas, conforme a lo establecido en las secciones 
pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidas. 

9. Los Estados Partes se comprometen a cooperar con el Comité y a asistir a sus miembros en el ejer-
cicio de su mandato, en el marco de las funciones del Comité aceptadas por dichos Estados Partes. 

Artículo 27 

Una Conferencia de los Estados Partes se reunirá no antes de cuatro años y no más tarde de seis años, 
después de la entrada en vigor de la presente Convención, para evaluar el funcionamiento del Comi-
té y decidir, según las modalidades previstas en el párrafo 2 del artículo 44, si es apropiado confiar a 
otra instancia -sin excluir ninguna posibilidad-, con las atribuciones previstas en los artículos 28 a 36, 
la supervisión de la aplicación de la presente Convención. 

Artículo 28 

1. En el marco de las competencias que le confiere la presente Convención, el Comité cooperará con 
todos los órganos, oficinas, organismos especializados y fondos apropiados de las Naciones Unidas, 
los comités convencionales creados en virtud de los instrumentos internacionales, los procedimien-
tos especiales de las Naciones Unidas, las organizaciones o instituciones regionales interguberna-
mentales apropiadas, así como con todas las instituciones, organismos y oficinas nacionales perti-
nentes que obren para proteger a todas las personas de las desapariciones forzadas. 

2. En el marco de sus funciones, el Comité consultará con otros comités convencionales creados por 
los instrumentos de derechos humanos pertinentes, en particular el Comité de Derechos Humanos 
establecido por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, con miras a asegurar la cohe-
rencia de sus observaciones y recomendaciones respectivas. 

Artículo 29 

1. Cada Estado Parte presentará al Comité, por conducto del Secretario General de las Naciones Uni-
das, un informe relativo a las medidas que hayan adoptado para cumplir con las obligaciones que 
han contraído en virtud de la presente Convención, dentro del plazo de dos años a contar desde la 
entrada en vigor de la Convención en el Estado Parte de que se trate. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a disposición de todos los Esta-
dos Partes. 

3. Cada informe será examinado por el Comité, el cual podrá hacer los comentarios, observaciones o 
recomendaciones que considere apropiados. El Estado Parte interesado será informado de dichos 
comentarios, observaciones o recomendaciones, a los que podrá responder, por iniciativa propia o 
a solicitud del Comité. 

4. El Comité podrá también pedir a los Estados Partes informaciones complementarias sobre la apli-
cación de la presente Convención. 
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Artículo 30 

1. El Comité podrá examinar, de manera urgente, toda petición presentada por los allegados de una 
persona desaparecida, sus representantes legales, sus abogados o las personas autorizadas por ellos, 
así como todo aquel que tenga un interés legítimo, a fin de que se busque y localice a una persona 
desaparecida. 

2. Si el Comité considera que la petición de actuar de manera urgente presentada en virtud del párra-
fo 1 del presente artículo: 

a ) No carece manifiestamente de fundamento; 
b ) No es un abuso del derecho a presentar tales peticiones; 
c ) Se ha presentado previamente y en la forma debida a los órganos competentes del Estado Parte 

interesado, tales como las autoridades encargadas de efectuar las investigaciones, cuando tal po-
sibilidad existe; 

d ) No es incompatible con las disposiciones de esta Convención; y 
e ) No está siendo tratada en otra instancia internacional de examen o arreglo de la misma naturale-

za; solicitará al Estado Parte interesado que le proporcione, en el plazo que el Comité determine, 
información sobre la situación de dicha persona. 

3. Habida cuenta de la información proporcionada por el Estado Parte interesado de conformidad con 
el párrafo 2 del presente artículo, el Comité podrá transmitir sus recomendaciones al Estado Parte e 
incluir una petición de que adopte todas las medidas necesarias, incluidas medidas cautelares, para 
localizar y proteger a la persona de conformidad con la presente Convención, y podrá solicitar que 
informe al Comité, en el plazo que éste determine, sobre las medidas que tome, teniendo en cuenta 
la urgencia de la situación. El Comité informará a la persona que presentó la petición de acción ur-
gente sobre sus recomendaciones y sobre las informaciones transmitidas por el Estado Parte cuan-
do éstas estén disponibles. 

4. El Comité proseguirá sus esfuerzos para colaborar con el Estado Parte mientras la suerte de la per-
sona desaparecida no haya sido esclarecida. El Comité mantendrá informado al autor de la petición. 

Artículo 31 

1. Cada Estado Parte podrá declarar, en el momento de la ratificación o con posterioridad a ésta, que 
reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones presentadas por 
personas que se encuentren bajo su jurisdicción o en nombre de ellas, que alegaren ser víctima de 
violaciones por este Estado Parte de las disposiciones de la presente Convención. El Comité no ad-
mitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal declaración. 

2. El Comité declarará inadmisible cualquier comunicación si: 
a ) Es anónima; 
b ) Constituye un abuso del derecho a presentar tales comunicaciones o es incompatible con las dis-

posiciones de la presente Convención; 
c ) La misma cuestión está siendo tratada en otra instancia internacional de examen o arreglo de la 

misma naturaleza; o si 
d ) Los recursos internos efectivos disponibles no han sido agotados. Esta regla no se aplica si los 

procedimientos de recurso exceden plazos razonables. 
3. Si el Comité considera que la comunicación responde a las condiciones establecidas en el párrafo 2 

del presente artículo, la transmitirá al Estado Parte interesado y le solicitará que le proporcione, en 
un plazo que habrá de fijar el Comité, sus observaciones y comentarios. 

4. En cualquier momento tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una decisión sobre 
el fondo, el Comité podrá dirigir al Estado Parte interesado, a los fines de su examen urgente, una 
solicitud de que adopte las medidas cautelares necesarias con miras a evitar posibles daños irrepa-
rables a la víctima o las víctimas de la supuesta violación. El ejercicio de esta facultad por el Comité 
no implica juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el fondo de la comunicación. 

5. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones previstas en 
el presente artículo. El Comité informará al autor de la comunicación sobre las respuestas propor-
cionadas por el Estado Parte de que se trate. Cuando el Comité decida poner término al procedi-
miento, comunicará su dictamen al Estado Parte y al autor de la comunicación. 
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Artículo 32 

Cada Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento que reconoce la 
competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue 
que otro Estado Parte no cumple con las obligaciones que le impone la presente Convención. El Co-
mité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal declaración, 
ni una comunicación presentada por un Estado Parte que no haya hecho dicha declaración. 

Artículo 33 

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves de las disposiciones de la 
presente Convención por un Estado Parte podrá, después de consultar con dicho Estado, solicitar 
a uno o varios de sus miembros que efectúen una visita al mismo y le informen al respecto sin de-
mora. 

2. El Comité informará por escrito al Estado Parte interesado de su intención de efectuar una visita, 
señalando la composición de la delegación y el objeto de la visita. El Estado Parte dará su respues-
ta en un plazo razonable. 

3. Ante una solicitud motivada del Estado Parte, el Comité podrá decidir postergar o cancelar la visita. 
4. Si el Estado Parte otorga su acuerdo a la visita, el Comité y el Estado Parte de que se trate, coopera-

rán para definir las modalidades de aquélla y el Estado Parte ofrecerá todas las facilidades necesa-
rias para su desarrollo. 

5. El Comité comunicará al Estado Parte de que se trate sus observaciones y recomendaciones como 
resultado de la visita. 

Artículo 34 

Si el Comité recibe información que, a su juicio, contiene indicios bien fundados de que la desapari-
ción forzada se practica de forma generalizada o sistemática en el territorio bajo la jurisdicción de un 
Estado Parte, y tras haber solicitado del Estado Parte interesado toda la información pertinente sobre 
esa situación, podrá llevar la cuestión, con carácter urgente, a la consideración de la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas, por medio del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 35 

1. La competencia del Comité sólo se extiende a las desapariciones forzadas que se hayan iniciado con 
posterioridad a la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. 

2. Si un Estado pasa a ser Parte de la presente Convención después de su entrada en vigor, sus obliga-
ciones respecto al Comité sólo se extenderán a las desapariciones forzadas que hayan comenzado 
con posterioridad a la entrada en vigor de la Convención para dicho Estado. 

Artículo 36 

1. El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud de la presente Convención a 
los Estados Partes y a la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

2. La publicación en el informe anual de una observación relativa a un Estado Parte debe ser previa-
mente anunciada a dicho Estado, el cual dispondrá de un plazo razonable de respuesta y podrá soli-
citar la publicación de sus comentarios u observaciones en el informe. 

Tercera Parte 

Artículo 37 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más conducentes 
a la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas que puedan estar recogidas en: 

a ) El derecho de un Estado Parte; o 
b ) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 
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Artículo 38 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas. 

2. La presente Convención estará sujeta a ratificación por todos los Estados Miembros de las Nacio-
nes Unidas. Los instrumentos de ratificación serán depositados en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 

3. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 39 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido de-
positado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de haber sido de-
positado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la presente Convención entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que ese Estado haya depositado su instrumento de ra-
tificación o adhesión. 

Artículo 40 
El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados Miembros de las Nacio-
nes Unidas y a todos los Estados que hayan firmado la presente Convención o se hayan adherido a ella: 

a ) Las firmas, ratificaciones y adhesiones recibidas con arreglo al artículo 38; 
b ) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con arreglo al artículo 39. 

Artículo 41 

Las disposiciones de la presente Convención serán aplicables a todas las partes constitutivas de los Es-
tados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

Artículo 42 

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o apli-
cación de la presente Convención, que no se solucione mediante negociación o a través de los pro-
cedimientos previstos expresamente en la presente Convención, se someterá a arbitraje a petición de 
uno de los Estados implicados. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presen-
tación de la solicitud de arbitraje, las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la organización 
del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justi-
cia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

2. Cada Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o de su ad-
hesión a ella, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los 
demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya for-
mulado esa declaración. 

3. Cada Estado Parte que haya formulado la declaración prevista en el párrafo 2 del presente artículo 
podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas. 
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Artículo 43 

La presente Convención se entiende sin perjuicio de las disposiciones del derecho internacional hu-
manitario, incluidas las obligaciones que incumben a las Altas Partes contratantes de los cuatro Con-
venios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y de sus Protocolos Adicionales de 8 de junio de 1977, o de 
la posibilidad que tiene cada Estado Parte de autorizar al Comité Internacional de la Cruz Roja a visi-
tar los lugares de detención en los casos no previstos por el derecho internacional humanitario. 

Artículo 44 

1. Cada Estado Parte en la presente Convención podrá proponer enmiendas o depositarlas en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas 
propuestas a los Estados Partes en la presente Convención, pidiéndoles que le notifiquen si desean 
que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y some-
terlas a votación. Si, en el plazo de cuatro meses a partir de la fecha de la comunicación, un tercio al 
menos de los Estados Partes se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General organiza-
rá la conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. 

2. Toda enmienda adoptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes 
en la conferencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados Partes para su acep-
tación. 

3. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
cuando haya sido aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en la presente Con-
vención, de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

4. Cuando entren en vigor, las enmiendas serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan 
aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones de la pre-
sente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 

Artículo 45 

1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmen-
te auténticos, será depositada en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certificadas de la presente Convención 
a todos los Estados mencionados en el artículo 38. 
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2 Al ratificar la Convención, el Gobierno de México formuló la reserva y declaración siguientes:

RESERVA
“El Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos al ratificar la Convención Interamericana sobre Des-
aparición Forzada de Personas, adoptada en la Ciudad de Belém, Brasil, el 9 de junio de 1994, formula 
reserva expresa al Artículo IX, toda vez que la Constitución Política reconoce el fuero de guerra, 
cuando el militar haya cometido algún ilícito encontrándose en servicio. El fuero de guerra no cons-
tituye jurisdicción especial en el sentido de la Convención, toda vez que conforme al artículo 14 de 
la Constitución mexicana nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en 
el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 
anterioridad al hecho”. 

DECLARACIÓN INTERPRETATIVA
“Con fundamento en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
Gobierno de México, al ratificar la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Perso-
nas, adoptada en la ciudad de Belém, Brasil, el 9 de junio de 1994, se entenderá que las disposiciones 
de dicha Convención se aplicarán a los hechos que constituyan desaparición forzada de personas, se 
ordenen, ejecuten o cometan con posterioridad a la entrada en vigor de la presente Convención”.

NOTA: La Fe de Erratas publicada en el DOF del 27 de febrero de 2002, contiene la Declaración Inter-
pretativa que no había sido publicada en el DOF del 18 de enero de 2002.

Convención 
Interamericana 
sobre Desaparición 
Forzada de 
Personas 
Clase de Instrumento: Tratado internacional 
Fecha de firma: 9 de junio de 1994 
Fecha de entrada en vigor internacional: 28 de marzo de 1996
Vinculación de México: 9 de abril de 2002 (Ratificación)
Fecha de entrada en vigor para México: 9 de mayo de 2002
DOF: 6 de mayo de 2002
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Los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, 

PREOCUPADOS por el hecho de que subsiste la desaparición forzada de personas; 

REAFIRMANDO que el sentido genuino de la solidaridad americana y de la buena vecindad no pue-
de ser otro que el de consolidar en este Hemisferio, dentro del marco de las instituciones democráti-
cas, un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esen-
ciales del hombre; 

CONSIDERANDO que la desaparición forzada de personas constituye una afrenta a la conciencia del 
Hemisferio y una grave ofensa de naturaleza odiosa a la dignidad intrínseca de la persona humana, en 
contradicción con los principios y propósitos consagrados en la Carta de la Organización de los Esta-
dos Americanos; 

CONSIDERANDO que la desaparición forzada de personas viola múltiples derechos esenciales de la 
persona humana de carácter inderogable, tal como están consagrados en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos; 

RECORDANDO que la protección internacional de los derechos humanos es de naturaleza conven-
cional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno y tiene como fundamento 
los atributos de la persona humana; 

REAFIRMANDO que la práctica sistemática de la desaparición forzada de personas constituye un cri-
men de lesa humanidad; 

ESPERANDO que esta Convención contribuya a prevenir, sancionar y suprimir la desaparición for-
zada de personas en el Hemisferio y constituya un aporte decisivo para la protección de los derechos 
humanos y el estado de derecho, 

RESUELVEN adoptar la siguiente Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas: 

Artículo I
Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a: 

a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en estado de emer-
gencia, excepción o suspensión de garantías individuales; 

b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de des-
aparición forzada de personas, así como la tentativa de comisión del mismo; 

c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada de personas; y 

d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra índole nece-
sarias para cumplir con los compromisos asumidos en la presente Convención. 

Artículo II 
Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de la liber-
tad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por per-
sonas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, se-
guida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar 
sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las ga-
rantías procesales pertinentes. 

Artículo III 
Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales, las 
medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la desaparición forzada de perso-
nas, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad. Dicho delito será con-
siderado como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. 
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Los Estados Partes podrán establecer circunstancias atenuantes para los que hubieren participado en ac-
tos que constituyan una desaparición forzada cuando contribuyan a la aparición con vida de la víctima o 
suministren informaciones que permitan esclarecer la desaparición forzada de una persona. 

Artículo IV 
Los hechos constitutivos de la desaparición forzada de personas serán considerados delitos en cual-
quier Estado Parte. En consecuencia, cada Estado Parte adoptará las medidas para establecer su juris-
dicción sobre la causa en los siguientes casos: 

a. Cuando la desaparición forzada de personas o cualesquiera de sus hechos constitutivos hayan sido 
cometidos en el ámbito de su jurisdicción; 

b. Cuando el imputado sea nacional de ese Estado; 

c. Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apropiado. 

Todo Estado Parte tomará, además, las medidas necesarias para establecer su jurisdicción sobre el de-
lito descrito en la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre dentro de su te-
rritorio y no proceda a extraditarlo. 

Esta Convención no faculta a un Estado Parte para emprender en el territorio de otro Estado Parte el 
ejercicio de la jurisdicción ni el desempeño de las funciones reservadas exclusivamente a las autorida-
des de la otra Parte por su legislación interna. 

Artículo V 
La desaparición forzada de personas no será considerada delito político para los efectos de extradición. 

La desaparición forzada se considerará incluida entre los delitos que dan lugar a extradición en todo 
tratado de extradición celebrado entre Estados Partes. 

Los Estados Partes se comprometen a incluir el delito de desaparición forzada como susceptible de ex-
tradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 

Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado y reciba de otro Estado 
Parte con el que no tiene tratado una solicitud de extradición podrá considerar la presente Conven-
ción como la base jurídica necesaria para la extradición referente al delito de desaparición forzada. 

Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán dicho 
delito como susceptible de extradición, con sujeción a las condiciones exigidas por el derecho del Es-
tado requerido. 

La extradición estará sujeta a las disposiciones previstas en la constitución y demás leyes del Estado 
requerido. 

Artículo VI 

Cuando un Estado Parte no conceda la extradición, someterá el caso a sus autoridades competentes 
como si el delito se hubiere cometido en el ámbito de su jurisdicción, para efectos de investigación y, 
cuando corresponda, de proceso penal, de conformidad con su legislación nacional. La decisión que 
adopten dichas autoridades será comunicada al Estado que haya solicitado la extradición. 

Artículo VII 
La acción penal derivada de la desaparición forzada de personas y la pena que se imponga judicial-
mente al responsable de la misma no estarán sujetas a prescripción. 

Sin embargo, cuando existiera una norma de carácter fundamental que impidiera la aplicación de lo 
estipulado en el párrafo anterior, el período de prescripción deberá ser igual al del delito más grave en 
la legislación interna del respectivo Estado Parte. 
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Artículo VIII 
No se admitirá la eximente de la obediencia debida a órdenes o instrucciones superiores que dispon-
gan, autoricen o alienten la desaparición forzada. Toda persona que reciba tales órdenes tienen el de-
recho y el deber de no obedecerlas. 

Los Estados Partes velarán asimismo por que, en la formación del personal o de los funcionarios pú-
blicos encargados de la aplicación de la ley, se imparta la educación necesaria sobre el delito de des-
aparición forzada de personas. 

Artículo IX 

Los presuntos responsables de los hechos constitutivos del delito de desaparición forzada de personas 
sólo podrán ser juzgados por las jurisdicciones de derecho común competentes en cada Estado, con 
exclusión de toda jurisdicción especial, en particular la militar. 

Los hechos constitutivos de la desaparición forzada no podrán considerarse como cometidos en el 
ejercicio de las funciones militares. 

No se admitirán privilegios, inmunidades, ni dispensas especiales en tales procesos, sin perjuicio de 
las disposiciones que figuran en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. 

Artículo X 
En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales, tales como estado de guerra o ame-
naza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública, como justificación 
de la desaparición forzada de personas. En tales casos, el derecho a procedimientos o recursos judi-
ciales rápidos eficaces se conservará como medio para determinar el paradero de las personas priva-
das de libertad o su estado de salud o para individualizar a la autoridad que ordenó la privación de li-
bertad o la hizo efectiva. 

En la tramitación de dichos procedimientos o recursos y conforme al derecho interno respectivo, las 
autoridades judiciales competentes tendrán libre e inmediato acceso a todo centro de detención y a 
cada una de sus dependencias, así como a todo lugar donde haya motivos para creer que se puede en-
contrar a las persona desaparecida, incluso lugares sujetos a la jurisdicción militar. 

Artículo XI 
Toda persona privada de libertad debe ser mantenida en lugares de detención oficialmente reconocidos 
y presentada sin demora, conforme a la legislación interna respectiva, a la autoridad judicial competente. 

Los Estados Partes establecerán y mantendrán registros oficiales actualizados sobre sus detenidos y, 
conforme a su legislación interna, los pondrán a disposición de los familiares, jueces, abogados, cual-
quier persona con interés legítimo y otras autoridades. 

Artículo XII 
Los Estados Partes se prestarán recíproca cooperación en la búsqueda, identificación, localización y 
restitución de menores que hubieren sido trasladados a otro Estado o retenidos en éste, como conse-
cuencia de la desaparición forzada de sus padres, tutores o guardadores. 

Artículo XIII 
Para los efectos de la presente Convención, el trámite de las peticiones o comunicaciones presentadas 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en que se alegue la desaparición forzada de 
personas estará sujeto a los procedimientos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y en los Estatutos y Reglamentos de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, incluso las normas relativas a medidas cautelares. 
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Artículo XIV 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos reciba una petición o comunicación sobre una supuesta desaparición forzada se dirigirá, 
por medio de su Secretaría Ejecutiva, en forma urgente y confidencial, al correspondiente gobierno 
solicitándole que proporcione a la mayor brevedad posible la información sobre el paradero de la per-
sona presuntamente desaparecida y demás información que estime pertinente, sin que esta solicitud 
prejuzgue la admisibilidad de la petición. 

Artículo XV 
Nada de lo estipulado en la presente Convención se interpretará en sentido restrictivo de otros trata-
dos bilaterales o multilaterales u otros acuerdos suscritos entre las Partes. 

Esta Convención no se aplicará a conflictos armados internacionales regidos por los Convenios de Gi-
nebra de 1949 y sus Protocolos, relativos a la protección de los heridos, enfermos y náufragos de las 
fuerzas armadas, y a prisioneros y civiles en tiempo de guerra. 

Artículo XVI 
La presente Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la Organización de los Es-
tados Americanos. 

Artículo XVII 
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 

Artículo XVIII 
La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de 
adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
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Artículo XIX 

Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención en el momento de aprobarla, firmar-
la, ratificarla o adherirse a ella, siempre que no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Con-
vención y versen sobre una o más disposiciones específicas. 

Artículo XX 
La presente Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo día a partir de la fe-
cha en que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación. 

Para cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella después de haber sido depositado el se-
gundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 

Artículo XXI 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá denun-
ciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
denuncia la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante y permanecerá en vigor pa-
ra los demás Estados Partes. 

Artículo XXII 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portu-
gués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Es-
tados Americanos, la cual enviará copia auténtica de su texto, para su registro y publicación, a la Secre-
taría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 
La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados miem-
bros de dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los de-
pósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiese. 

EN FE DE LO CUAL los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará “Convención Interamericana sobre Desapari-
ción Forzada de Personas”. 

HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el 9 de junio de junio de mil novecien-
tos noventa y cuatro. 
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Declaración sobre 
la protección 
de todas las 
personas contra 
las desapariciones 
forzadas
Clase de Instrumento: Resolución de la Asamblea General (AG) 
de las Naciones Unidas.
Fecha: Aprobada el 18 de diciembre de 1992.
Identificación Oficial: Resolución A/RES/47/133.
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La Asamblea General,

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las Nacio-
nes Unidas y otros instrumentos internacionales, el reconocimiento de la dignidad inherente 
a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables es el fun-
damento de la libertad, la justicia y la paz en el mundo,
 
Teniendo presente la obligación impuesta a los Estados por la Carta, en particular por el Ar-
tículo 55, de promover el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y de las liber-
tades fundamentales,
 
Profundamente preocupada por el hecho de que en muchos países, con frecuencia de manera 
persistente, se produzcan desapariciones forzadas, es decir, que se arreste, detenga o traslade 
contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su libertad de alguna otra 
forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o por 
particulares que actúan en nombre del gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autori-
zación o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas perso-
nas o a reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así a la protección de la ley, 
 
Considerando que las desapariciones forzadas afectan los valores más profundos de toda so-
ciedad respetuosa de la primacía del derecho, de los derechos humanos y de las libertades 
fundamentales, y que su práctica sistemática representa un crimen de lesa humanidad,
 
Recordando su resolución 33/173, de 20 de diciembre de 1978, en la cual se declaró profunda-
mente preocupada por los informes procedentes de diversas partes del mundo en relación con 
la desaparición forzada o involuntaria de personas y conmovida por la angustia y el pesar cau-
sados por esas desapariciones, y pidió a los gobiernos que garantizaran que las autoridades u 
organizaciones encargadas de hacer cumplir la ley y encargadas de la seguridad tuvieran res-
ponsabilidad jurídica por los excesos que condujeran a desapariciones forzadas o involuntarias,
 
Recordando igualmente la protección que otorgan a las víctimas de conflictos armados los 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y los Protocolos Adicionales de 1977,
 
Teniendo en cuenta especialmente los artículos pertinentes de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que garanti-
zan a toda persona el derecho a la vida, el derecho a la libertad y a la seguridad de su perso-
na, el derecho a no ser sometido a torturas y el derecho al reconocimiento de su personali-
dad jurídica,
 
Teniendo en cuenta además la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, que dispone que los Estados partes deben tomar medidas efica-
ces para prevenir y reprimir los actos de tortura,
 
Teniendo presente el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley, los principios fundamentales sobre la utilización de la fuerza y de armas de fuego por los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, la Declaración sobre los principios funda-
mentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, y las reglas mínimas pa-
ra el tratamiento de los reclusos,

Afirmando que para impedir las desapariciones forzadas es necesario asegurar el estricto res-
peto del Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cual-
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quier forma de detención o prisión, que figuran en el anexo de su resolución 43/173, de 9 
de diciembre de 1988, así como de los Principios relativos a una eficaz prevención e investi-
gación de las ejecuciones extrajudiciales, arbitrarias o sumarias, formulados por el Consejo 
Económico y Social en el anexo de su resolución 1989/65, de 24 de mayo de 1989, y aproba-
dos por la Asamblea General en su resolución 44/162, de 15 de diciembre de 1989,
 
Teniendo presente que, si bien los actos que contribuyen a las desapariciones forzadas cons-
tituyen una violación de las prohibiciones que figuran en los instrumentos internacionales 
antes mencionados, es con todo importante elaborar un instrumento que haga de todos los 
actos de desaparición forzada delitos de extrema gravedad y establezca normas destinadas a 
castigarlos y prevenirlos,

1. Proclama la presente Declaración sobre la protección de todas las personas contra las des-
apariciones forzadas como conjunto de principios aplicables por todo Estado;

2. Insta a que se haga todo lo posible por dar a conocer y hacer respetar la Declaración;

Artículo 1 
1. Todo acto de desaparición forzada constituye un ultraje a la dignidad humana. Es conde-
nado como una negación de los objetivos de la Carta de las Naciones Unidas y como una vio-
lación grave manifiesta de los derechos humanos y de las libertades fundamentales procla-
mados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y reafirmados y desarrollados en 
otros instrumentos internacionales pertinentes.
 
2. Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la ley y le causa 
graves sufrimientos, lo mismo que a su familia. Constituye una violación de las normas del 
derecho internacional que garantizan a todo ser humano, entre otras cosas, el derecho al re-
conocimiento de su personalidad jurídica, el derecho a la libertad y a la seguridad de su per-
sona y el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Viola, además, el derecho a la vida, o lo pone gravemente en peligro.

Artículo 2
1. Ningún Estado cometerá, autorizará ni tolerará las desapariciones forzadas.
 
2. Los Estados actuarán a nivel nacional, regional y en cooperación con las Naciones Uni-
das para contribuir por todos los medios a prevenir y a eliminar las desapariciones forzadas.

Artículo 3
Los Estados tomarán medidas legislativas, administrativas, judiciales y otras medidas efica-
ces para prevenir o erradicar los actos de desapariciones forzadas en cualquier territorio so-
metido a su jurisdicción.

Artículo 4
1. Todo acto de desaparición forzada será considerado, de conformidad con el dere-
cho penal, delito pasible de penas apropiadas que tengan en cuenta su extrema gravedad. 
 
2. Las legislaciones nacionales podrán establecer circunstancias atenuantes para quienes, 
habiendo participado en actos que constituyan una desaparición forzada, contribuyan a la 
reaparición con vida de la víctima o den voluntariamente informaciones que permitan escla-
recer casos de desaparición forzada.
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Artículo 5
Además de las sanciones penales aplicables, las desapariciones forzadas deberán compro-
meter la responsabilidad civil de sus autores y la responsabilidad civil del Estado o de las au-
toridades del Estado que hayan organizado, consentido o tolerado tales desapariciones, sin 
perjuicio de la responsabilidad internacional de ese Estado conforme a los principios del de-
recho internacional.

Artículo 6
1. Ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, militar o de otra ín-
dole, puede ser invocada para justificar una desaparición forzada. Toda persona que reciba 
tal orden o tal instrucción tiene el derecho y el deber de no obedecerla. 
 
2. Los Estados velarán por que se prohíban las órdenes o instrucciones que dispongan, auto-
ricen o alienten las desapariciones forzadas.
 
3. En la formación de los agentes encargados de hacer cumplir la ley se debe hacer hincapié 
en las disposiciones de los párrafos 1 y 2 del presente artículo.

Artículo 7
Ninguna circunstancia, cualquiera que sea, ya se trate de amenaza de guerra, estado de gue-
rra, inestabilidad política interna o cualquier otro estado de excepción, puede ser invocada 
para justificar las desapariciones forzadas.

Artículo 8
1. Ningún Estado expulsará, devolverá o concederá la extradición de una persona a otro Es-
tado cuando haya motivos fundados para creer que corre el riesgo de ser víctima de una des-
aparición forzada.
 
2. Para determinar si hay tales motivos, las autoridades competentes tendrán en cuenta to-
das las consideraciones pertinentes, incluida, cuando proceda, la existencia en el Estado in-
teresado de un conjunto de violaciones sistemáticas, graves, manifiestas o masivas de los de-
rechos humanos.

Artículo 9
1. El derecho a un recurso judicial rápido y eficaz, como medio para determinar el parade-
ro de las personas privadas de libertad o su estado de salud o de individualizar a la autori-
dad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva, es necesario para prevenir las des-
apariciones forzadas en toda circunstancia, incluidas las contempladas en el artículo 7 supra. 

2. En el marco de ese recurso, las autoridades nacionales competentes tendrán acceso a to-
dos los lugares donde se encuentren personas privadas de libertad, así como a todo otro lugar 
donde haya motivos para creer que se pueden encontrar las personas desaparecidas.
 
3. También podrá tener acceso a esos lugares cualquier otra autoridad competente faculta-
da por la legislación del Estado o por cualquier otro instrumento jurídico internacional del 
cual el Estado sea parte.
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Artículo 10
1. Toda persona privada de libertad deberá ser mantenida en lugares de detención oficial-
mente reconocidos y, con arreglo a la legislación nacional, presentada sin demora ante una 
autoridad judicial luego de la aprehensión.
 
2. Se deberá proporcionar rápidamente información exacta sobre la detención de esas perso-
nas y el lugar o los lugares donde se cumple, incluidos los lugares transferencia, a los miem-
bros de su familia, su abogado o cualquier otra persona que tenga interés legítimo en conocer 
esa información, salvo voluntad en contrario manifestada por las personas privadas de libertad.
 
3. En todo lugar de detención deberá haber un registro oficial actualizado de todas las per-
sonas privadas de libertad. Además, los Estados tomarán medidas para tener registros cen-
tralizados análogos. La información que figure en esos registros estará a disposición de las 
personas mencionadas en el párrafo precedente y de toda autoridad judicial u otra autori-
dad nacional competente e independiente y de cualquier otra autoridad competente faculta-
da por la legislación nacional, o por cualquier instrumento jurídico internacional del que el 
Estado sea parte, que desee conocer el lugar donde se encuentra una persona detenida.

Artículo 11
La puesta en libertad de toda persona privada de libertad deberá cumplirse con arreglo a mo-
dalidades que permitan verificar con certeza que ha sido efectivamente puesta en libertad y, 
además, que lo ha sido en condiciones tales que estén aseguradas su integridad física y su fa-
cultad de ejercer plenamente sus derechos.

Artículo 12
1. Los Estados establecerán en su legislación nacional normas que permitan designar a los 
agentes del gobierno habilitados para ordenar privaciones de libertad, fijen las condiciones 
en las cuales tales órdenes pueden ser dadas, y prevean las penas de que se harán pasibles los 
agentes del gobierno que se nieguen sin fundamento legal a proporcionar información sobre 
una privación de libertad.
 
2. Los Estados velarán igualmente por que se establezca un control estricto, que comprenda 
en particular una determinación precisa de las responsabilidades jerárquicas, sobre todos los 
responsables de aprehensiones, arrestos, detenciones, prisiones preventivas, traslados y en-
carcelamientos, así como sobre los demás agentes del gobierno habilitados por la ley a recu-
rrir a la fuerza y utilizar armas de fuego.

Artículo 13
1. Los Estados asegurarán a toda persona que disponga de la información o tenga un interés legí-
timo y sostenga que una persona ha sido objeto de desaparición forzada el derecho a denunciar 
los hechos ante una autoridad estatal competente e independiente, la cual procederá de inme-
diato a hacer una investigación exhaustiva e imparcial. Toda vez que existan motivos para creer 
que una persona ha sido objeto de desaparición forzada, el Estado remitirá sin demora el asunto 
a dicha autoridad para que inicie una investigación, aun cuando no se haya presentado ninguna 
denuncia formal. Esa investigación no podrá ser limitada u obstaculizada de manera alguna. 
 
2. Los Estados velarán por que la autoridad competente disponga de las facultades y los re-
cursos necesarios para llevar a cabo la investigación, incluidas las facultades necesarias para 
exigir la comparecencia de testigos y la presentación de pruebas pertinentes, así como para 
proceder sin demora a visitar lugares.
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3. Se tomarán disposiciones para que todos los que participen en la investigación, incluidos 
el denunciante, el abogado, los testigos y los que realizan la investigación, estén protegidos de 
todo maltrato y todo acto de intimidación o represalia.
 
4. Los resultados de la investigación se comunicarán a todas las personas interesadas, a su so-
licitud, a menos que con ello se obstaculice la instrucción de una causa penal en curso.
 
5. Se tomarán disposiciones para garantizar que todo maltrato, todo acto de intimidación o 
de represalia, así como toda forma de injerencias, en ocasión de la presentación de una de-
nuncia o durante el procedimiento de investigación, sean castigados como corresponda.
 
6. Deberá poderse hacer una investigación, con arreglo a las modalidades descritas en los pá-
rrafos que anteceden, mientras no se haya aclarado la suerte de la víctima de una desapari-
ción forzada.

Artículo 14
Los presuntos autores de actos de desaparición forzada en un Estado, cuando las conclusio-
nes de una investigación oficial lo justifiquen y a menos que hayan sido extraditados a otro 
Estado que ejerce su jurisdicción de conformidad con los convenios internacionales vigentes 
en la materia, deberán ser entregados a las autoridades civiles competentes del primer Esta-
do a fin de ser procesados y juzgados. Los Estados deberán tomar las medidas jurídicas apro-
piadas que tengan a su disposición a fin de que todo presunto autor de un acto de desapari-
ción forzada, que se encuentre bajo su jurisdicción o bajo su control, sea sometido a juicio.

Artículo 15
El hecho de que haya razones de peso para creer que una persona ha participado en actos de 
naturaleza extremadamente grave como los mencionados en el párrafo 1 del artículo 4 supra, 
cualesquiera que sean los motivos, deberá ser tenido en cuenta por las autoridades compe-
tentes de un Estado al decidir si conceder o no asilo.

Artículo 16
1. Los presuntos autores de cualquiera de los actos previstos en el párrafo 1 del artículo 4 supraserán 
suspendidos de toda función oficial durante la investigación mencionada en el artículo 13 supra. 
 
2. Esas personas sólo podrán ser juzgadas por las jurisdicciones de derecho común competen-
tes, en cada Estado, con exclusión de toda otra jurisdicción especial, en particular la militar. 
 
3. No se admitirán privilegios, inmunidades ni dispensas especiales en tales procesos, sin perjui-
cio de las disposiciones que figuran en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. 
 
4. Se garantizará a los presuntos autores de tales actos un trato equitativo conforme a las dis-
posiciones pertinentes de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de otros instru-
mentos internacionales vigentes en la materia en todas las etapas de la investigación, así co-
mo en el proceso y en la sentencia de que pudieran ser objeto.
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Artículo 17
1. Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente mientras sus auto-
res continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no se 
hayan esclarecido los hechos.
 
2. Cuando los recursos previstos en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos ya no sean eficaces, se suspenderá la prescripción relativa a los actos de desapari-
ción forzada hasta que se restablezcan esos recursos.
 
3. De haber prescripción, la relativa a actos de desaparición forzada ha de ser de plazo largo 
y proporcionado a la extrema gravedad del delito.

Artículo 18
1. Los autores o presuntos autores de actos previstos en el párrafo 1 del artículo 4 supra no 
se beneficiarán de ninguna ley de amnistía especial u otras medidas análogas que tengan por 
efecto exonerarlos de cualquier procedimiento o sanción penal.
 
2. En el ejercicio del derecho de gracia deberá tenerse en cuenta la extrema gravedad de los 
actos de desaparición forzada.

Artículo 19
Las víctimas de actos de desaparición forzada y sus familiares deberán obtener reparación 
y tendrán derecho a ser indemnizadas de una manera adecuada y a disponer de los medios 
que les aseguren una readaptación tan completa como sea posible. En caso de fallecimiento 
de la víctima a consecuencia de su desaparición forzada, su familia tendrá igualmente dere-
cho a indemnización.
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Artículo 20
1. Los Estados prevendrán y reprimirán la apropiación de hijos de padres de víctimas de una 
desaparición forzada o de niños nacidos durante el cautiverio de sus madres víctimas de la 
desaparición forzada y se esforzarán por buscar e identificar a esos niños para restituirlos a 
su familia de origen.
 
2. Habida cuenta de la necesidad de preservar el interés superior de los niños menciona-
dos en el párrafo precedente, deberá ser posible, en los Estados que reconocen el sistema de 
adopción, proceder al examen de la adopción de esos niños y, en particular, declarar la nuli-
dad de toda adopción que tenga origen en una desaparición forzada. No obstante, tal adop-
ción podrá mantener sus efectos si los parientes más próximos del niño dieran su consenti-
miento al examinarse la validez de dicha adopción.
 
3. La apropiación de niños de padres víctimas de desaparición forzada o de niños nacidos du-
rante el cautiverio de una madre víctima de una desaparición forzada, así como la falsifica-
ción o supresión de documentos que atestigüen su verdadera identidad, constituyen delitos 
de naturaleza sumamente grave que deberán ser castigados como tales.
 
4. Par tal fin, los Estados concluirán, según proceda, acuerdos bilaterales o multilaterales.

Artículo 21
Las disposiciones de la presente Declaración son sin perjuicio de las disposiciones enunciadas en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos o en cualquier otro instrumento internacional y 
no deberán interpretarse como una restricción o derogación de cualquiera de esas disposiciones.
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General Comment on article 3 of the Declaration1

48. Article 3 of the Declaration on the Protection of All Persons from Enforced Disap-
pearance stipulates that “each State shall take effective legislative, administrative, judicial or 
other measures to prevent and terminate acts of enforced disappearance in any territory un-
der its jurisdiction”. This is a broad obligation which is assumed by States and is primarily an 
obligation to do something. This provision cannot be interpreted in a restrictive sense, since 
what it does is to serve as the general model for the purpose and nature of the measures to 
be taken, as well as for the content of the international responsibility of the State in this regard.

49. The purpose of the measures to be taken is clear: “to prevent and terminate acts of en-
forced disappearance”. Consequently, the provision calls for action both by States in any ter-
ritory under its jurisdiction of which acts of enforced disappearance might have occurred in 
the past and by States in which such acts have not occurred. All States must have appropriate 
machinery for preventing and terminating such acts and are therefore under an obligation to 
adopt the necessary measures to establish such machinery if they do not have it.

50. With regard to the nature of the measures to be taken, the text of the article clearly 
states that legislative measures are only one kind. In referring to “legislative, administrative, 
judicial ...” measures, it is clear that, as far as the Declaration is concerned, it is not enough 
to have formal provisions designed to prevent or to take action against enforced disappear-
ances. It is essential that the entire government machinery should adopt conduct intended for 
this purpose. To this end, administrative provisions and judicial decisions play a very impor-
tant role.

51. The article also refers to “other measures”, thus making it clear that the responsibility of 
the State does not stop at legislative, administrative or judicial measures. These are mentioned 
only by way of example, so it is clear that States have to adopt policy and all other types of 
measures within their power and their jurisdiction to prevent and terminate disappearances. 
This part of the provision must be understood as giving the State a wide range of responsi-
bility for defining policies suited to the proposed objective.

52. It is, however, not enough for legislative, administrative, judicial or other measures to be 
taken, since they also have to be “effective” if they are to achieve the objective of prevention 
and termination. If the facts showed that the measures taken were ineffective, the internation-
al responsibility of the State would be to take other measures and to adapt its policies so that 
effective results would be achieved. The main criterion for determining whether or not the 
measures are suitable is that they are effective in preventing and, as appropriate, terminating 
acts of enforced disappearance.

53. Consequently, the provision contained in article 3 must be understood as the general 
framework for guiding States and encouraging them to adopt a set of measures. It must be un-
derstood that the international responsibility of States in this regard arises not only when 
acts of enforced disappearance occur, but also when there is a lack of appropriate action to 
prevent or terminate such acts. Such responsibility derives not only from omissions or acts by 
the Government and the authorities and officials subordinate to it, but also from all the other 
government functions and mechanisms, such as the legislature and the judiciary, whose acts 
or omissions may affect the implementation of this provision.”

1 Este documento no fue traducido al español. Report of the Working Group on Enforced or Involuntary Disappearances, 1995. 
document E/CN.4/1996/38.
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General Comment on article 4 of the Declaration2

“54. Article 4.1 of the Declaration on the Protection of All Persons from Enforced Disappearance sti-
pulates that “all acts of enforced disappearance shall be offences under criminal law punishable by appro-
priate penalties which shall take into account their extreme seriousness”. This obligation applies to all Sta-
tes regardless of whether acts of enforced disappearance actually take place or not. It is not sufficient for 
Governments to refer to previously existing criminal offences relating to enforced deprivation of liberty, 
torture, intimidation, excessive violence, etc. In order to comply with article 4 of the Declaration, the very 
act of enforced disappearance as stipulated in the Declaration must be made a separate criminal offence.

55. The preamble of the Declaration defines the act of enforced disappearance “in the sense that per-
sons are arrested, detained or abducted against their will or otherwise deprived of their liberty by offi-
cials of different branches or levels of Government, or by organized groups or private individuals ac-
ting on behalf of, or with the support, direct or indirect, consent or acquiescence of the Government, 
followed by a refusal to disclose the fate or whereabouts of the persons concerned or a refusal to ack-
nowledge the deprivation of their liberty, which places such persons outside the protection of the law”. 
States are, of course, not bound to follow strictly this definition in their criminal codes. They shall, 
however, ensure that the act of enforced disappearance is defined in a way which clearly distinguishes 
it from related offences such as enforced deprivation of liberty, abduction, kidnapping, incommuni-
cado detention, etc. The following three cumulative minimum elements should be contained in any 
definition: (a) Deprivation of liberty against the will of the person concerned;

2 Este documento no fue 
traducido al español. Report of the Working Group on Enforced or Involuntary

(b) Involvement of governmental officials, at least indirectly by acquiescence;
(c) Refusal to disclose the fate and whereabouts of the person concerned.

56. The term “offences under criminal law” refers to the relevant domestic criminal codes that are 
to be enforced by competent ordinary courts, i.e. neither by any special tribunal, in particular mil-
itary courts (art. 16.2 of the Declaration), nor by administrative agencies or tribunals. The persons 
charged with the offence of enforced disappearance shall enjoy all guarantees of a fair trial estab-
lished in international law (art. 16.4 of the Declaration).

57. It falls into the competence of States to establish the appropriate penalties for the offence of en-
forced disappearance in accordance with their domestic legal standards. They shall, however, take 
into account the “extreme seriousness” of acts of enforced disappearance. In the absence of mitigat-
ing circumstances, appropriate penalties, therefore, in principle mean prison sentences.

58. According to article 4.2, “mitigating circumstances may be established in national legislation 
for persons who, having participated in enforced disappearances, are instrumental in bringing the 
victims forward alive or in providing voluntarily information which would contribute to clarifying 
cases of enforced disappearance”. This provision must, however, be read in conjunction with arti-
cle 18 which states:

“1. Persons who have, or are alleged to have committed offences referred to in article 4, paragraph 
1, above, shall not benefit from any special amnesty law or similar measures that might have the ef-
fect of exempting them from any criminal proceedings or sanction.
“2. In the exercise of the right of pardon, the extreme seriousness of acts of enforced disappearance 
shall be taken into account”.”
2 Disappearances 1995. No se tradujo al español.  Document E/CN.4/1996/38.
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Comentario General sobre el artículo 10 de la Declaración3

22. El artículo 10 de la Declaración es una de las herramientas más concretas y valiosas para dar 
cumplimiento a la obligación general de los Estados de no practicar, permitir o tolerar las desapa-
riciones forzadas (artículo 2), así como de adoptar medidas legislativas, administrativas y judicia-
les para prevenir y terminar con las mismas (artículo 3).

23. Una importante disposición –de naturaleza legislativa, administrativa y judicial- es la conte-
nida en le párrafo 1 del artículo 10, donde se estipula que “toda persona privada de libertad debe-
rá ser mantenida en lugares de detención oficialmente reconocidos y, con arreglo a la legislación 
nacional, presentada sin demora ante una autoridad judicial luego de la aprehensión”. En esta dis-
posición convergen tres obligaciones que, de ser respetadas, prevendrían las desapariciones forza-
das; lugar de detención reconocido, límites a la detención administrativa o preventiva e interven-
ción judicial.

24. La primera obligación es que la persona “privada de libertad deberá ser mantenida en lugares 
de detención oficialmente reconocidos”. Esta disposición supone que esos lugares deben ser oficia-
les –ya que se trate de instalaciones policiales, militares o de cualquier índole- y siempre claramen-
te identificables y reconocidos como tales. Bajo ninguna circunstancia podrían alegarse razones, 
llamadas “de Estado”, de “seguridad nacional” o de otra naturaleza, para justificar o legitimar cen-
tros o lugares clandestinos de detención que, por definición, supondrían una violación de la Decla-
ración, sin excepción alguna.

25. Esta primera obligación está reforzada por las disposiciones contenidas en los párrafos 2 y 3 
del artículo 10.

26. El párrafo 2 establece que la información sobre el lugar de detención de esas personas “se de-
berá proporcionar rápidamente a los miembros de su familia, su abogado o cualquier otra perso-
na que tenga interés legítimo en conocer esa información, salvo voluntad en contrario manifestada 
por las personas privadas de libertad”. No basta, en consecuencia, que la detención se haya prac-
ticado en un lugar oficialmente reconocido, sino que la información sobre el mismo ha de estar a 
disposición de las personas mencionadas en este párrafo. Por ello, debe considerarse que tanto la 
falta de dicha información como los posibles impedimentos a su acceso representan una violación 
de la Declaración.

27. El párrafo 3 se refiere a una obligación muy importante, que es la de mantener un registro ofi-
cial actualizado de todas las personas privadas de libertad y que la información contenida en esos 
registros esté a disposición de las personas mencionadas en el párrafo 2 y de toda autoridad compe-
tente facultada por la legislación nacional, o por cualquier instrumento jurídico internacional, in-
cluido el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias. El Grupo tiene el man-
dato de aclarar la suerte y el paradero de las personas desaparecidas y de velar porque los Estados 
cumplan con la Declaración. Se hace hincapié en el principio de que la información no sólo debe 
existir, sino estar a disposición de una serie de personas que no se limitan ni mucho menos a los 
familiares. El requisito mínimo para esa información es el registro actualizado en cualquier centro 
o lugar de detención, con lo que nunca será suficiente un cumplimiento formal de esta obligación 
llevando un registro cualquiera, sino que éste ha de estar en permanente actualización, lo que sig-
nifica que la información de cada registro tiene que corresponder a la totalidad de las personas pri-

3 Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 1996 (Extracto). 
Documento E/CN.4/1997/34.
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vadas de libertad que se encuentren en dicho centro o lugar de detención. Lo contrario constituiría 
una violación de la Declaración. Además, se estipula que, en materia de registros, cada Estado de-
be tomar medidas para contar con registros centralizados. Con ellos se facilita la ubicación del pa-
radero de una persona que pudiera haber sido privada de libertad, pues no siempre se dispone de 
indicaciones precisas sobre dónde podría haber sido llevada esa persona, lo que sería susceptible 
de aclararse con un registro central actualizado. Ya que la complejidad de algunos países hace difí-
cil pensar en el cumplimiento inmediato de la propuesta de contar con un registro centralizado, la 
obligación mínima a este respecto consiste en “tomar medidas” en esa dirección que, como es lógi-
co, tienen que ser efectivas y traducirse en resultados que vayan surgiendo gradualmente a la luz. 
No “tomar medidas” supondría violar lo dispuesto en la Declaración.

28. La segunda obligación está referida a que la persona privada de libertad deberá ser “presenta-
da ante una autoridad judicial”, con lo que se complementa la disposición anterior sobre lugres de 
detención y disponibilidad de información. No basta con que el lugar de detención sea de los “ofi-
cialmente reconocidos”, ni que exista información exacta sobre los lugares en que se cumple esa de-
tención. La Declaración ha tenido en cuenta aspectos más sustantivos de la detención al estipular 
que la detención administrativa o preventiva debe ser sólo transitoria, pues la persona privada de 
libertad ha de ser “presentada … ante una autoridad judicial”. Se entiende que esta obligación se su-
ma a las analizadas en los párrafos anteriores.

29. La tercera obligación es que sea presentada ante una autoridad judicial “sin demora … luego 
de la aprehensión”, con lo cual se subraya el carácter transitorio y temporal de la detención admi-
nistrativa o preventiva que, per se, no vulnera el derecho internacional ni la Declaración, salvo que 
se prolongue indebidamente y que el detenido no sea puesto “sin demora” a disposición de la au-
toridad judicial. Con esto, una detención que se prolonga indefinidamente o en la que no se pre-
sentan cargos contra el detenido para poder ponerlo a disposición del juez, viola la Declaración. 
El hecho de que esta disposición no fije un plazo máximo para la detención administrativa no de-
be entenderse como una laxitud sin límite, ya que los principios de razonabilidad y proporciona-
lidad y el sentido mismo de la norma indican que debe ser en el plazo más breve posible, es decir, 
unos pocos días, pues no es otro el significado atribuido a “sin demora … luego de la aprehensión”.

30. El cumplimiento de las obligaciones contenidas en el artículo 10 no prevé excepciones en la 
Declaración. Por consiguiente, ni siquiera la existencia de un estado de excepción legitimaría su 
incumplimiento. Las diversas obligaciones estipuladas, asimismo, deben ser todas asumidas como 
condiciones mínimas que han de concurrir para que se pueda interpretar que este artículo de la 
Declaración está siendo respetado por el Estado concernido. En este sentido, se hace referencia a 
la jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos respecto del párrafo 3 del artículo 9 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y a otras normas pertinentes de las Naciones Unidas 
en materia de detención administrativa.
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Comentario General sobre el artículo 17 de la Declaración4

25. Con el fin de centrar la atención de los gobiernos más concretamente en las obligaciones per-
tinentes emanadas de la Declaración, el Grupo de Trabajo, a la luz de su experiencia de las comu-
nicaciones con los gobiernos, decidió adoptar un comentario general acerca de las disposiciones de 
la Declaración que pudiesen requerir ulterior explicación.

26. En su 61º período de sesiones, el Grupo de Trabajo adoptó el siguiente comentario general al 
artículo 17 de la Declaración. El artículo 17 de la Declaración dice así:

“1. Todo acto de desaparición forzada será considerado delito permanente mientras sus autores 
continúen ocultando la suerte y el paradero de la persona desaparecida y mientras no se hayan es-
clarecido los hechos.

2. Cuando los recursos previstos en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos ya no sean eficaces, se suspenderá la prescripción relativa a los actos de desaparición forza-
da hasta que se restablezcan esos recursos.
3. De haber prescripción, la relativa a actos de desaparición forzada ha de ser plazo largo y propor-
cionado a la extrema gravedad del delito.”

27. El artículo 17 establece principios fundamentales destinados a aclarar la naturaleza de las des-
apariciones forzadas y sus consecuencias penales. El sentido y propósito general de este artículo es 
garantizar unas condiciones tales que los responsables de actos que constituyen desapariciones for-
zadas comparezcan ante la justicia, con una interpretación restrictiva de la prescripción. El artículo 
17 se complementa con las disposiciones de los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Declaración.

28. La definición de “delito permanente” (párr. 1) tiene una importancia decisiva para determinar 
las responsabilidades de las autoridades del Estado. Además, este artículo impone unas condicio-
nes muy restrictivas. Su finalidad es impedir que los autores de actos criminales se aprovechen de 
la prescripción. Puede interpretarse en el sentido de limitar las ventajas de la prescripción para los 
autores de estos actos criminales. Al mismo tiempo, como los códigos penales de muchos países es-
tablecen la prescripción de diversos delitos, el párrafo 2 dispone que la prescripción se suspenderá 
cuando los recursos previstos en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos ya no sean eficaces. El Pacto se refiere en particular a la posibilidad de “interponer un recurso 
efectivo” cuando la violación de los derechos humanos “hubiera sido cometida por personas que 
actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales”.

29. En sus decisiones, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha emitido repetidamente 
opiniones plenamente compatibles con las disposiciones del artículo 17. En su fallo de 29 de julio 
de 1988 en el caso Velásquez Rodríguez y en el caso Blake, la Corte concluyó que, dado el carácter 
continuo de la propia desaparición forzada, el Estado estaba obligado a investigar hasta que se hu-
biese determinado el paradero de la víctima (párr. 181). Al justificar su decisión en este último ca-
so, la Corte, en su fallo de 2 de julio de 1996, se refirió explícitamente al artículo 17 de la Declara-
ción (párr. 37). En una opinión separada, el magistrado Antonio Cançado Trindade, quien estuvo 
de acuerdo con el contenido y el sentido del fallo, dijo que el delito constituía una “situación per-

4 Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 2000 (Extracto). Documento E/
CN.4/20001/68
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manente” en la medida en que había sido cometido no de manera instantánea sino de manera con-
tinua y prolongada durante todo el tiempo de la desaparición (párr. 9). Esta opinión separada cita 
casos del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en los que también se consideró la idea de “una 
situación permanente” (De Becker c. Bélgica (1960) y Chipre c. Turquía (1983)).

30. A la jurisprudencia internacional, que en varias ocasiones se ha referido al artículo 17, deben 
añadirse las actuaciones de los tribunales nacionales que, sobre la base de la misma interpretación, 
han asumido la competencia en casos de desapariciones forzadas, incluso en el contexto de amnis-
tías. Durante el año 2000, se han iniciado varias acciones judiciales en Chile, por ejemplo con res-
pecto a casos de desapariciones forzadas que ocurrieron con anterioridad a la Ley de amnistía de 
1978, precisamente basándose en que la idea de “situación permanente” es inherente a la naturale-
za misma de las desapariciones forzadas.

31. Debido a la gravedad de los actos de desapariciones forzadas, esta forma de violación de los de-
rechos humanos infringe diversos derechos irrevocables, con evidentes consecuencias en derecho 
penal. Los acontecimientos recientes en derecho internacional exigen que se dé una clara prioridad 
a las medidas contra estas formas graves de violación de derechos humanos a fin de garantizar que 
se haga justicia y se castigue a los responsables. Así, según el párrafo 2 del artículo 1 de la Declara-
ción, “Todo acto de desaparición forzada… constituye una violación de las normas del derecho in-
ternacional que garantizan a todo ser humano, entre otras cosas, el derecho al reconocimiento de 
su personalidad jurídica, el derecho a la libertad y a la seguridad de su persona y el derecho a no ser 
sometido a torturas ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Viola, además, el 
derecho a la vida o lo pone gravemente en peligro”.

32. La interpretación del artículo 17 debe ser compatible con las disposiciones del párrafo 1 del 
artículo 1, del párrafo 1 del artículo 2, del artículo 3 y del artículo 4 de la Declaración, cuyo objeto 
es castigar esos delitos con penas graves a fin de erradicar esta práctica. Esto explica y justifica un 
criterio restrictivo en la aplicación de la prescripción a este tipo de delito. Así, el párrafo 1 del artí-
culo 1 dispone que “Todo acto de desaparición forzada constituye un ultraje a la dignidad humana. 
Es condenado como una negación de los objetivos de la Carta de las Naciones Unidas y como una 
violación grave y manifiesta de los derechos humanos y de las libertades fundamentales proclama-
dos en la Declaración Universal de Derechos Humanos y reafirmados y desarrollados en otros ins-
trumentos internacionales pertinentes”. Por otra parte, en el párrafo 1 del artículo 2 se especifica 
que “Ningún Estado cometerá, autorizará ni tolerará las desapariciones forzadas”, en tanto que se-
gún el artículo 3, “Los Estados tomarán medidas legislativas, administrativas, judiciales y otras me-
didas eficaces para prevenir o erradicar los actos de desapariciones forzadas en cualquier territorio 
sometido a su jurisdicción”. La necesidad de castigar severamente estos actos se establece claramen-
te en el párrafo 1 del artículo 4 que dice así: “Todo acto de desaparición forzada será condenado, de 
conformidad con el derecho penal, como delito pasible de penas apropiadas que tengan en cuen-
ta su extrema gravedad”.
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Comentario General sobre artículo 18 de la Declaración5

Preámbulo

Preocupan desde hace tiempo al Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias 
los efectos de las medidas jurídicas que dan lugar a amnistías e indultos, así como las medidas de 
mitigación o disposiciones similares que llevan a la impunidad por graves violaciones de los de-
rechos humanos, comprendida la desaparición. En su informe de 1994 (E/CN.4/1994/26), el Gru-
po de Trabajo se refería específicamente a la cuestión de la impunidad y recordaba a los Estados su 
obligación de no elaborar ni promulgar ninguna ley o decreto que permita la inmunidad de quie-
nes perpetran desapariciones. En posteriores informes se ha reiterado esta inquietud.

El Grupo de Trabajo ha seguido estrechamente la evolución del derecho internacional en materia 
de derechos humanos e impunidad. Tiene presente el contenido de la Convención sobre la impres-
criptibilidad de los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad y recuerda las disposicio-
nes del párrafo 2 del artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, las diversas 
decisiones del Comité de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la cuestión de las amnistías, y los in-
formes y estudios independientes sobre la cuestión de la impunidad preparados por expertos inde-
pendientes para el régimen de derechos humanos de las Naciones Unidas.

En sus resoluciones, en particular en la resolución 57/215 titulada “Cuestión de las desapariciones 
forzadas o involuntarias”, la Asamblea General ha alertado al Grupo de Trabajo a seguir examinan-
do la cuestión de la impunidad, teniendo en cuenta las disposiciones correspondientes de la Decla-
ración y los informes finales presentados por los relatores especiales nombrados por la Subcomi-
sión. En su 74º período de sesiones, el Grupo de Trabajo decidió que en sus próximos períodos de 
sesiones examinaría cuestiones relativas a las amnistías y la impunidad.

El Grupo de Trabajo ha decidido formular la siguiente observación general sobre lo que estima que 
es una interpretación correcta del artículo 18 de la Declaración sobre la protección de todas las per-
sonas contra las desapariciones forzadas.

Comentario General

1. El artículo 18 de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desaparicio-
nes forzadas (en adelante, la Declaración) se debe interpretar junto con otros artículos de la De-
claración. Por consiguiente, los Estados deben abstenerse de elaborar o promulgar leyes de am-
nistía que exoneren a quienes perpetran desapariciones forzadas de cualquier procedimiento o 
sanción penales e impidan también la aplicación e implementación debidas de otras disposicio-
nes de la Declaración.

2. Se considerará que una ley de amnistía es contraria a las disposiciones de la Declaración, aun-
que haya sido aprobada en referendo o procedimiento de consulta similar, si a consecuencia de 
su aplicación o implementación se produce directa o indirectamente, alguno o todos estos su-
puestos:

a) Cesar la obligación del Estado de investigar, procesar y castigar a los responsables de las des-
apariciones, como prevén los artículos 4, 13, 14 y 16 de la Declaración;

5 Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 2005 (Extracto). 
Documento E/CN.4/2006/56
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b) Prevenir, obstaculizar o restringir la concesión en medida suficiente de indemnización, reha-
bilitación, compensación y reparación por desapariciones forzadas, como establece el artícu-
lo 19 de la Declaración;

c) Ocultar el nombre de quienes hayan perpetrado una desaparición, violando así el derecho a la 
verdad y la información que cabe inferir del párrafo 2 del artículo 4 y del artículo 9 de la De-
claración;

d) Exonerar a quienes hayan perpetrado desapariciones o tratarlos como si no hubieran cometi-
do tales actos y, por consiguiente, no tuvieran la obligación de indemnizar a la víctima, en vio-
lación de los artículos 4 y 18 de la Declaración;

e) Sobreseer procesos penales o cerrar investigaciones contra presuntos responsables de desapa-
riciones o imponer sanciones insignificantes para que ampare a los responsables el derecho de 
no ser juzgados dos veces por el mismo delito, lo que de hecho conduciría a la impunidad en 
violación del párrafo 1 del artículo 4 de la Declaración.

3. Los siguientes son ejemplos de medidas similares que, aunque no figuren en una ley de amnistía, 
pueden considerarse contrarias a la Declaración:

a) Suspender o cesar la investigación de una desaparición porque no se hubiese logrado, o no fue-
ra posible, identificar a los posibles responsables, en violación del párrafo 6 del artículo 13 de 
la Declaración;

b) Condicionar el derecho de la víctima a la verdad, la información, el recurso, la reparación, la 
rehabilitación o la indemnización a que retire la acusación o se perdone a los presuntos res-
ponsables de la desaparición;

c) Disponer prescripciones en breve plazo o aun cuando se siga cometiendo el delito de desapa-
rición, dada la naturaleza permanente del delito, en violación de los artículos 4 y 17 de la De-
claración;

d) Disponer cualquier prescripción, dado que la práctica de la desaparición constituye un deli-
to de lesa humanidad;

e) Procesar a los responsables con la intención de absolverlos o imponerles sanciones insignifi-
cantes, lo cual equivaldría de hecho a impunidad.

4. A pesar de cuanto antecede, cuando se interpreta junto con otras disposiciones de la Declara-
ción, el artículo 18 permite medidas limitadas y excepcionales que conduzcan directamente a la 
prevención y cesación de las desapariciones, como se prevé en el artículo 3 de la Declaración, in-
cluso si, prima facie, pudiera parecer que estas medidas tienen el efecto de una ley de amnistía o 
medida similar que pudiera conducir a la impunidad.

5. En efecto, en los Estados en que ha habido violaciones sistemáticas o masivas de los derechos hu-
manos como resultado de un conflicto armado interno o de la represión política, las medidas le-
gislativas de gracia que puedan conducir al esclarecimiento de la verdad y a la reconciliación pue-
den constituir la única opción para cesar o prevenir las desapariciones.
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6. Aunque a primera vista pueda parecer que las circunstancias atenuantes equivalen a medidas que 
puedan conducir a la impunidad, éstas se contemplan en el párrafo 2 del artículo 4 de la Declara-
ción en dos casos concretos, es decir, cuando contribuyan a la reaparición con vida de la víctima 
o aporten informaciones que permitan esclarecer la suerte del desaparecido.

7. Asimismo, el ejercicio del derecho de gracia se permite expresamente en el párrafo 2 del artícu-
lo 18 de la Declaración siempre que se tenga en cuenta la extrema gravedad de los actos de des-
aparición forzada.

8. Por consiguiente, en circunstancias excepcionales, cuando los Estados estimen necesario pro-
mulgar leyes para esclarecer la verdad y poner fin a la práctica de las desapariciones forzadas, ta-
les leyes serán compatibles con la Declaración siempre que observen las limitaciones siguientes:

a) No deberán eliminarse completamente las sanciones penales, aunque la legislación no contem-
ple las penas de prisión. En el marco de las medidas de gracia o del reconocimiento de circuns-
tancias atenuantes, siempre se deberá poder imponer sanciones penales alternativas (pago de 
indemnizaciones, trabajos comunitarios, etc.), a las personas a las que, de otro modo, se en-
carcelaría por haber cometido un delito de desaparición.

b) Las medidas de gracia sólo se impondrán tras haberse emprendido un genuino proceso de paz 
o negociaciones bona fide con las víctimas que haya dado por resultado disculpas o expresio-
nes de pesar del Estado o de los responsables y garantías para prevenir las desapariciones en 
el futuro.

c) Quienes hayan perpetrado desapariciones no podrán beneficiarse de tales leyes si el Estado no 
ha cumplido sus obligaciones de investigar las circunstancias pertinentes de las desaparicio-
nes, identificar y detener a los responsables y velar por que se satisfaga el derecho a la justi-
cia, la verdad, la información, el recurso, la reparación, la rehabilitación y la indemnización 
de las víctimas. Los procesos de verdad y reconciliación no deben impedir el funcionamiento 
paralelo de procedimientos especiales de enjuiciamiento e investigación de las desapariciones.

d) En Estados que hayan tenido profundos conflictos internos, las investigaciones y procesamien-
tos penales no se podrán sustituir, pero sí acompañar, por procesos de verdad y reconciliación 
minuciosamente concebidos.

e) 	 La legislación debe prever claramente como objetivo, con adecuados mecanismos de aplica-
ción, el logro efectivo de una paz genuina y sostenible, y garantías a las víctimas de que termi-
nará y no se repetirá la práctica de la desaparición.
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Comentario General sobre el artículo 19 de la Declaración6

72. En el artículo 19 también se menciona explícitamente el derecho de las víctimas y sus fami-
liares “a ser indemnizadas de una manera adecuada”. En consecuencia, los Estados tienen la obli-
gación de adoptar medidas legislativas y de otra índole a fin de permitir que las víctimas soliciten 
una indemnización ante los tribunales o los órganos administrativos especiales facultados a con-
ceder la indemnización. Además de las víctimas que sobrevivieron a la desaparición, sus familias 
también tienen derecho a una indemnización por los sufrimientos padecidos mientras duró la des-
aparición, y en caso de muerte de la víctima, las personas que dependían de ella tienen asimismo 
derecho a la indemnización.

73. La indemnización debe ser “adecuada”, es decir proporcionada a la gravedad de la violación 
de los derechos humanos (por ejemplo, el tiempo que duró la desaparición, las condiciones de de-
tención, etc.) y al sufrimiento de la víctima y de sus familiares. La indemnización monetaria debe 
otorgarse por todo daño resultante de la desaparición forzada tales como daños físicos o mentales, 
oportunidades perdidas, daños materiales y pérdidas de ingresos, daño a la reputación y costos ne-
cesarios para obtener asistencia jurídica o de expertos. Las reclamaciones civiles de indemnización 
no deben estar limitadas por las leyes de amnistía, estar sujetas a disposiciones limitativas ni depen-
der de las sanciones penales impuestas a los autores.

74. El derecho a una indemnización adecuada por actos de desaparición forzada con arreglo al ar-
tículo 19 será distinto al derecho a una indemnización por ejecuciones arbitrarias. En otras pala-
bras, el derecho a una indemnización en relación con un acto de desaparición forzada no depende-
rá de la muerte de la víctima. Sin embargo, “en caso de fallecimiento de la víctimas a consecuencia 
de su desaparición forzada”, las personas dependientes tendrán oración del artículo 19. Si el falleci-
miento de la víctimas no se ha comprobado por medio de una exhumación u otra forma semejan-
te de prueba, los Estados están obligados a contar con los procedimientos jurídicos apropiados pa-
ra que pueda dictarse la presunción de muerte u otra determinación semejante de la condición de 
la víctima que faculte a los dependientes a ejercer su derecho a la indemnización. En las leyes res-
pectivas se especificarán las condiciones legales para dicho procedimiento, tales como el período 
mínimo de desaparición, la categoría de personas que pueden iniciar los procedimientos, etc. En 
tanto que principio general, no se presumirá con oposición de la familia, que la víctima de una des-
aparición forzada haya fallecido.

75. Además de la sanción de los autores y el derecho a una indemnización monetaria, el derecho 
a obtener reparación por actos de desaparición forzada con arregla al artículo 19 comprende tam-
bién “los medios que les aseguren una readaptación tan completa como sea posible”. Esta obliga-
ción se refiere a la atención y a la rehabilitación médica y psicológica por cualquier forma de daño 
físico o mental así como a la rehabilitación legal y social, las garantías de que no se repetirán los ac-
tos, la restauración de la libertad personal, la vida familiar, la ciudadanía, el empleo o la propiedad, 
el regreso de la víctima a su lugar de residencia y otras formas semejantes de restitución, satisfac-
ción y reparación que permitan suprimir las consecuencias de la desaparición forzada.

6 Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 1997 (Extracto). Documento E/
CN.4/1998/43
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Comentario General sobre la definición de desapariciones forzadas7

26. Como resultado del desarrollo del derecho internacional, en particular con respecto a la defi-
nición de desapariciones forzadas, el Grupo de Trabajo decidió redactar un comentario general que 
permitiese formular la definición de desaparición forzada más idónea para proteger a todas las per-
sonas contra las desapariciones forzadas. En marzo de 2007, durante su 81º período de sesiones, el 
Grupo de Trabajo aprobó el siguiente comentario general:

Preámbulo

El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias se ha referido en el pasado al 
alcance de la definición de desapariciones forzadas en el marco de la Declaración sobre la protec-
ción de todas las personas contra las desapariciones forzadas (en lo sucesivo la “Declaración”), en 
participar en su observación general sobre el artículo 4 de la Declaración.

Según la Declaración, se producen desapariciones forzadas cuando se arresta, detiene o traslada 
contra su voluntad a las personas o éstas resultan privadas de su libertad de alguna otra forma por 
agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o particulares que ac-
túan en nombre del Gobierno o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimien-
to, y que luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que están 
privadas de la libertad, sustrayéndolas así a la protección de la ley.

El Grupo de Trabajo ha seguido estrechamente el desarrollo de la legislación internacional de dere-
chos humanos sobre esta cuestión, en particular con respecto a la definición de desapariciones for-
zadas que figura en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (en lo sucesivo el “Estatuto 
de Roma”) y la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Des-
apariciones Forzadas, aprobada recientemente pero que todavía no ha entrado en vigor (en lo su-
cesivo la “Convención Internacional”), así como en la Convención Interamericana sobre Desapari-
ción Forzada de Personas (en lo sucesivo la “Convención Interamericana”).

El Grupo de Trabajo toma nota de que los instrumentos internacionales sobre derechos humanos 
mencionados, es decir, la Declaración, la Convención Internacional y la Convención Interameri-
cana contienen definiciones de desapariciones forzadas que son muy similares. La definición con-
tenida en el Estatuto de Roma difiere de las que figuran en los instrumentos internacionales sobre 
derechos humanos indicados en la medida en que la definición de desapariciones forzadas del Es-
tatuto de Roma incluye: a) grupos políticos como autores potenciales del delito, aunque no actúen 
en nombre o con el apoyo directo o indirecto, el consentimiento o aquiescencia del Gobierno; y b) 
la intención de sustraer a la víctima al amparo de la ley por un período prolongado, como un ele-
mento del delito.

El Grupo de Trabajo estima que debe dar a la definición que figura en la Declaración la interpreta-
ción más idónea para proteger a todas las personas contra las desapariciones forzadas.

7 Informe del Grupo de trabajo sobre las desapariciones forzadas o involuntarias, 2007. Documento /HRC/7/2
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Sobre la base de lo que precede, el Grupo de Trabajo ha decidido formular el siguiente comenta-
rio general.

Comentario General

1. 	 Por lo que respecta a los autores del delito, el Grupo de Trabajo ha determinado claramente 
que, a efectos de su labor, las desapariciones forzadas sólo se consideran tales cuando el acto en 
cuestión lo cometen agentes estatales o particulares o grupos organizados (por ejemplo grupos 
paramilitares) que actúan en nombre o con el apoyo directo o indirecto del Gobierno o con su 
consentimiento o aquiescencia.

2. 	 El Grupo de Trabajo está de acuerdo con las disposiciones del artículo 3 de la Convención Inter-
nacional en el sentido de que los Estados tomarán las medidas apropiadas para investigar los ac-
tos equiparables a las desapariciones forzadas cometidos por personas o grupos de personas que 
actúen sin la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado y procesar a los responsables.

3. 	 El Grupo de Trabajo ha manifestado en su observación general sobre el artículo 4 de la Declara-
ción que, aunque los Estados no están obligados a seguir estrictamente en sus códigos penales la 
definición contenida en la Declaración, se asegurarán de que el acto de la desaparición forzada se 
defina de forma que lo distinga claramente de otros delitos afines, como el rapto o el secuestro.

4. 	 Sobre la base de lo que precede, el Grupo de Trabajo no admite los casos relativos a actos simi-
lares a las desapariciones forzadas cuando se atribuyen a personas o grupos que no actúan en 
nombre o con el apoyo directo o indirecto, el consentimiento o aquiescencia del Gobierno, co-
mo los movimientos terroristas o insurgentes, que combaten al Gobierno en su propio territo-
rio, ya que considera que debe respetar estrictamente la definición que figura en la Declaración.

5. 	 De conformidad con el párrafo 2 del artículo 1 de la Declaración, todo acto de desaparición for-
zada tiene como consecuencia sustraer a la víctima de la protección de la ley. Así pues, el Gru-
po de Trabajo admite casos de desaparición forzada sin exigir que la información en que una 
fuente denuncia un caso demuestre o presuma la intención del autor de sustraer a la víctima a 
la protección de la ley.

6. 	 En los casos en que el Grupo de Trabajo recibe informes de desapariciones forzadas en que la víc-
tima ya ha aparecido muerta, el Grupo de Trabajo, de acuerdo con sus métodos de trabajo no ad-
mitiría el caso para transmitirlo al Gobierno respectivo, ya que se trataría de un caso ab initio. En 
realidad, según sus métodos de trabajo, la aclaración se produce cuando se demuestra claramente 
el paradero de la persona desaparecida, independientemente de que la persona esté viva o muer-
ta. Sin embargo, esto no significa que estos casos no respondan a la definición de desaparición for-
zada que figura en la Declaración, si la privación de libertad tuvo lugar: a) contra la voluntad de 
la persona interesada; b) con la participación de agentes del Gobierno, al menos indirectamente 
o con su aquiescencia; y c) los agentes del Gobierno se niegan posteriormente a reconocer el he-
cho o a revelar la suerte o el paradero de la persona interesada. Esto significa que de acuerdo con 
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el mandato del Grupo de Trabajo relativo a la supervisión de la aplicación de la Declaración, estos 
informes pueden transmitirse al Gobierno en cuestión con arreglo al método de “denuncias gene-
rales”, pero no con arreglo al procedimiento de urgencia ni con arreglo al “procedimiento ordina-
rio”, en el sentido en que se utilizan estos términos en los métodos de trabajo del Grupo de Traba-
jo. Con arreglo al método de las denuncias generales, el Grupo de Trabajo invitaría a los gobiernos 
interesados a comentar las medidas que deben adoptarse en virtud de la Declaración para investi-
gar estos casos, procesar a los autores, respetar el derecho a una indemnización adecuada y tam-
bién adoptar medidas para poner fin e impedir las desapariciones forzadas.

7. 	 Conforme a la definición de desapariciones forzadas que figura en la Declaración, el delito en 
cuestión comienza con el arresto, detención o traslado contra su voluntad de la víctima, lo que 
significa que la desaparición forzada puede iniciarse con una detención ilegal o con un arresto o 
detención inicialmente legal. Es decir que la protección de la víctima contra la desaparición for-
zada debe resultar efectiva contra la privación de libertad, cualquiera que sea la forma que ésta 
revista, y no limitarse a los casos de privación ilegal de libertad.

8. 	 Aunque el Grupo de Trabajo en su observación general sobre el artículo 10 de la Declaración ha 
mantenido que cualquier detención que se prolongue indebidamente constituye una violación de la 
Declaración, esto no significa que la Declaración permita una detención breve, ya que el Grupo de 
Trabajo aclara inmediatamente que una detención, en que no se formulen cargos contra el detenido 
para que pueda comparecer ante la autoridad judicial, constituye una violación de la Declaración.

9. 	 Como el Grupo de Trabajo indicaba en la misma observación general la detención administra-
tiva o preventiva, per se, no constituye una violación del derecho internacional o de la Declara-
ción. Sin embargo, si la detención, aunque sea por breve tiempo, va seguida de una ejecución 
extrajudicial, esta detención no puede considerarse administrativa o preventiva en virtud del 
artículo 10 de la Declaración, sino más bien como una situación cuya consecuencia inmedia-
ta es sustraer al detenido a la protección de la ley. El Grupo de Trabajo considera que cuando el 
cadáver de la víctima aparece mutilado o con claros indicios de haber sido torturada, o con los 
brazos o piernas atados, estas circunstancias indican claramente que la detención no fue segui-
da inmediatamente de una ejecución, sino que la privación de libertad duró algún tiempo, al 
menos algunas horas o días. Una situación de esta naturaleza no sólo constituye una violación 
del derecho a no ser objeto de desaparición, sino también del derecho a no ser sometido a tor-
turas, del derecho al reconocimiento como persona ante la ley y del derecho a la vida, conforme 
a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 1 de la Declaración.

10. En consecuencia, una detención seguida de una ejecución extrajudicial como la descrita en el 
párrafo anterior constituye una desaparición forzada en sentido propio, siempre que esa deten-
ción o privación de libertad la hayan realizado agentes gubernamentales, de cualquier sector o 
nivel, o grupos organizados o particulares que actúen en nombre o con el apoyo directo o indi-
recto del Gobierno o con su consentimiento o aquiescencia, y que con posterioridad a la deten-
ción o incluso después de haberse llevado a cabo la ejecución, se nieguen a revelar la suerte o el 
paradero de esas personas o a reconocer que el acto se haya cometido en absoluto.
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Comentario General sobre las desapariciones forzadas como 
crimen de lesa humanidad8

39. De resultas de la evolución del derecho internacional, el Grupo de Trabajo está elaborando una 
serie de comentarios generales, entre otros sobre las desapariciones forzadas como un delito con-
tinuo y una violación continua de los derechos humanos. En 2009, el Grupo de Trabajo finalizó el 
comentario general siguiente sobre las desapariciones forzadas como crimen de lesa humanidad, 
que se aprobó en su 87º período de sesiones.
Preámbulo

En la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas de 
1992 se afirma la vinculación entre las desapariciones forzadas y los crímenes de lesa humanidad. 
En el párrafo cuarto de su preámbulo, se declara que la “práctica sistemática [de las desapariciones 
forzadas] representa un crimen de lesa humanidad”.

El Grupo de Trabajo considera que esta disposición debe ser interpretada a la vista de los aconteci-
mientos jurídicos que han tenido lugar desde 1992.

En virtud de lo expuesto, el Grupo de Trabajo ha decidido redactar el siguiente comentario general.

Comentario General

1)  	 El concepto de crímenes de lesa humanidad ha sido reconocido por el derecho internacional 
desde hace mucho tiempo. La vinculación entre las desapariciones forzadas y los crímenes de 
lesa humanidad fue explícitamente reconocida por la resolución 666 (XIII-0/83) de la Asam-
blea General de la Organización de los Estados Americanos, de 1983, que describía la práctica 
de las desapariciones forzadas per se como un crimen de lesa humanidad; dicho de otra forma: 
cualquier acto de desaparición forzada es considerado, de conformidad con ese texto, como 
un crimen de lesa humanidad.

2)  	 La Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, de 1994, reafirma, 
en el párrafo sexto de su preámbulo, que “la práctica sistemática de la desaparición forzada de 
personas constituye un crimen de lesa humanidad”.

3)  	 El artículo 18 del proyecto de código de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad 
de la Comisión de Derecho Internacional, de 1996, define los crímenes de lesa humanidad de 
la siguiente manera: “Por crimen contra la humanidad se entiende la comisión sistemática o 
en gran escala e instigada o dirigida por un gobierno o por una organización política o grupo 
de cualquiera de los actos siguientes”; esta definición es aplicable a todos los crímenes enume-
rados en el artículo, entre los cuales figuran las desapariciones forzadas.

4) 	 El párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de Roma por el que se establece la Corte Penal Interna-
cional, de 1998, también ofrece una definición general del concepto de crímenes de lesa hu-
manidad, aplicable a todos los crímenes indicados en el mencionado párrafo, incluidas las 
desapariciones forzadas. Esta definición contiene diversos criterios: “A los efectos del presen-
te Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes 
cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población 
civil y con conocimiento de dicho ataque”.

8 Informe del Grupo de trabajo sobre las desapariciones forzadas o involuntarias, 2009. Documento A/HRC/13/31.
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5) 	 En el artículo 5 de la Convención Internacional para la protección de todas las personas con-
tra las desapariciones forzadas, de 2006, se dispone lo siguiente: “La práctica generalizada o 
sistemática de la desaparición forzada constituye un crimen de lesa humanidad tal como está 
definido en el derecho internacional aplicable y entraña las consecuencias previstas por el de-
recho internacional aplicable”.

6)  	 Esta disposición, aunque recuerda los criterios que son similares a los enunciados en el pro-
yecto de código de la Comisión de Derecho Internacional, al mencionar el “crimen de lesa hu-
manidad tal como está definido en el derecho internacional aplicable” está de hecho refirién-
dose esencialmente a otros instrumentos o fuentes del derecho internacional. Los travaux 
préparatoires confirman que los Estados no pretendían definir las desapariciones forzadas co-
mo un crimen de lesa humanidad, sino principalmente recordar que, de acuerdo con otros 
instrumentos y fuentes del derecho internacional, esta era una calificación aceptada.

7) 	  Sobre la base tanto de la jurisprudencia de los tribunales internacionales como del Estatuto de 
la Corte Penal Internacional, puede observarse que los crímenes de lesa humanidad son crí-
menes cometidos en un contexto. Dicho de otro modo, los crímenes de lesa humanidad se ca-
racterizan por sus elementos contextuales. Estos elementos específicos son los que permiten 
diferenciar, por ejemplo, un asesinato calificado como un delito común de un asesinato que 
constituye un crimen de lesa humanidad.

8) 	 Consideraciones parecidas se aplican a las desapariciones forzadas, que sólo pueden calificar-
se de crímenes de lesa humanidad cuando se cometen en un contexto determinado.

9) 	 Así pues, el párrafo cuarto del preámbulo de la Declaración de 1992 ha dejado de estar en con-
sonancia con el derecho internacional vigente. La jurisprudencia de los tribunales penales in-
ternacionales y los tribunales mixtos, así como el Estatuto de Roma de la Corte Penal Interna-
cional, ofrecen muestras convincentes del derecho internacional vigente en esta materia.

10) 	 La jurisprudencia de los dos tribunales penales internacionales especiales viene dada, entre 
otros, por el fallo de la Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugo-
slavia en el caso Kunarac y otros (12 de junio de 2002, IT-96-23 y 23/1-A, véanse los párrafos 
71 a 105), en el cual la Sala de Apelaciones consideró que los elementos contextuales de los crí-
menes de lesa humanidad eran los siguientes:

a) Que hubiera tenido lugar un “ataque”;

b) Que el ataque estuviera dirigido contra cualquier población civil;

c) Que el ataque hubiera sido generalizado o sistemático;

d) Que el autor tuviera conocimiento del ataque.

11) 	 Estos mismos elementos se repiten en el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, que dice así: “A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de le-
sa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque”.
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12) 	 El Estatuto de la Corte Penal Internacional ha sido ratificado por más de 100 países. En una 
decisión histórica, la Sala de Cuestiones Preliminares I de la Corte Penal Internacional se re-
firió con frecuencia al fallo Kunarac para interpretar el párrafo 1 del artículo 7 (El fiscal c. Ah-
mad Muhammad Harun (“Ahmad Harun”) y Ali Muhammad Ali Abd-Al-Rahman (“Ali Kusha-
yb”), Nº ICC-02/05-01/07, decisión sobre el requerimiento fiscal con arreglo al párrafo 7 del 
artículo 58 del Estatuto, 27 de abril de 2007, párrs. 60 a 62).

13) 	 Debe observarse también que el párrafo 1 del artículo 7 ha sido incorporado a los estatutos de 
otros tribunales internacionales y mixtos, incluido el Tribunal Especial para Sierra Leona, las 
Salas Especiales de Delitos Graves de Timor-Leste y las Salas Especiales en los Tribunales de 
Camboya.

14) 	 El Grupo de Trabajo está, por lo tanto, convencido de que la definición contenida en el párra-
fo 1 del artículo 7 del Estatuto de la Corte Penal Internacional refleja actualmente el derecho 
internacional consuetudinario y puede, por consiguiente, utilizarse para interpretar y aplicar 
las disposiciones de la Declaración.

15) 	 En caso de presentarse denuncias de desapariciones forzadas que pudieran constituir críme-
nes de lesa humanidad, el Grupo de Trabajo evaluará esas denuncias a la luz de los criterios 
enumerados en el párrafo 1 del artículo 7 del Estatuto de Roma, tal y como estos son interpre-
tados por los tribunales internacionales y mixtos y, llegado el caso, las remitirá a las autorida-
des competentes, ya sean internacionales, regionales o nacionales.
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Comentario General sobre la desaparición forzada como delito 
continuado9

39. En 2010, el Grupo de Trabajo aprobó dos comentarios generales: uno sobre la desaparición 
forzada como delito continuado y otro sobre el derecho a la verdad en relación con las desapari-
ciones forzadas.

Preámbulo

Con el fin de centrar la atención de los Estados más eficazmente en las obligaciones pertinentes ema-
nadas de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, el 
Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias decidió aprobar un comentario ge-
neral acerca de las disposiciones de la Declaración que pudiesen requerir ulterior explicación.

El siguiente comentario general complementa el comentario general anterior sobre el artículo 17 de la 
Declaración en relación con la interpretación del carácter continuado del delito de desaparición forzada.

En derecho internacional, “la violación de una obligación internacional mediante un hecho del Es-
tado que tiene carácter continuo se extiende durante todo período en el cual el hecho continúa y 
se mantiene su falta de conformidad con la obligación internacional” (artículos sobre la responsa-
bilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, resolución 56/83 de la Asamblea Gene-
ral, art. 14, párr. 2).

Diversos tratados internacionales y tribunales internacionales, regionales y nacionales han recono-
cido que la desaparición forzada es un acto que continúa y un delito continuado.

El artículo 17, párrafo 1, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la protección de todas las 
personas contra las desapariciones forzadas reza:

“Todo acto de desaparición forzada será considerado delito per-
manente mientras sus autores continúen ocultando la suerte y el 
paradero de la persona desaparecida.”

Este carácter continuo de las desapariciones forzadas tiene consecuencias por lo que se refiere a la apli-
cación del principio de no retroactividad, tanto en el derecho de los tratados como en el derecho penal.

El artículo 28 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, establece que:

“Las disposiciones de un tratado no obligarán a una parte res-
pecto de ningún acto o hecho que haya tenido lugar con ante-
rioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para esa parte 
ni de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de exis-
tir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o 
conste de otro modo.”

Algunos Estados han adoptado también la práctica, cuando ratifican una convención, de formular 
una reserva en la que establecen que el tratado no se aplicará a actos que hayan sucedido antes de 
la entrada en vigor de ese tratado para el Estado.

9 Informe del Grupo de trabajo sobre las desapariciones forzadas o involuntarias, 2010. Documento A/HRC/16/48
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Asimismo, la Declaración Universal de Derechos Humanos dispone, en su artículo 11, párrafo 2:

“Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momen-
to de cometerse no fueron delictivos según el derecho nacional 
o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la 
aplicable en el momento de la comisión del delito.”

En base a lo expresado anteriormente, el Grupo de Trabajo ha decidido formular su comentario ge-
neral en los siguientes términos:

Comentario General

1)  Las desapariciones forzadas son el prototipo de actos continuos. El acto comienza en el momen-
to del secuestro y se prolonga durante todo el período de tiempo en que el delito no haya cesado, 
es decir, hasta que el Estado reconozca la detención o proporcione información sobre la suerte 
o el paradero de la persona desaparecida.

2)  Aunque una conducta viole varios derechos, incluido el derecho al reconocimiento de una per-
sona ante la ley, su derecho a la libertad y a la seguridad y el derecho a no ser sometida a tortura 
ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes y viole, además, el derecho a la vida 
o lo ponga gravemente en peligro, el Grupo de Trabajo considera que una desaparición forzada 
es un acto único y consolidado y no una combinación de actos. Aun cuando varios aspectos de 
la violación puedan haberse completado antes de la entrada en vigor del instrumento nacional o 
internacional pertinente, si otras partes de la violación persisten, y mientras no se determine la 
suerte o el paradero de la víctima, deberá considerarse el caso y no deberá fragmentarse el acto.

3)  Así pues, cuando la desaparición forzada se inició antes de la entrada en vigor de un instrumen-
to o antes de que un Estado determinado aceptase la jurisdicción del órgano competente, el he-
cho de que la desaparición continúe tras la entrada en vigor o la aceptación de la jurisdicción 
atribuye a la institución la competencia y la jurisdicción para entender del caso de desaparición 
forzada en su conjunto y no sólo de los actos u omisiones imputables al Estado que se produje-
ron tras la entrada en vigor del instrumento legal pertinente o la aceptación de la jurisdicción.
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4)  El Grupo de Trabajo considera, por ejemplo, que cuando se ha reconocido que un Estado es res-
ponsable de haber cometido una desaparición forzada que comenzó antes de la entrada en vi-
gor del instrumento jurídico pertinente y que persistió tras su entrada en vigor, el Estado incu-
rre en responsabilidad por todas las violaciones derivadas de la desaparición forzada y no sólo 
por las violaciones que se produjeron tras la entrada en vigor del instrumento.

5)  Análogamente, en derecho penal, el Grupo de Trabajo opina que, como consecuencia del carác-
ter continuo de la desaparición forzada, es posible condenar a una persona por la desaparición 
sobre la base de un instrumento jurídico promulgado después de que comenzara la desapari-
ción forzada no obstante el principio fundamental de no retroactividad. No es posible separar 
el delito, y la condena debe abarcar la desaparición forzada en su conjunto.

6)  En la medida de lo posible, los tribunales y otras instituciones deberían considerar la desapari-
ción forzada como un delito o una violación de derechos humanos de carácter continuo mien-
tras no hayan cesado todos los elementos del delito o de la violación.

7)  Cuando una ley o un reglamento parezca contradecir la doctrina de la violación continuada, el 
órgano competente debería interpretar la disposición de la manera más restringida posible a fin 
de ofrecer un recurso o poder enjuiciar a los autores de la desaparición.

8)  Con el mismo espíritu, las reservas que excluyan la competencia de ese órgano con respecto a 
los actos u omisiones que se produjeron antes de la entrada en vigor del instrumento legal per-
tinente o a la aceptación de la competencia de la institución, deberían interpretarse de modo 
que no constituyan un obstáculo para hacer responsable a un Estado de una desaparición for-
zada que continúa después de ese momento.
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Comentario General sobre el derecho a la verdad en relación con 
las desapariciones forzadas10

Preámbulo

El derecho a la verdad, denominado a veces derecho a conocer la verdad, en relación con las viola-
ciones de derechos humanos está actualmente ampliamente reconocido en derecho internacional. 
Así lo demuestran los numerosos reconocimientos de su existencia como derecho autónomo a ni-
vel internacional y la práctica de los Estados a nivel nacional. El derecho a la verdad no sólo se apli-
ca a las desapariciones forzadas. Sin embargo, este comentario general se refiere únicamente a las 
desapariciones forzadas en el contexto de la Declaración sobre la protección de todas las personas 
contra la desaparición forzada.

A nivel internacional, el derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas o las perso-
nas desaparecidas se reconoce en diversos instrumentos. El artículo 32 del Protocolo I de los Con-
venios de Ginebra establece “el derecho que asiste a las familias de conocer la suerte de sus miem-
bros”. El artículo 24 de la Convención Internacional para la protección de todas las personas contra 
la desaparición forzada, de 2006, dispone que:

“Cada víctima tiene el derecho de conocer la verdad sobre las cir-
cunstancias de la desaparición forzada, la evolución y resultados 
de la investigación y la suerte de la persona desaparecida. Cada 
Estado parte tomará las medidas adecuadas a este respecto.”

La existencia del derecho a la verdad como un derecho autónomo fue reconocida por el Grupo de 
Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias en su primer informe (E/CN.4/1435, 22 
de enero de 1981, párr. 187). También lo han reconocido otros órganos internacionales a nivel uni-
versal y regional (véase, como ejemplo concreto de jurisprudencia pertinente, el “Estudio sobre el 
derecho a la verdad”, informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (E/CN.4/2006/91, 8 de febrero de 2006)); diversos órganos intergubernamen-
tales, incluida la Comisión de Derechos Humanos y, actualmente, el Consejo de Derechos Huma-
nos (véanse la resolución 2005/66, de 20 de abril de 2005, de la Comisión; la decisión 2/105, de 27 
de noviembre de 2006; la resolución 9/11, de 18 de septiembre de 2008; y la resolución 12/12, de 1º 
de octubre de 2009, del Consejo).

La existencia del derecho a la verdad en el derecho internacional está aceptada por la práctica de los 
Estados que incluye tanto la jurisprudencia como el establecimiento de diversos mecanismos que 
buscan la verdad en el período siguiente a crisis graves de derechos humanos, dictaduras o con-
flictos armados (véase “Estudio sobre el derecho a la verdad”, op. cit.). Esos mecanismos incluyen 
la instrucción de causas penales y la creación de “comisiones de la verdad”, cuyo fin es esclarecer 
violaciones cometidas en el pasado y, en general, facilitar la reconciliación entre distintos grupos.

El derecho a la verdad es un derecho tanto colectivo como individual. Toda víctima tiene derecho 
a conocer la verdad sobre las violaciones que le afectan, pero la verdad debe comunicarse también 
a la sociedad como “una salvaguardia fundamental contra la repetición de tales violaciones”, según 
se indica en el principio 2 del Conjunto de principios para la protección y la promoción de los de-
rechos humanos mediante la lucha contra la impunidad (E/CN.4/2005/102/Add.1).

10 Informe del Grupo de trabajo sobre las desapariciones forzadas o involuntarias, 2010. Documento A/HRC/16/48.
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En el principio 3 de ese documento se especifica que el Estado tiene el correspondiente “deber de 
recordar”:

“El conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión 
forma parte de su patrimonio, y por ello, se debe conservar 
adoptando medidas adecuadas en aras del deber de recordar 
que incumbe al Estado para preservar los archivos y otras prue-
bas relativas a violaciones de los derechos humanos y el derecho 
humanitario y para facilitar el conocimiento de tales violacio-
nes. Esas medidas deben estar encaminadas a preservar del ol-
vido la memoria colectiva y, en particular, evitar que surjan tesis 
revisionistas y negacionistas.”

El principio 4 establece el “derecho de las víctimas a saber” como derecho individual:

“Independientemente de las acciones que puedan entablar ante 
la justicia, las víctimas y sus familias tienen el derecho impres-
criptible a conocer la verdad acerca de las circunstancias en que 
se cometieron las violaciones y, en caso de fallecimiento o des-
aparición, acerca de la suerte que corrió la víctima.”

El Grupo de Trabajo ha recomendado muchas veces que los Estados adopten medidas para promo-
ver la verdad, ofrecer una reparación a las víctimas y velar por la reconciliación en sus sociedades 
como medio para realizar el derecho a la verdad y el derecho a reparación integral para las víctimas 
de desapariciones forzadas. Sobre la base de su experiencia, el Grupo de Trabajo reconoce que es-
tos procesos resultan a menudo fundamentales para evitar que sigan produciéndose desaparicio-
nes forzadas y para esclarecer casos, revelando la verdad sobre la suerte o el paradero de las perso-
nas desaparecidas. No obstante, el Grupo de Trabajo subraya que la reconciliación entre el Estado 
y las víctimas de desapariciones forzadas no puede tener lugar sin el esclarecimiento de todos los 
casos individuales.

En la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, de 
1992, se enumeran diversas obligaciones que se derivan del derecho a la verdad. Sobre la base de lo 
anterior, el Grupo de Trabajo ha decidido aprobar el siguiente comentario general:

Comentario General

1) 	 El derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas se refiere al derecho a cono-
cer los progresos y resultados de una investigación, la suerte y el paradero de las personas des-
aparecidas y las circunstancias de la desaparición, así como la identidad del autor o los autores 
de la desaparición.

2) 	 El derecho a la verdad en relación con las desapariciones forzadas debe distinguirse claramen-
te del derecho a la información y, en particular, del derecho de los familiares u otras personas 
con un interés legítimo y sus representantes o abogados a obtener información sobre una per-
sona privada de libertad. El derecho a la información sobre la persona detenida, junto con el 
derecho inderogable del hábeas corpus, deben considerarse instrumentos fundamentales para 
evitar que se produzcan desapariciones forzadas.

3) 	 En el artículo 13 de la Declaración se reconoce la obligación del Estado de investigar los casos 
de desaparición forzada. En el párrafo 4 del artículo 13 se especifica que “los resultados de la 
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investigación se comunicarán a todas las personas interesadas, a su solicitud, a menos que con 
ello se obstaculice la instrucción de una causa penal en curso”. Habida cuenta de los aconteci-
mientos ocurridos desde 1992, el Grupo de Trabajo considera que la última parte del párra-
fo debería interpretarse de manera restrictiva. De hecho, debe hacerse plenamente partícipes 
a los familiares de la víctima en la investigación de la desaparición forzada. La denegación de 
información restringe el derecho a la verdad. Esa limitación debe guardar estrictamente pro-
porción con el único fin legítimo: evitar poner en peligro la instrucción de una causa penal en 
curso. El hecho de negarse en absoluto a facilitar información o a comunicarse con los fami-
liares, dicho de otro modo, una denegación rotunda, constituye una violación del derecho a la 
verdad. El hecho de facilitar información general sobre las cuestiones de procedimiento, por 
ejemplo que se ha sometido el asunto a la consideración de un juez es insuficiente y debería 
considerarse una violación del derecho a la verdad. El Estado tiene la obligación de permitir 
que toda persona interesada conozca las medidas concretas que se han adoptado para esclare-
cer la suerte y el paradero del desaparecido. Esta información debe incluir las medidas adopta-
das en base a las pruebas proporcionadas por los familiares u otros testigos. Si bien las necesi-
dades de la instrucción de una causa penal pueden justificar una restricción de la divulgación 
de determinados datos, la legislación nacional debe prever un recurso para revisar esa dene-
gación de información a todas las personas interesadas. Esta revisión debe poder llevarse a ca-
bo en el momento de la denegación inicial de información y, posteriormente, con regularidad 
para asegurarse de que persisten los motivos de la necesidad invocada por la autoridad públi-
ca para no divulgar la información.

4)	 El párrafo 6 del artículo 13 dispone que “deberá poderse hacer una investigación, con arreglo a 
las modalidades descritas en los párrafos que anteceden, mientras no se haya aclarado la suer-
te de la víctima de una desaparición forzada”. La obligación de seguir investigando mientras 
no se hayan esclarecido la suerte y el paradero de la persona desaparecida es una consecuencia 
del carácter continuado de las desapariciones forzadas (véase el comentario general del Gru-
po de Trabajo sobre el artículo 17 y su comentario general sobre la desaparición forzada como 
violación continuada de derechos humanos y como crimen continuado).

También deja claro que el derecho de los familiares a conocer la verdad sobre la suerte y el pa-
radero de las personas desaparecidas es un derecho absoluto, no sujeto a ningún tipo de limi-
tación o suspensión. El Estado no puede invocar ningún fin legítimo o circunstancia excep-
cional para restringir ese derecho. Este carácter absoluto se deriva también del hecho de que 
la desaparición forzada causa “angustia y pesar” (quinto párrafo del preámbulo de la Declara-
ción) a la familia, un sufrimiento que se sitúa en el umbral de la tortura, como también se de-
duce del párrafo 2 del artículo 1 de la misma Declaración, que establece que: “Todo acto de 
desaparición forzada (…) constituye una violación de las normas del derecho internacional 
que garantizan (…) el derecho a no ser sometido a torturas ni a otras penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes”. A este respecto, el Estado no puede restringir el derecho a cono-
cer la verdad sobre la suerte y el paradero de la persona desparecida, ya que esa restricción só-
lo agravaría y prolongaría la tortura continua infligida a los familiares.

5) 	 Las principales obligaciones del Estado en relación con el derecho a la verdad son, sobre to-
do, de procedimiento e incluyen: la obligación de investigar hasta que se esclarezca la suerte 
y el paradero de la persona; la obligación de comunicar los resultados de las investigaciones a 
las partes interesadas según las condiciones que se expresan en el párrafo 3 del comentario ge-
neral; la obligación de facilitar el pleno acceso a los archivos; y la obligación de proporcionar 
una protección plena a los testigos, los familiares, los jueces y otras personas que participen en 
cualquier investigación. Existe una obligación absoluta de tomar todas las medidas necesarias 
para encontrar a la persona, pero no existe una obligación absoluta de obtener resultados. De 
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hecho, en determinados casos, el esclarecimiento es difícil o imposible, por ejemplo cuando, 
por diversas razones, no es posible encontrar un cadáver. Una persona puede haber sido obje-
to de una ejecución sumaria, pero quizá resulte imposible encontrar sus restos porque la per-
sona que enterró el cadáver haya fallecido y nadie más disponga de información sobre la suer-
te que ha corrido la víctima. Con todo, el Estado tiene la obligación de investigar hasta que 
pueda determinar, por presunción, la suerte o el paradero de la persona.

En su comentario general sobre el artículo 19 (derecho a una indemnización), el Grupo de 
Trabajo señaló que: “en tanto que principio general, no se presumirá, con la oposición de la fa-
milia, que la víctima de una desaparición forzada ha fallecido”.

6) 	 El derecho a conocer la verdad sobre la suerte y el paradero incluye, cuando se descubre que la 
persona desparecida ha fallecido, el derecho de la familia a recuperar los restos mortales de su 
ser querido y organizar el entierro de acuerdo con sus tradiciones, religión o cultura. Los res-
tos de la persona deben identificarse con claridad y sin margen de error, recurriendo incluso 
a un análisis del ADN si fuera necesario. El Estado, o cualquier otra autoridad, deberán abste-
nerse de iniciar el proceso de identificación de los restos o disponer de ellos sin la plena par-
ticipación de la familia y sin informar abiertamente a la opinión pública de esas medidas. Los 
Estados deben adoptar todas las medidas necesarias para solicitar los servicios de expertos fo-
renses y utilizar métodos científicos de identificación hasta donde permitan los recursos dis-
ponibles, incluso con asistencia y cooperación internacional.

7) 	 El derecho a conocer la verdad sobre la suerte y el paradero se aplica también a los casos de ni-
ños nacidos durante la desaparición forzada de la madre y posteriormente objeto de adopción 
ilegal. En el artículo 20 de la Declaración se establece que esos actos de secuestro, “así como 
la falsificación o supresión de documentos que atestiguan su verdadera identidad, constituyen 
delitos de naturaleza sumamente grave que deberán ser castigados como tales”. En la misma 
disposición se establece también que los Estados “se esforzarán por buscar e identificar a esos 
niños para restituirlos a su familia de origen”. Esto significa que debe revelarse la falsedad de la 
adopción. Las familias de la persona desaparecida y del niño tienen un derecho absoluto a co-
nocer la verdad sobre el paradero de éste. Sin embargo, en el párrafo 2 del mismo artículo se 
busca un equilibrio en cuanto a la posibilidad de proceder al examen de la adopción. Ese equi-
librio, habida cuenta de preservar el interés superior del niño, no prejuzga el derecho a cono-
cer la verdad sobre la familia de origen o el paradero del menor.

8)  	 En cambio, el derecho a conocer la verdad sobre las circunstancias de la desaparición no es un 
derecho absoluto. La práctica de los Estados indica que, en algunos casos, se ha preferido ocul-
tar parte de la verdad para facilitar la reconciliación. En particular, sigue existiendo contro-
versia sobre si debe revelarse el nombre de los autores como una consecuencia del derecho a 
conocer la verdad. Se ha sostenido que no conviene divulgar el nombre de los autores en pro-
cesos como las “comisiones de la verdad”, cuando los autores no gozan de las garantías legales 
que normalmente se conceden a las personas en un proceso penal, en particular el derecho a la 
presunción de inocencia. A pesar de todo, con arreglo al artículo 14 de la Declaración, el Esta-
do tiene la obligación de procesar a los presuntos autores de una desaparición forzada “cuando 
las conclusiones de una investigación oficial lo justifiquen y a menos que hayan sido extradi-
tados a otro Estado que ejerce su jurisdicción de conformidad con los convenios internacio-
nales vigentes en la materia, [entregándolos] a las autoridades civiles competentes del primer 
Estado a fin de ser procesados y juzgados”.

Sin embargo, en su comentario general sobre el artículo 18 de la Declaración, el Grupo de Tra-
bajo señaló que la prohibición de amnistía establecida en el artículo 18 admite “medidas li-
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mitadas y excepcionales que conduzcan directamente a la prevención y la cesación de las des-
apariciones, como se prevé en el artículo 3 de la Declaración, incluso si, prima facie pudiera 
aparecer que estas medidas tienen el efecto de una ley de amnistía o medida similar que pu-
diera conducir a la impunidad”.

El Grupo de Trabajo añadía:

“En efecto, en los Estados en que ha habido violaciones sistemá-
ticas o masivas de los derechos humanos como resultado de un 
conflicto armado interno o de la represión política, las medidas 
legislativas de gracia que puedan conducir al esclarecimiento de 
la verdad y a la reconciliación pueden constituir la única opción 
para cesar o prevenir las desapariciones.”

En otras palabras, las restricciones del derecho a la verdad no afectan al derecho de las vícti-
mas a que se haga justicia, es decir, la decisión de no revelar el nombre de los autores en un 
proceso de la verdad no obsta para su procesamiento, mientras que la realización del derecho a 
la verdad puede, en circunstancias excepcionales, limitar el derecho a la justicia, dentro de los 
límites estrictos expresados en los párrafos 6 y 8 del comentario general del Grupo de Trabajo 
sobre el artículo 18 y teniendo en cuenta el párrafo 3 b) de ese comentario general. El Grupo 
de Trabajo recuerda, en particular, que “las medidas de gracia sólo se impondrán tras haber-
se emprendido un genuino proceso de paz o negociaciones bona fide con las víctimas que ha-
ya dado por resultado disculpas o expresiones de pesar del Estado o de los responsables y ga-
rantías para prevenir las desapariciones en el futuro” (comentario general sobre el artículo 18, 
párr. 8 b)). Además, el Grupo de Trabajo opina que no cabe esa limitación cuando la desapari-
ción forzada constituye un crimen de lesa humanidad (para la definición de desaparición for-
zada como delito de lesa humanidad, véase el comentario general del Grupo de Trabajo sobre 
las Desapariciones Forzadas o Involuntarias acerca de esta cuestión).

9)  	 El derecho a la verdad implica que el Estado tiene la obligación de dar pleno acceso a la in-
formación disponible para permitir la búsqueda de las personas desaparecidas. En el párrafo 
2 del artículo 13 de la Declaración se señala que “la autoridad competente [debe disponer] de 
las facultades y los recursos necesarios para llevar a cabo la investigación, incluidas las faculta-
des necesarias para exigir la comparecencia de testigos y la presentación de pruebas pertinen-
tes, así como para proceder sin demora a visitar lugares”. Esas facultades deben incluir el pleno 
acceso a los archivos del Estado. Tras el fin de las investigaciones, los archivos de esa autoridad 
deben preservarse y ponerse a disposición del público.

10) 	 Por último, el derecho a la verdad asegura también que el Estado tiene la obligación de propor-
cionar la protección y la asistencia necesarias a las víctimas, los testigos y otras personas intere-
sadas. La búsqueda de la verdad suele tener como consecuencia que los autores y otras personas 
traten de evitar que se revele la verdad mediante amenazas e incluso agresiones a las personas 
que participan en la investigación. Así pues, el Estado tiene la obligación de velar por una eficaz 
protección de los afectados. En el párrafo 3 del artículo 13 se establece con toda claridad que los 
Estados “tomarán disposiciones para que todos los que participen en la investigación, incluidos 
el denunciante, el abogado, los testigos y los que realizan la investigación, estén protegidos de 
todo maltrato y todo acto de intimidación o represalia”. En particular, el Estado puede crear un 
programa de protección de testigos a través de una institución independiente.
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General Comment on the right to recognition as a person before 
the law in the context of enforced disappearances2

Preamble 

The right to recognition as a person before the law is a widely recognized human right at the uni-
versal and regional levels, including article 6 of the Universal Declaration of Human Rights and ar-
ticle 16 of the International Covenant on Civil and Political Rights (see also, at the regional level, ar-
ticle XVII of the American Declaration on the Rights and Duties of Man, article 3 of the American 
Convention on Human Rights, and article 5 of the African Charter on Human and People’s Rights).

This right is central to the conception of human rights, as it expresses the right and the capacity of each 
human being to be the holder of rights and obligations under the law. It has often been described as 
the “right to have rights” and as a direct consequence of the right to respect for human dignity.3 

The Working Group has always considered that enforced disappearances infringe the right to be rec-
ognized as a person before the law (see the first report of the Working Group, E/CN.4/1435, § 184). 
Following this conclusion, the Declaration for the Protection of All Persons from Enforced Disappear-
ance provides, in its article 1.2: 

Any act of enforced disappearance places the persons subjected thereto outside the protection of the law 
[…] It constitutes a violation of the rules of international law guaranteeing, inter alia, the right to recog-
nition as a person before the law […] 

There is indeed a strong link between one of the elements of the legal definition of enforced disap-
pearance – the placement of the disappeared person outside the protection of the law – and the right 
to recognition as a person before the law. 

Following recent developments of case law at the universal and regional levels4, the Working Group 
deems it necessary to state its interpretation of article 1.2, in order to help States to apply the Decla-
ration in a way that is most conducive to the protection of all persons from enforced disappearance. 

Consequently, the Working Group has decided to issue the following general comment: 

General Comment 

1.	 Enforced disappearance represents a paradigmatic violation of the right to be recognized as a 
person before the law. One of the constitutive elements of enforced disappearances is that the 
person is placed “outside the protection of the law”. This means that not only the detention is de-
nied, and/or the fate or the whereabouts of the person are concealed, but that while deprived of 
his/her liberty, this person is denied any right under the law, and is placed in a legal limbo, in a 
situation of total defencelessness. 

2.	 Enforced disappearances entail the denial of the disappeared person’s legal existence and, as a 
consequence, prevent him or her from enjoying all other human rights and freedoms. The dis-

2 Informe Anual del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas, 2011. No se tradujo al español. A/HRC/19/58.
3 See in particular article 5 of the African Charter on Human and People’s Rights, where those two rights are associated.
4 See in particular, Human Rights Committee, views Zohra Madoui v. Algeria, 28 October 2008, § 7.7, 7.8; Inter-American 
Court of Human Rights decision, Anzualdo Castro v. Peru, 22 September 2009, par. 90 and 101.
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appeared person may keep his or her name, at least when the birth has been registered (and ex-
cept in cases when the true identity of children, who have been taken away from their parents, 
is falsified, concealed or destroyed), but he/she is not shown in the record of detainees; neither 
is the name kept in the registers of deaths. The disappeared is de facto deprived of his or her do-
micile. His/her properties become frozen in a legal limbo since no one, not even the next-of-kin, 
may dispose of that patrimony until the disappeared appears alive or is declared dead, that is a 
“non-person”. 

3.	 The right to be recognized as a person before the law is also implicated in the case of children 
who were born during their mothers’ enforced disappearance, and who were thereafter illegally 
adopted. As far as their biological identity is no protected, their very own personality is not rec-
ognized before the law. Thus, article 20 of the Declaration provides that such acts of abduction, 
as well as the act of altering or suppressing documents attesting to their true identity, “shall con-
stitute an extremely serious offence, which shall be punished as such”. The same article also pro-
vides that States “shall devote their efforts to the search for and identification of such children 
and to the restitution of the children to their families of origin”. 

4.	 Even if the right to recognition as a person before the law is extinguished on the death of the dis-
appeared person, its effects may last beyond his/her death, in particular with all matters related to 
inheritance. In addition, as the Working Group stated in its General Comment on Enforced Dis-
appearance as a Continuous Crime, “[e]ven though the conduct violates several rights, including 
the right to recognition as a person before the law, (…) the Working Group considers that an en-
forced disappearance is a unique and consolidated act, and not a combination of acts” with the 
consequence that “even if some aspects of the violation may have been completed before the en-
try into force of the relevant national or international instrument, if other parts of the violation 
are still continuing, until such time as the victim’s fate or whereabouts are established, the matter 
should be heard, and the act should not be fragmented.” The violation of the right to recognition 
as a person before the law therefore lasts until the disappearance ends, that is to say when the fate 
or the whereabouts of the person have been determined. 

5.	 Enforced disappearances also entail violations of the rights of other persons, including the next-
of-kin and others connected to the disappeared persons. Family members are prevented to ex-
ercise their rights and obligations due to the legal uncertainty created by the absence of the dis-
appeared person. This uncertainty has many legal consequences, among others on the status of 
marriage, guardianship of under age children, right to social allowances of members of the fam-
ilies and management of property of the disappeared person. 
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6.	 The Working Group considers that the right to be recognized as a legal person entails the obliga-
tion of the State to fully recognize the legal personality of disappeared persons and thus respect 
the rights of their next-of-kin and as well as others. 

7.	 For that reason, most domestic legal systems have institutions designed to deal with the impossi-
bility of ascertaining a person’s death. Some States allow the issuance of a “presumption of death”, 
others of a “declaration of absence”. Some other States, which have been confronted in the past with 
a systematic or massive practice of enforced disappearance, have specifically created the notion of 
“certificate of absence by reason of forced disappearance” (see in particular the Working Group’s 
study on Compensation, presumption of death and exhumation, in E/CN.4/1998/43, p. 9 sq). 

8.	 The basis for such an acknowledgement should take the form of a “declaration of absence by rea-
son of enforced disappearance”, to be issued, with the consent of the family, by a State authority 
after a certain time has elapsed since the disappearance, in any case no less than one year. 

9.	 Such a declaration should allow the appointment of a representative of the disappeared person, with 
the mandate to exercise his/her rights and obligations for the duration of his/her absence, in his/her 
interests and those of his/her next-of-kin. The latter should be allowed to manage temporarily the 
disappeared person’s properties, for as long as the enforced disappearance continues, and to receive 
due assistance from the State through social allowances. In most cases, the disappeared persons are 
men and were the family breadwinners and special social support should be provided to dependent 
women and children. The acceptance of financial support for members of the families should not 
be considered as a waiver of the right to integral reparation for the damage caused by the crime of 
enforced disappearance, in accordance with article 19 of the Declaration. 

10.	 In parallel to the issuance of a system of declaration of absence as a result of enforced disappear-
ance, States should continue to investigate all cases to determinate the fate and the whereabouts 
of the disappeared and to ensure accountability of those responsible for the commission of en-
forced disappearances. That is, such declaration should not interrupt or close the investigations 
to determine the fate or the whereabouts of the victim, but should allow his/her next-of-kin to 
exercise on their behalf certain rights. 

11.	 The Working Group is committed to preserve and safeguard the right to recognition as a per-
son in the implementation of its mandate. As the legal personality of the disappeared person is 
denied at the domestic level, the humanitarian mandate implemented by the Working Group 
should be understood as an international guarantee of this right.
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